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Difícil tarea nie impone el art. 15 de la Ley adicional 
á la Orgánica del Poder judicial, y, si fuera excusable el 
cumplimiento de la obligación que de él emana, no osaría 
trasladar al papel ideas y conceptos que, en lo que tienen 
de míos, nada valen, ya que el carsicter de interinidad con 
que por ministerio de la misma Ley desempeíio la Fiscalía 
del Tribunal Supremo, quita autoridad á esta Memoria, 
si no fueran suficientes á quitársela la falta de condiciones 
personales y el deplorable efecto que ha de producir la 
comparación con todas las que publicaron hasta el pre- 
sente los que desde 1883 fueron mis ilustrados Jefes. 

Los deberes no son renunciables; y ya que no me sea 
dable hacerme justicia optando por el silencio, procuraré 
llenar mi forzoso cometido en la persuasión de que la si- 
tuación especial que ocupo ha de servir de disculpa á mi 
confesada insuficiencia, y en la seguridad de que V. E., 
que tan brillantemente inauguró esta clase de trabajos, 
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ha de mirar, ante todo, á la voluntad que me anima, con 
lo cual habré ganado mucho terreno para obtener su bene- 
volencia. 

Aun entregándome confiado a esa esperanza que el 
deseo forja, las dificultades para mí no decrecen, porque, 
aparte de otros justiñcados temores, me asalta la incerti- 
dumbre acerca de lo que me será lícito decir para no tras- 
pasar los límites de mi especialísima posición; y, en esta 
diida, me aco.jo al  precepto de la Ley para cumplirle con 
arreglo al sentido estricto que le presta la significación 
propia de sus palabras. Ordena el art. 15 de la adicional A 
la Orgánica, al ingreso citada, que el Fiscal del Tribunal 
Supremo, al comenzar cada año judicial, dirigira al Go- ' 

bierno de S. M. una Exposición razonada, manifestando el 
estado de la administración de justicia en Espaiia, las ins- 
trncciones más importantes que haya dado á sus subordi- 
nados y las reformas que, en su concepto, conviene hacer 
para el mejor servicio. 

Como quiera que, siguiendo el método trazado en ante- 
riores Memorias, las instrucciones á los Fiscales se inser- 
tan por Apéndice, me cumple tratar en el cuerpo de esta 
Exposición lo relativo al estado de la administración de 
justicia y á las reformas para el mejor servicio; y de aquí 
la necesidad de dividir mi trabajo en dos partes, compren- 
diendo en la primera un resumen estaclistico y algunas 
consideraciones que me sugiere la manera cómo el lfinis- 
terio fiscal ejerce la inspección que la Ley le encomienda, 
que son los medios de que dispone esta Fiscalía para poder 
informar á V. E. acerca del estado en que la administra- 
ción de justicia se halle, y haciendo constar en la otra las 
modificaciones que admiten las Leyes que en lo criminal 
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más de ordinario aplican los Tribunales, ciiales son el Có- 
digo penal, la de Enjuiciamiento criminal y la del Jurado, 
seguidas de algunas consideraciones referentes á la mate- 
ria civil. Y no es que yo pretenda ejercer un  derecho de 
crítica, que ni me pertenece, ni  se adapta bien á la índole 
de la misión que los fur-cionarios fiscales desempeñan ante 
los Tribunales de justicia, sino que, para exponer refor- 
mas, encaminadas al mejor servicio, es preciso, cuando 
las deficiencias nacen de los preceptos legales que tal ser- 
vicio regulan, someter aquéllos á imparcial examen sólo 
para el efecto de la información, siempre con la protesta, 
que por obligada parece innecesaria, del más profundo 
respeto á la Ley, cuyo íntegro cumplimiento, ciiales- 
quiera que sean sus defectos en conjunto ó en detalle, tiene 
en el blinisterio público el nlás celoso y decidido promo- 
vedor. 

Indicar, pues, lo que puede y clebe reformarse, es pro- 
poner los medios de mejorar los servicios, y en ese sentido 
habré de exponer, salvando todo linaje de consideracio- 
nes y respetos, y sin salirme del carácter esencialmente 
práctico en que pretendo encerrar mis observaciones, los 
puntos que, á mi entender, son reformables, á fin de 
que V. E. adopte las determinaciones que juzgue oportn- 
nas, si mi pobre labor tuviere la fortuna de merecer en 
algo favorable acogida. 



La publicación, por esta Fiscalía, del tercer cuaderno 
cuatrimestral de datos estadísticos, completa los referen- 
tes al año que terminó en 30 de Junio último. El pode- 
roso estímulo que supo despertar en los funcionarios de- 
pendientes de su autoridad el Excmo. Sr. D. Eduardo Mar- 
tínez del Campo, sil atencióri constante y su acción enér- 
gica, triunfaron de todos los obstáculos, sin que fueran 
parte á paralizar ni entorpecer el esfuerzo de todos la per- 
turbación producida por la supresión de Audiencias de lo 
criminal, la consiguiente remoción de funcionarios y la 
absoluta carencia de personal auxiliar y de recursos mate- 
riales. 

No satisfacen por entero los fines de una perfecta esta- 
dística criminal los datos, tan penoeamente recogidos, que 
se han resumido en los tres cuadernos publicados, y se 
condensan en los estados que figuran en el Apéndice de 
esta Memoria, y aun de temer es que este esfuerzo no 
pueda continuarse; pero son siquiera un elemento de jui- 
cio comparativo de que carecía esta Fiscalía, para apre- 
ciar, en con.junto, la índole y magnitud de la labor rea- 
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lizacla por los Tribunales de justicia, en relación con los 
resultados obtenidos de la iniciativa del Cuerpo fiscal. 

Existían pendientes en 30 de Junio de 1893, en los 
Juzgados cle instrucción, 18.786 sumarios, cifra reducida 
en 30 de Junio último a 11.691. Esta diferencia de más 
de 7.000 causas supone un esfuerzo notable, precisamente 
en los momentos de la reducción: de Juzgados al número 
de 400; más aún si se tiene en cuenta que en el año que 
cierra la fecha de 30 de .Junio cle 1893 se incoaron 81.558 
sumarios, mientras qiie en el año último fué esta cifra 
de 87.057. Esta se descompone entre los 400 Jiizgados de 
instrucción en los desproporcionados terminos que revela 
un máximun de más de 2.100 sumarios (Parque, de Bar- 
celona), y un mínimun de 60 (Bande, Rlurias de Paredes 
y Viella). La proporción anual fué de 17,5?5 sumarios por 
cada cien kilómetros de extensión superficial, y de 4,94 
por cada mil habitantes. 

Se hallaban pendientes en 30 de Junio de 1893, en las 
Audiencias provinciales, 19.868 causas, ascendiendo esta 
cifra, en 30 de Junio último, á 20.467, escasa diferencia 
de 600 cansas, harto justificada por la reducción de Tribu- 
nales y del personal aclscripto á los mismos, y que supone, 
por el contrario, un gran esfuerzo, si se tiene en cuenta 
que durante el año que comprenden ambas fechas ingre- 
saron en las ciiarenta y nueve Audiencias 83.555 su- 
marios. 

De éstos, terminaron 18.477 en juicio oral, 3.587 en 
Juicio por jurados, 21.374 por sobreseimiento libre, 24.958 
por sobreseimiento provisional, 8.223 por inhibición ó in- 
competencia, y fueron a rch i~  ados 1.955 por la rebeldía de 
los procesados. 
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En  los juicios orales, el 69 por 100 de las sentencias 
fuE de absoluta conformidad con las conclusiones fiscales, 
apartindose de estas en el 31 por 100, en su mayoría por 
la apreciación de circunstancias atenuantes. 

Se celebraron 3.228 juicios por jurados. Prescindiendo 
de los que terminaron por falta de acusación ó ante el 
Tribunal de derecho, se dictaron 1.546 veredictos de cul- 
pabilidad y 1.047 de inculpabilidad. En los primeros, 
lmbo perfecta conformidad con las conclusiones provisio- 
nales del Fiscal en la proporción de 72,6'7 por 100, y dis- 
conformidad en el 27,33 por 100. 

El Cuerpo fiscal ha emitido en el ai?o que terminó 
en 30 de Junio último, 143.100 dictkmenes escritos, ha 
asistido á 62.200 vistas previas y á 17.724 juicios públi- 
-7s, despachando además 8.318 asuntos de carácter giiber- 

ativo. En la misma fecha quedaban pendientes de des- 
& acho en las Fiscalías de las cuarenta y nueve Audiencias 
provinciales 3.540 causas criminales. 

INSPEC 

Una de las funciones más importantes y transcenden- a,pPocton 
brolaadinini~lr.z- 

tales que las Leyes encomiendan a1 Ministerio fiscal, es, sin clorl de  ~ ~ ~ . l l ~ ~ ~ -  

gEnero (le duda, la inspección sobre la administración de 
justicia. El legislador lia considerado que esa inspección 
es la garantía inás eficaz de que los organismos encarga- 
dos de la cleclaracióil de los derechos civiles 7 de la repre- 
sión de los delitos y faItas respondan á sns fines, j7 de ahí 
el ciuniilo de fiicnltacles y de deberes que se imponen al 
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Ministerio fiscal cuando de esas materias se trata. El ar- 
tículo 835 de la Ley provisional sobre organización del Po- 
der judicial los especifica y detalla; y al fijar en ellos la 
atención, se ve claro que al exacto y acertado ejercicio de 
las funciones fiscales se fía en gran parte el éxito de esa 
complicada máquina de que vienen á ser rueda principal. 
La Constitución encomienda al Rey el cuidar de que en 
todo el Reino se aclministre pronta y cumplidamente la jus- 

~ ticia; esta atribución la ejerce el Monarca por meclio cle sus 
Ministros responsables, y el Ministerio fiscal á su vez es la 
personificación de los Poderes públicos y el genuino repre- 
sentante de la Ley ante los Tribunales. En sus manos es- 
tán todos los resortes para llevar tal cometido á feliz .ter- 
mino. Inqniere, vigila, deduce acciones, interpone recur- 
sos, denuncia lo mismo los delitos que los abusos 15 irregu- 
laridades de todas clases, y á su examen no se sustraen ni  
las cosas ni las personas que directa ó indirectamente se 
relacionen con la función de la justicia, hasta el plinto de 
que bien se puede afirmar que en ese orden no hay nacla 
extraño á los derechos y obligaciones del Ministerio piibli- 
co, lo mismo en la esfera más elevada que en la más in- 
significante y pequeña. Y como los preceptos de la Ley tie- 
nen entre sí enlace lógico; dispone el art. 15 de la aclicio- 
nal á la Orgánica que el conocimiento y la experiencia que 
los Fiscales adquieran por medio de esa inspección de ca- 
rácter general, la consignen en una Memoria que eleven 
á sus superiores y que el del Tribunal Supremo resuma 
esos trabqjos en una Exposición que anualmente dirija en 
la época marcada al Gobierno de S. M. Bien se comprende 
que, cumplidos con fidelidad y con sujecibn a la mente del 
legislador las disposiciones legales, V. E. liabría de tener 
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un copioso manantial de noticias preciosas que le permi- 
tieran formar cabal juicio del estado de la administración 
cle justicia y de su manera de funcionar, y, sin embargo, 
el que suscribe se halla precisado á confesar con tristeza 
que esos no son más que generosos ideales que distan mu- 
cho de haber obtenido cumplida realización. 

El Ministerio fiscal hoy, por un concurso de causas de 
V. E. bien conocidas, carece en absoluto de los medios in- 
dispensables para ejercer la inspección en la forma que le 
est!~ encomendada. Reducido el número de sus funciona- 
rios á límites que no se armonizan con las exigencias del 
servicio; ocupada six atención con el despacho diario de can- 
sas y e~pedient~es; agobiado por plazos perentorios y por 
tareas de ineludible y apremiante desempeño, no tiene el 
tiempo preciso para llevar su acción más allá del recinto 
de las Salas de justicia en que actúa; y causa ciertamente 
admiración, y es digno de que V. E. en ello se fije, que en 
esas circiinstancias angustiosas, los Fiscales, con una abne- 
gación merecedora de mayor encomio, sin Auxiliares, sin 
recursos de material y sin elementos de ninguna clase, 
adquieran y remitan á esta Fiscalía los complicados datos 
estadísticos que periodic'a~ente se les reclaman para la 
formación de los resúmenes cuatrimestrales, con gran celo 
y mejor acierto establecidos, como antes se apunta, por 
el Excmo. Sr. D. Eduardo Martínez del Campo, con la 
aprobación y valiosa protección de V. E., que, conocedor 
del inmenso beneficio que á la causa pública y al interés 
de la ciencia juríllica reporta esa demostración numérica 
de todos los actos y de todas las fases de la vida de la jus- 
ticia en España, ha facilitado rcedios de que vean la luz 
pública y ha allanado los obstáculos que a la realización 
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de tan laudable pensamiento opone la penuria en que esta 
Fiscalía se encuentra, por lo insuficiente de la cantidad de 
material que en el último presupuesto se la asigna. 

Desgraciadamente, es de prever que esos trabajos esta- 
dísticos se interrumpan, aunque pese al buen deseo que it 
todos anima. El sacrificio que por ellos se impone á 10s 
Fiscales no pnede ser permanente, por lo mismo que es su- 
perior á las fuerzas ordinarias de un hombre. Obligar á iin 
Fiscal 6 á un Abogado fiscal, á quienes no dejan espacio 
bastante las tareas que desemperia ante su Tribunal ni aun 
para el necesario reposo, que carecen hasta de escribientes 
y de libros, como ellos no los compren, á que vaya perso- 
nalmente á recoger datos para la estadística y á que per- 
sonalmente tambihn los escriba, es esigide algo que bajo 
cierto punto de vista se opone al decoro que por razón de 
su cargo se les debe. A mayor abundamiento, en esta 
misma Fiscalía los Abogados fiscales son los que verifican 
los resúmenes y confeccionan los estados con arreglo á los 
antecedentes que se reciben y á los que por su gestión di- 
recta se proporcionan en lo tocante a los recursos de casa- 
ción, pues se ha suprimido la Sección de estadística que 
antes estaba agregada para tal efecto á este Centro; y, su- 
primidas dos plazas de Abogado fiscal, sin que hayan dis- 
minuído los negocios en que tienen intervención, no pa- 
rece justo, ni es humanamente posible, aumentar el tra- 
bqjo en proporción inversa al número cle funcionarios que 
lo han de desempeñar. 

Los Fiscales de las Audiencias, con las naturales pro- 
testas de respeto y sumisión de que dan siempre evidentes 
pruebas, se quejan del abrumador trabajo que sobre ellos 
pesa, y casi toclos suplican se les exima del servicio de es- 
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tadistica especial para los resúmenes cuatrimestrales; y son 
tales las razones que alegan, que no cabe desatenderlas, y 
aun tal vez el que suscribe las hubiera ya atendido, si de 
una parte no estuvieran las positivas ventajas que diclios 
resúmenes producen, lo cual le hace mirar con pena la 
contiiigencia de que desaparezcan, y de otra la considera- 
ción de su interinidad, unida á la aspiración que cree, si no 
legítima, disculpable, de que durante ella no se proscriba y 
abandone acaso el medio más comprensivo y real de ejer- 
cer la inspección y de poner de manifiesto sus resultados 
ante el Gobierno, ante el público en general y ante los 
hombres de ciencia en particular. 

Y no es que los Fiscales repugnen ocuparse en esa la- 
bor, como tampoco repugnan ninguna otra; sino que ex- 
ponen las dificultades insuperables con que tienen que lu- 
char, y piden, para el caso de que su justificada súplica no 
se atienda, que se les concedan los medios indispensables 
para realizar aquélla, bien adscribiendo Q las Fiscalías al- 
giin aspirante á la judicatura, bien nombrando siquiera un 
escribiente que se encargue de la parte material, ó bien 
aumentando algo la exigiia consignación que hoy tienen 
las Fiscalías. 

Creería faltar á un deber sagrado, sí no me hiciera eco 
en esta ocasión -de tan justas aspiraciones, ciiyo funda- 
mento V. E., más que nadie, está en disposición de apre- 
ciar, porque conoce perfectamente la misión que el Minis- 
terio público está llamado á ejercer, y que ejerció con 
iuás desahogo y más copioso fruto en épocas aún no leja- 
nas, cuando contando con más persocal y con mayores re- 
cursos secundaba, con el celo que sil brillante historia 
abona, el sabio impiilso que V. E. le comunicaba desde 

2 
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esta misma Fiscalía, en que tan gratos e'imperecederos 
recuerdos dejó. Harto comprende el infrascrito que los 
apuros del Tesoro y la inflexible ley de las economías no 
permiten que se llegue al límite que el deseo traza; pero, 
dentro de lo posible, los funcionarios del Ministerio fiscaI 
esperan que V. E. ha de procilrar me.jorar su situación, 
hoy verdaderamente insostenible, si no se ha de resentir 
de una manera g ra~-e  el servicio. 

El personal auxiliar de las Fiscalias es. por todo extre- 
mo, escaso. El somero estudio de las cifras que esta Rlemo- 
ria contiene así lo demuestra, y corrobora además la de- 
inostración el considerar que se han suprimido cuarenta y 
seis Audiencias, sin que en las provinciales que quedan 
subsistentes se haya aumentado el número de funciona- 
rios Fiscales, no obstante el exceso de trabajo qne les oca- 
siona 1a agregación de otros territorios. Innecesario pa- 
rece aducir ejemplos; mas, por citar uno entre otros mu- 
chos, puede hacerse de Lérida. En esta Audiencia había, 
antes de la supresión, un Fiscal, un Teniente y un Abo- 
gado fiscal. Suprimiclas las Audiencias de lo criminal cle 
Tremp y Seo de Urgel, y agregadas sus respectivas cir- 
cunscripciones á la provincial de LBrida, continúa en ésta 
el mismo número de funcionarios Fiscales, es decir, que 
hoy despachan cuatro personas lo que antes despachaban 
ocho. 

JasLicis mnni- En Ríemorias anteriores, y singiilarmente en la del 
ripnl. 

año próximo pasado, ha consignado esta Fiscalía su opi- 
nión, no sólo acerca de la clefectiiosa organización de la 
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justicia municipal, sino también en lo tocante a su modo 
de funcionar y sus resultados prácticos. A medida que 
transcurre el tieuipo, los defectos: se ponen mas de relieve 
y los males se hacen sentir con mayor fuerza. La manera 
como los Jueces y Fiscales municipales son nombrados, 
las condiciones que se les exigen y las circunstancias que 
acompaüan de ordinario á los nombramientos, no sólo no 
ofrecen las necesarias garantías, sino que constituirían un 
peligro si la realidad no se hubiera encargado de paten- 
tizar que ocasionan males que exceden a. tocla pondera- 
ción. La justicia municipal, con ser la que más inmediato 
y constante contacto tiene con los ciuclaclanos, e s a  casi 
totalmente abanclonada y entregada si misma, sin ins- 
pección, sin inter~ención y sin defensa posible por parte 
de  los funcionarios de categoría superior, por cuanto la 
Ley no concede medios de vigilarla más que cle 1111 niodo 
muy indirecto é imperfecto. Seria ocioso, pues, ocultar 
que, sin cuIpa alguna, por lo  que respecta ii los funciona- 
rios que proponen y hacen los nombramientos que, extra- 
ños al país, tienen que aceptar los informes que se les su- 
ministran, esos nombramientos, con honrosas excepciones, 
recaen en personas de acción en la política menuda de los 
pueblos, y, por lo tanto, c~~alesíluiera que sean su honra- 
dez y hombría de bien, su filiación política, único m6rito 
para llegar al codiciado puesto que ocupan, les imprime 
tacha de parcialidad que los heclios bien pronto se encar- 
gan de justificar. La ignorancia en unos puntos, la pasión 
de partido en otros y e1 afhn desmedido de lucro, consti- 
tuye un estado de cosas tan alarmante y deplorable, clue 
bien se puede asegurar que la justicia municipal se halla 
hoy peor que cuando la ejercían en lo penal los _~lcaldes 
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y Tenientes de Alcalde en los respectivos Municipios, pues 
entonces, cuando menos, había la gran ventaja de la in- 
tervención de los Promotores fiscales que, sin pretenderlo, 
imponían su antoridad en bien de la causa pública, no ya 
por el respeto que su cargo infundía, sino por el prestigio 
que les daban sns conocimientos y su imparcialidad. 

El remedio á tan graves inconvenientes lo tiene ya 
trazado esta Fiscalía en anteriores Memorias, y singular- 
mente en la del a'lo iíltimo. Allí se decía que ya que no 
fuera dable formar con los Juzgados municipales el primer 
grado de la carrera judicial, porcliie tal proyecto, aunque 
el más eficaz y radical, pugna en los presentes momentos 
con la penuria del Erario y con los recursos del presu- 
puesto, era preciso poner mano enérgica en la forma de 
hacer los nombramientos, y aun también en la manera de 
ejercer sus funciones los Jueces municipales, para lo cual 
se apuntaban algunas ideas que acaso pudieran, por de 
pronto, corregir en mucha parte lo que por todos se la- 
menta. La situación en que hoy se hallan las cosas clama 
urgente reforma, tanto más cuanto cliie el abuso crece de 
día en día, cada vez la malicia., alentada por la impunidad, 
descubre y recorre nuevos senderos para satisfacer ilegíti- 
mos y reprobados fines, y lo que debiera ser objeto de sim- 
patía y de respeto, se mira con recelo y con temor, por lo 
mismo que es un factor perenne de desmoralización y 
causa de males que, aunque se contraen a una esfera limi- 
tada, influyen en las relaciones 1x5s freciientes de la vida 
social y afectan á la generalidad de los ciudadanos. Las 
quejas alcanzan proporciones tales, que la Fiscalía del Su- 
premo creería no responder á lo que de ella exigen esta 
clase de trabajos, si no insistiera en solicitar con ahinco, 
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como hasta aquí lo ha venido haciendo, que los Pocleres 
supremos á quienes se dirige aciidan á lo que tan necesi- 
tado anda de remedio. 

El carácter esencialmente práctico de esta Memoria J u z g a d o s  11o 
Ilrimcra inslancia 

no permite tratar lo relativo a la importantísima cuestión ! (lo instrilcrllln. 

de reforma ea la organización por lo que toca á los nego- 
cios civiles, tanto más cuanto que V. E., en el discurso 
que leyó el año próximo pasado en la solemne apertura 
de los Tribunales, hizo elociientes insini~aciones, que reve- 
lan el preferente estudio que consagra á una materia que 
requiere seria meditación si la reforma ha cle tener la 
transcendencia y utilidad que de consuno reclaman los 
principios científicos y los intereses que en ese orrlen se 
ventiIan. Hablar de lo costoso, vejatorio y hasta ruinoso 
que actualmente resulta el sostener un pleito 6 el declucir 
una reclamación que origine contienda judicial, sería ocu- 
parse en lo que V. E. sabe y en lo que está en la con- 
ciencia de todo el mundo. Un pleito es la ruina de una 
familia, y el sostener10 un rasgo de valor, rayano en la 
temeridad; tantos y tales son los dispenclios que impone, 
aun sin contar las dilaciones que lo eternizan, por artes 
que la mala fe ejercita á la sombra de la Ley procesal. 
Excepto en casos muy contados, el ciudadano sabe que le 
vale más abandonar su derecho á merced del primero que 
pretenda arrebatárselo, que sostener u n  litigio que ha de 
concluir con su dinero y con su paciencia. Cuantos, pues, 
exentos de interbs personal y directo, están en ocasión, 
más ó menos próxima, de conocer la situación por que 
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atraviesa la justicia ciril en primera instancia, recibieron 
con aplauso los propósitos por V. E. apuntados, y entonces 
y ahora se entregan á la esperanza de que V. E., que tomo 
parte tan activa y principal en el establecimiento del jui- 
cio oral para los delitos, cortando de raíz los abusos á que 
se prestaba el antiguo procedimiento criminal, ha de aspi- 
rar á la gloria de implantar profunda reforma en el pro- 
cedimiento y en la organización civil, dejando así una 
huella beneficiosa de su paso por ese Centro, como la dejó 
imperecedera en cuantos puestos ha desempeiiado, y sin- 
gularmente en esta Fiscalía, donde perduran las sabias 
enseñanzas consignadas en sus Memoria y circulares, acep- 
tadas más tarde, en su casi totalidad, por la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo. 

sumariov. El número de sumarios instruídos en los Juzgados, su 
calidad, su duración y su término, han siclo Ta objeto de 
ligeras consideraciones, y resultan con el necesario detalle 
de los estados que se acompañan. Sn estudio no altera en 
nada los conceptos que se expusieron en las anterior-es 
l\iIemorias, y ello excusa al que snscribe de un minucioso 
examen. 

Es grato para esta Fiscalía reconocer que en la instruc- 
ción de los sumarios los Jueces han dado y dan repetidas 
pruebas de celo y actividad, dedicando mayor ci~idaclo y 
más preferente atención 5 aquellos que por la índole del 
delito, por las circunstancias de las personas acusadas ó por 
otros moti~~os 10 requieren. Acaso se note la excesiva dura- 
ción aparente de algunos; pero siempre esta explicada por 
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razón de obsticulos que es difícil 6 imposible vencer. La 
falta absoluta de una buena policía, que en los partidos 
rurales no es buena ni mala, porque no existe; las distan- 
cias, la ausencia de testigos de declara< no 
cabe prescindir; la forzada tardan: ltos que a- 
man por la ~ í a  diplomática; el poco esmero que algunas 
oficinas ponen en suministrar a los Juzgados los antece- 
dentes que se les piden, pdra cuya obtención hay que 
aoudir á veces á la autoridad de V. E., p otras varias 
causas, dan la clave de los retrasos que se observan, que n i  
exceden de los anteriormente notados, ni arguyen una 
situación irregular que merezca fijar particularmente la 
atención. 

Después de todo, la instrucción del sumario es, dentro 
del sistema á que obedece la vigente Ley procesal, una fun- 
ción de policia reducirla á recoger en diligencias breves los 
datos que acreditan la perpetración del hecho criminal y 
la designación y circunstancias del culpable ó culpables. 
Esto produce un inconveniente que la prtictica diaria 
denuncia. Separados del fallo los Jueces, sin estímulo y sin 
el acicate á que obedecían sus actos en la instrucción 
cuando 6sta era para ellos la base del juicio que más tarde 
estaban obligados á pronunciar, no siempre preside el 
acierto á la investigación, y es más frecuente de lo que 
debiera que las Audiencias devuelvan los sumarios A los 
Jueces para que los amplíen á extremos escapados á la pre- 
visión de estos ó á que no habían dado la importancia que en 
realidad tienen. Lo peor del caso es que algunas veces esas 
ampliaciones son baldías porque se han dejado pasar los 
primeros momentos, que son los más apropiados, para que 
resulte fructuosa la gestión del instructor; y no por apatía 
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suya ni por falta de celo, sino porque abarcando los parti- 
clos judiciales grandes extensiones de terreno, y siendo 
difíciles los medios de comunicarse entre los pueblos que 
lo formaii, las primeras diligencias las instruyen los Jiie- 
ces municipales, la mayoría de los cuales son legos, y aun 
si el Juez de instrucción se decide h salir al punto del suce- 
SO, suele no llegar con oportiiniclad ni poder permanecer 
lo que fuera preciso, porque otros asuntos graves civiles y 
criminales reclaman su presencia en la capital del 
Juzgado. 

3i por este lado puede selíalarse algún defecto, no es 
tal que no admita fácil corrección, ni reviste proporciones 
tan grandes que reclamen una medida de carácter gene- 
ral. La acción del Fiscal, al tomir conocimiento del pro- 
ceso, y la de la Sala B que esta sometido, bastan para co- 
rregir esas y otras deficiencias y para procurar en lo posi- 
ble que disminuyan, por medio cle reglas de conclucta y 
de excitaciones que nunca quedan desatendidas. En 
cambio, justo es decirlo en elogio de los que ejercen fnn- 
ciones judiciales, n i  una sola vez ha sido requerida la 
atención de esta Fiscalía para entender en nada que signi- 
fique abuso de poder por parte de los Jueces cle instrucción. 
Con atribuciones omnímodas, lejos del superior jerárquico, 
que sólo apostcriori y por el examen de los procesos que 
aquéllos instruyen ha de juzgar de sus actos, sin la inter- 
vención inmediata del Ministerio fiscal, desempeñan su 
cometido sin suscitar odios ni  rencores, manteniéndose 
siempre en una esfera de templanza, moderación g res- 
peto á la situación del procesado y al derecho de los lesio- 
nados por el delito, y realizando sil objeto a menudo con 
éxitos brillantes, no obstante los pocos medios con que 



25 

cuentan y los entorpecimientos que á su marcha oponen 
la malicia de los unos y la indiferencia de los otros. 

En el moderno enjuiciamiento, el Juez, bajo su respon- Insl>oecjbn d e  
los siiniarioe. 

sabilidad inmediata, aun cuando más tarde se le pueda 
exigir que rinda estrecha cuenta de lo bueno ó malo que 
haya hecho, instruye él solo los sumarios con jurisdicción 
propia 6 independiente, aun en aquéllos en que tiene el 
carácter de delegado de otro Tribunal superior, como así 
lo dispone el art. 303 de la Ley procesal. Por mucha que 
sea la confianza que deba. inspirar y que en realidad inspi- 
re, el legislador no podía entregar una facultad de tanta 
magnitud á la cliscreción y al arbitrio de un hombre, sin 
establecer alguna limitación que fuese como la garantía 
de que, en caso de bbtiso ó extralimitación, Cstos habían 
de ser inmediatamente conocidos de quien pudiera en el 
acto remediarlos. De ahí en el art. 306 de la citada 
Ley de Enjuiciamiento se ordene que los sumarios hayan 
de instruirse bajo la inspección directa del Fiscal de la 
Audiencia competente, cuya inspección habrS de ejercerla 
éste, bien personalmente por si ó por medio de los Auxilia- 
res & sus órdenes inmediatas, bien por medio de testimo- 
nios en relación suficientemente expresivos qiie le remitirá 
el Juez instructor perióclicamente y cuantas veces se les 
reclame, 6 bien delegando sus funciones en los Fiscales 
municipales. Estas y otras prescripciones de la propia Ley 
claramente demuestran que para el legislaclor en toclos los 
sumarios, sin excepción alguna, 11a de estar viva y vigi- 
lante la acción fiscal. Por eso, sin duda, se ha dicho, con 
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rigor técnico, que el Fiscal es copartícipe de la instrucción 
preparatoria del juicio, y, sin embargo, eso que es la con- 
secuencia lógica del sistema acusatorio y el medio único 
de armonizar la independencia judicial con la inclispensa- 
ble garantía á personas y cosas sob1.e que recae la jurisdic- 
cidn criminal, es una mera abstracción, me,jor dicho, una 
ficción jurídica cuya virtud, si salva los principios, no al- 
canza á salvar los peligros, aunque remotos, posibles, que 
la realidad encierra. 

Los testimonios en relación, 6 los partes de adelantos, 
que son los que comunmeute se emplean, r ~ o  clan idea 
exacta del sentido y resultancia de las actuaciones que se 
van practicando. El mucho trabajo que pesa sobre el actua- 
rio le incita á la concisión y brevedad. Las ocupaciones 
ílel Fiscal no le consienten por otra parte sostener una co- 
rrespondencia asidua por cada sumario de los que en su 
territorio se forman, empezando porque carece de manos 
auxiliares para la materialidad de escribir. La delegación 
en los Fiscales municipales tiene recomendado esta r' 4 ~sca- 
lía que se escatime en lo posible, porque en unos casos 
puede ser nociva y en los demas de escasa utilidad. Resta 
la personal y directa, que es la que m8s responde á los 
fines de la Ley, y la que ha sido ob,jeto de constante reco- 
mendación en las instrucciones que este Centro tiene da- 
das á sus suborclinaclos, como lo atestiguan las Memorias 
elevadas a V. E. y sus dignísimos antecesores desde 1853; 
pero esa es precisamente la m6s difícil de ejercer. Dotadas 
las Fiscalías con el personal absolutamente preciso para el 
despacho de los asuntos de la Audiencia, las exigencias de 
este servicio, de plazo perentorio y á todas luces preferen- 
te, no deja lugar, no ya para salir á los pueblos á consti- 
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tuirse al Iado de los Jueces que instruyen los srimarios, 
pero ni  siquiera para inspeccionar en esa forma los de la 
capital donde la Audiencia estS situada, sopena de entor- 
pecer la marcha regular de las Salas de justicia. 

En las Memorias de los Fiscales de las Audiencias te- 
rritoriales y .en las copias que obran en esta Fiscalía de 
las que á aquéllos dirigen los de las provinciales, tienen to- 
dos que hacer constar, con arreglo á la circular que V. E. 
dictó siendo Fiscal del Tribunal Supremo en 30 de Abril 
de 1883, hoy vigente, la forma en qiie han ejercido la ins- 
pección de los sumarios durante el período que dichas Me- 
morias abrazan. V. E., con el alto sentido que siempre le 
ha distinguido, comprendió entonces que el sistema proce- 
sal de la nueva Ley se desnaturalizaba si se omitía la ins- 
pección fiscal sobre todos y cada uno de los snmarios que 
se instruyeran. 

Los sucesores de V. E., como no podía menos , pensa- 
ron del mismo modo, y á satisfacer esa necesidad encarni- 
naron sus incesantes esf6erños. Sin embargo, también 
aquí me veo precisado á confesar con pena que los da- 
tos que contienen las Memorias de los Fiscales territoriales 
y provinciales á que aludo, acusan la imposibilidad de qjer- 
cer esa importantísima atribución y correlativo deber. Los 
Fiscales que más, manifiestan haber ejercido la inspección 
personal ó directa por sí ó por niedio de sus Auxiliares en 
cuatro ó seis causas. En las demás tuvo lugar por testimo- 
nios en relacion ó por partes de adelantos. Todos reconocen 
las ventajas de la inspección personal y la poca utilidad 
que reporta la que se verifica por los otros medios; pero ni 
ellos pueden prestar la primera, n i  esta Fiscalía les puede 
obligar a que la presten, porque equivaldría á imponerles 
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el abandono de sus deberes ante las Salas de justicia, corl 
el consiguiente entorpecimiento y paralización de servi- 
cios más apremiantes. En suma, Excmo. Sr.: la inspección 
personal y directa, única eficaz, con tanto ahinco reco- 
mendada por V. E. y por todos los Fiscales del Tribunal 
Supremo que á V. E. sucedieron, no existe por imposibi- 
lidad material de que á ella se dedique el escasisimo per- 
sonal, abrumado por otra clase de trabajos y exigencias 
oficiales, que constituye hoy la dotación de las Fiscalías. 

Si el que los Jueces de instrucción tramiten la casi to- 
talidad de los sumarios sin más intervención que la suya 
propia es un mal grave; si el sistema de la Ley carece en 
la práctica del necesario complemento; si durante el pe- 
ríodo sumaria1 falta la garantía que ofrece la intervención 
del Fiscal, forzoso será que aquella dotación tenga algún 
aumento que consienta regularizar ese servicio y que so- 
bre 81 ejerciera su vigilancia de modo eficaz la Fiscalía del 
Tribunal Supremo. 

, < i i e r i c ia s  Siguiendo el orden de la circnlar dictada por V. E., he 
il~iinel Su- 

procurado en los párrafos que preceden expresar un juicio 
resumen acerca de estadística y hacer un estudio breve, 
pero franco y sincero, de la manera cómo el Ministerio fis- 
cal ejerce los deberes de inspección, tanto en general con 
respecto á la administración cle justicia, cuanto en parti- 
cular por l o  referente á los sumarios. Parece conio que la 
lógica exigía que el que suscribe extendiera el examen á 
las Audiencias y aun al mismo Tribunal Supremo; pero 
acerca de esto hizo ya el Excmo. Sr. Martínez del Campo 
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atinadas consideraciones en la Memoria del año pasado, y 
á ellas se atiene el infrascrito, dfindolas por reproducidas, 
ya que nada puede añadir, por cuanto las cosas subsisten 
en el mismo estado, sin que hayan experimentado varia- 
ción perceptible ni la cuantía ni la calidad del trabajo en 
relación con el número de funcionarios encargados de su 
despacho. Que en las Audiencias falta personal; que los 
Magistrados, tanto provinciales como territoriales, reque- 
ridos por un número excesivo de procesos y juicios, carecen 
de tiempo, no ya para el necesario descanso, sino para el 
estudio reflexivo que requieren los arduos problemas que 
han de resolver; que á los del Tribunal Supremo, que d e  
ben suponerse en edad provecta por lo mismo que consti- 
tuyen el término de la carrera, se les impone, por virtud 
de la supresión de la Sala tercera: un trabajo que aun en 
los albores de la vida sería penoso, lo evidencian con la 
elocuencia de los números los estados que se acompañan, y 
lo conoce perfectamente V. E., siendo público que ha que- 
rido aplicar en sazón opor&na el remedio que permite la  
estrechez del presupuesto, sin que lo haya logrado por ra- 
zones ajenas á su voluntad. El que suscribe, por la posi- 
ción que ocupa y por lo accidental del cometido que ahora 
desempeña, no se considera el más autorizado para dirigir 
á V. E. ningún ruego; pero sí cree ser intérprete de los. 
sentimientos de todos los funcionarios de los órdenes judi- 
cial y fiscal, manifestando la esperanza que abrigan de 
que V. E., aun ligado como está por la cifra presupuesta, 
ha de mejorar las condiciones de una clase modelo de su- 
bordinación y que jamhs ha escatimado sil concurso mate- 
~ i a l  y moral en cuanto fuera beneficioso al bien público, 
siquiera para ello haya tenido que imponerse sacrificios y 
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privaciones que ahora pretende se clisnlinnyan con el prin- 
cipal objeto de poder atender con m8s desahogo al cum- 
plimiento de sil misión. 

P E N A L  

scccsi<ta,l ,le IR Veinticuatro años lleva rigiendo el Código penal que 
rrfoi inn del Cu- 
I J I P O  peiinl. aplican los Tribunales; y, si bien respecto á otros cuerpos 

legales ese lapso de tiempo no sería bastante para justificar 
el que se pensara en'su reforma, trat6nclose del derecho 
penal, que si bien obedece á principios fi-jos é inmutables, 
tiene en cuanto á sus formas externas algo de variable y 
convencional, por cuanto se ha de acomodar á. las costum- 
bres, á las necesidades, al grado de cultura y de adelanto 
de cada época, veinticuatro años es mucho, y más si du- 
rante ese período se han operado cambios radicales en la 
sociedad y si las costumbres, opiniones é ideas sobre deter- 
minadas cosas y relaciones políticas y sociales, han sufrido 
honda transfornlación. A esto se añade que los estudios ju- 
rídicos han tomado en los íiltimos años vuelos extraordi- 
narios; y si determinadas teorías se mantienen en la re- 
gión de la controversia, otras han adquirido, por tácito 
asentimiento, carta de naturaleza y pasado á la categoría 
de verdades por de pronto indiecntibles. No es el ánimo del 
que suscribe entrar en un prolijo esamen cle lo que es sus- 
ceptible de reforma, y de lo que debe subsistir por estar 
contrastaclo por la experiencia. Aunclue tal esarnen, como 
justificante de la necesidad de la reforma, no podría cali- 
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ficarse de enteramente ajeno á este lugar, no tiene aqui el 
suficiente espacio para sil desenvolvimiento, ni ofrecería 
novedad, supuesto que la afirmación que se sustenta, fiin- 
dada en la enseñanza de la práctica: ha sic10 precedida en 
virtud de fundamentos cientificos por la iniciativa de iliis- 
tres jurisconsultos que, lle~~ados por sus merecimientos, 
como V. E., al Ministerio de Gracia y .Justicia, han tenido 
la nobilísíma aspiración de sustituir el Código actiial por 
otro que se armonizara m&s con el adelanto de Ia ciencia 
penal y con las exigencias de la sociedad moderna. Prueba 
de ello son el proyecto del Sr. Alonso Ilfartínez, de iinpe- 
recedera memoria;' el del Sr. Silvela, cuyo p~o-yecto goza 
de gran autoriclad como cuerpo de doctrina entre los que 
se dedican á esta clase de estudios, y el del Sr. Villaverrle, 
que asoció á su obra á funcionarios cuyo solo nombre era 
prenda segura de acierto; sin contar los intentos que en 
más amplia esfera realizó el Sr. Canalejas obedecienclo á 1111 
plan de reforma tan vasto como sabiamente comprendiclo 

t 
y llevado B principio de ejecución. Vicisiti~des inherentes 
B la vida política esterilizaron tanta y tan valiosa inicia- 
tiva; y teniendo en cuenta esta lección cle la experiencia, 
parece como que para lo sucesivo IiabrS que contener la 
esperanza dentro de límites más reducidos y n~odestos, no 
obstante el ejemplo que nos han dado las dos Naciones cle 
Europa m5s similares 5 Esparia,, cuales son Italia y Por- 
tugal. 

Y por mAs que, como antes indico, no me proponga 
extenderme acerca de esta materia, algo habrr5 de decir, 
porque algo se puede hacer que, sin exigir grandes esfiier- 
zos, mejore considerablemente la situación actual y re- 
suelva una buena parte del conflicto que & la ad~lini.strn- 
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ción de justicia crean el aumento de negocios en las 
Audiencias que subsisten y la disminución del personal. 

Varias veces se han selíalado por personas peritas los 
defectos que la atenta observación ha puesto de relieve en 
el Código penal vigente, algunos de ellos de tanto bulto y 
de tal magnitud, que claman por el inmediato remedio, 
que, sin embargo, se va dilatando con detrimento de la 
justicia y con daño de los que, por su desdicha, se hallan 
en la condición de j iisticiables. 

Nadie ignora el verdadero Ii~jo de denominaciones que 
en dicho Código campea con respecto á las penas, aun 
aquellas que tienen la misma naturaleza y de las cuales 
algunas ni siquiera en la duración se distinguen. Las qne 
consisten en la privación de libertad mediante encierro en 
un establecimiento público, tienen once nombres distin- 
tos, lo cual contrasta con la sencillez y sobriedad que em- 
plean en esa nomenclatura los Códigos extranjeros m5s 
modernos. Frecuentemente es objeto de crítica la compli- 
cación de las escalas, cómputo de penas y operaciones que 
Iiay que practicar para hallar en ocasiones la aplicable al 
caso; dificultad que, acrece, porque, no obstante señalarse 
B cada pena una duración fija, al tratar después de los 
delitos, no se aplica la pena entera, sino parte de ella; esta 
parte se ha de dividir en tres grados ó periodos iguales, 
según el art. 83, y si hay alguna circunstancia cualifica- 
tiva, se ha de considerar como pena imponible el grado 
máximo resultante de esa imaginaria división, cuyo grado 
iniisimo á su vez se ha de dividir en otros tres períodos 
iguales para aplicar el que proceda según las demás cir- 
cunstancias que concurran; y por esa serie interminable 
de sumas, restas, multiplicaciones g divisiones, no es raro 



que la gravedad y seriedad de los Tribunales se vea com- 
prometicla en discutir ampliamente, y por todas las vias de 
los recursos orclinarios y extraordinarios, si la pena ha de 
ser, verbigratia, once años de inhabilitación ú once años 
y un día; día que da mucho que cavilar á los procesados 
de escasa instrucción, que son la generalidad, pues no 
encontrando explicación satisfactoria para la nimiedad del 
pico, y evocando recuerdos de referencia á preceptos de 
la legislación antigua, creen que el día que como frnc- 
ción se aiiade á los años de condena es una celada que se 
se les tiende, una especie de contraseña que significa que, 
después cle cumplir los años: les resta que cumplir un día 
simbólico, que es la prolongación de sufrimientos que sólo 
con la muerte tendrán fin. 

Mas no hay esto sólo. El Código de 1870, que hoy rige, 
fué reformado en alguilo de sus detalles por cl Real de- 
creto de 1 ." de Enero de 1871. En éste se mandó, entre 
otras cosas, que en el art. 516, núm. 5.", que trata de robo 
con violencia en las personas, cuando no concurren las cir- 
cunstancias de mayor agravación que se especifican en los 
números anteriores, la palabra prisión sería sustituida con 
la de presidio. Como no se hizo nueva edición oficial com- 
prensiva de las reformas, los f~incionarios encargados de 
aplicar el Cócligo tienen que valerse de ediciones hechas 
por particulares, en alguna de las cuales continúa el nú- 
mero 5." del art. 516 redactado en la forma primitiva. 
Pues bien; si un Ponente, guiándose por uno de esos 
ejemplares, pone en la sentencia siete años de prisión en 
lugar de siete aiios de presidio, por más que en sus efectos 
sea lo mismo, los Fiscales faltarían á su deber si no inter- 
pusieran recurso, como de hecho lo interponen cuando el 

8 



34 

caso ocurre; y he aquí al Tribunal Supremo ocupado en 
resolver que, aun cuando es igual para todos los efectos, 
se debe casar la sentencia para poner presidio clonde se lee 
pisión, porque aquél técnicamente es más grave que ésta, 
por más que en la práctica no haya tal diferencia de gra- 
vedad: por donde se ve que todo queda reducido á un sim- 
ple formalismo á que da vida esa exiiberancia de denomi- 
naciones inátiles á que antes se alude. 

Contrario á la jnsticia y á la equidad es que, cuando 
el culpable sea pariente en ciertos grados del ofendido, y 
cuando el delito se cometa por medio (le la imprenta, los 
Tribunales tengan que estimar aquello y esto, siempre y 
en todos los casos, como circunstancias agravantes 6 como 
atenuantes, pues á primera vista se comprencle que, tanto 
el parentesco como el haberse valido de la imprenta, pue- 
den ser circunstancias indiferentes que en ciertos delitos 
no demuestran ni  más perversidad ni  mayor inocencia, y 
la necesidad de apreciarlo en uno 6 en otro sentido coloca 
5 veces á los que juzgan en el duro trance de aumentar ó 

disminuir una responsabilidad que, según su conciencia y 
según los clictados de la recta razón, no merece disminu- 
ción n i  aumento. Para ocurrir á tal inconveniente, que es 
en la práctica de mas monta que lo que su enunciación 
revela, en el proyecto de Código de 1585 se llamaban mix- 
tas á dichas dos circunstancias, pues anómalo parece que, 
como en el Código actual, se las coloque entre las agravan- 
tes cuando 5 su vez se clispone que puedan apreciarse como 
atenuantes, y se facultaba á los Tribunales para que las 
apreciaran en uno ó en otro concepto ó para que dejaran 
de apreciarlas. 

Es de idéntico modo muy saliente, por las injusticias 
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que sanciona, lo relativo á. la imprescriptibilida~l de la 
reincidencia. Esta sigue al individuo mientras existe, 
cualquiera que sea la conducta que haya observado desde 
que cumplió la condena, cle,jando saldada su cuenta con la 
socieclad, hasta que pasado largo espacio de tiempo comete 
el nuevo delito, acaso en condiciones que, ya que no lo 
justifiquen, atenúen considerablemente la responsabilidad, 
quedando así convertido en siervo perpetuo de la primera 
condena que sufrió; pero sorprende más si cabe el contra- 
sentido a que se presta la redacción del niím. 18 del ar- 
tículo 10 del Código mencionado. Establece qiie hay rei~i- 
cidencia cuando al ser juzgado el culpable por un delito 
estuviere ejecutoriamente condenaclo por otro comprendido 
en el mismo título cle este Código; y así ocurre con dema- 
siada frecuencia que puecle lino ser condenado como rein- 
ciclente por un clelito que hiibiere cometiclo con posteriori- 
dad á aquel por que se le juzga, pues todo consiste en que 
la causa que se forme por $1 segundo hecho criminal se 
sustancie y falle antes que la formada por el primero, con 
lo cual se viene A crear una reincidencia peregrina que 
surte el efecto de que se aplique una agravación, en oca- 
siones gravísima, por un delito que no se había cometido 
todavía ni tal vez pensado en cometer. Repetidos ejemplos 
presenta la jurisprudencia del Tribunal Supremo, y por los 
presidios andan más de un penado que de ello pueden tes- 
tificar. 

Pasa por alto el infrascrito otros defectos de menor im- 
portancia que la experiencia enseña, y ni  aun se detendrá 
mucho en lo inicuo que resulta que, con arreglo á los ar- 
tículos 133 -J 134, el que es condenado á pena ~erpetua,  si 
se somete á la acción de la justicia y ci~mple religiosa- 



36 

mente la pena que se le impuso, no la deje extinguida 
hasta los treinta años, y eso si su coi~ducta es buena, pues 
de lo contrario llegaría hasta cuarenta, mientras el que se 
sustrae 5 la jurisdicción de los Tribunales después de noti- 
ficársele la sentencia, á los veinte años queda exento de 
toda responsabilidad. Es decir: dos sujetos se conciertan 
para matar á una persona y alevosamente la matan; se les 
forma causa, y se les condena á ambos á cadena perpetua, 
porque los dos tienen la misma culpa. Se les conduce á su 
destino y en una cárcel del tránsito uno se fuga, en tanto 
que el otro, con conciencia de su crimen y de la deuda por 
él contraída, se niega á huir y sigue con humilde resig- 
nación el destino que le reservó la T,ey; pues el que se 
fugó, 6 los veinte años de anclar en libertad nada debe, 
porque la pena ha prescrito; en tanto que el sumiso y hu- 
milde, el que respetuoso con la decisión de los Tribunales 
prefirió la expiación á la libertad que la ocasión le brindaba, 
ese no puede obtener el finiquito de su cuenta hasta que 
pasen l o  menos treinta años cle arrastrar la cadena del pre- 
sidiario. 

Otro punto hay digno de retener persistentemente la 
atención, y al cual no despqja de su enorme gravedad el 
hábito diario de tratarlo, que parece como que ha embo- 
tado en todos los sentimientos de humanidad. El art. 90 
del referido Código dice que cuando un solo hecho consti- 
tuya dos 6 mds delitos 6 el uno sea medio necesario de co- 
meter el otro, sólo se aplicar6 la pena correspondiente al 
delito más grave, aplicándola en su grado máximo. Es, 
pues, un beneficio que el legislador quiere otorgar, como 
lo prueba el empleo del adverbio sdlo. Al que ejecuta un 
acto que constitupe dos delitos, la Ley le hace el favor de 
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imponerle solamente una pena: la del ~ n á s  grave en su 
grado máximo. Pues esto, tan sencillamente expresado, y 
que el legislador considera u11 favor singular, es en la ma- 
yoría de los casos tan perjudicial y tan injusto que apenas 
se concibe que hayan podido pasar veinticuatro años sin 
que tal clisposición, obligatoria para los Tribunales y ori- 
gen de verdaderas aberraciones, se haya modificado. Ex- 
cepto en los delitos á que la Ley señala penas iguales ó 

de aproximada duración, en los demas el perjuicio para el 
culpable es tan grande como irritante. El que cuestio- 
nando de noche con un sereno acomete á 6ste y con una 
navaja le infiere una lesión que necesita quince días de 
asistencia facultativa, comete dos delitos: uno el de aten- 

< mano tado á un agente cle la autoridad mediante agresión i 
armada, y otro el de Iesiones menos graves. Si se le im- 
pusiera la pena correspondiente á cada uno, tendría por el 
primero cuatro años, clos meses y un día de prisión correc- 
cional y multa: y por el otro dos meses y un día de arresto 
mayor; pero teniendo en cuenta el beneficio que otorga 
el art. 90, s61o se le impondri una pena, la del miis grave, 
que es el atentado, en su grado máximo, y le correspon- 
derá la de seis años, ocho meses y un clía de prisión ma- 
yor; es decir, que el beneficio consiste en qne por un hecho 
que merecía dos meses de arresto nada m$s, se le aumen- 
tan dos años de prisión. Estos casos se presentan todos los 
días en los Tribunales y se deciden en la forma que queda 
indicada, pues aun cuando el criterio sea absurdo, lo im- 
pone la Ley y de 61 no pueden prescindir los encargados de 
aplicarla. 

La injusticia se agiganta si se hace extensivo el razo- 
namiento á los delitos que se castigan con las penas per- 
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petuas y la (le muerte. El legislador, no sólo ha escati- 
tilado éstas, sino que nunca las impone aislarlas; las señala 
conjuntas entre sí las de esas dos clases, ó unidas á otras 
temporales, de manera que qiiepa cierta libertad en la 
elección para armonizar el castigo con las circunstancias 
que al hecho punible acompañen; pues con el art. 90 esa 
sabia y humanitaria regla queda completamente burlacla, 
y lo que es peor, si en la combinación de penas señaladas 
al delito entra la rle muerte, ésta será la única aplicable 
de una manera fatal 6 inflexible. Un hombre adquiere el 
convencimiento cle que su mujer le es infiel; tiene la cer- 
tidumbre de que su honra está escarnecida por la disipa- 
ción y liviandad cle aquélla á quien dió nombre y posi- 
ción. A solas con ella en su casa, la pide cuenta de sus 
actos, la amonesta y reprende; mas ella, perdido ya todo 
freno, contesta de un modo altanero, insulta y provoca á 
su marido; éste entonces, en el paroxismo de la ira, coge 
un cuchillo y la mata. T,a mujer estaba embarazada de 
cuatro meses. Aquí tenemos dos delitos: uno de parricidio, 
castigado con caclena perpetua á miierte, y otro de aborto, 
que, como no había propósito directo de causarlo, se cas- 
tiga con la prisión correccional en sus graclos mínimo y 
medio; pero ambos se causaron á un tiempo, son producto 
de un solo acto, y deben, por lo tanto, castigarse, tam- 
bién por iin favor especial de la Ley, con la pena del más 
grave en su grado máximo, que en este caso es la de 
muerte, única, sola y exclusiva que corresponde aplicar, 
sin consideración las circunstancias atenuantes que en 
gran número puedan concurrir, porque la inflexibilidad 
de la pena, que es una 6 indivisible, no aclmite disminu- 
ción. Si & ese desgraciado se le tratara con toclo rigor, aun 



sin computarle motivo algbllv Uv atenuación, se le impon- 
drían por el parricidio cadena perpetua, y por el aborto 
próxímainente clos aiios de prisión correccional; pero, tra- 
tándole con benignidad, aplicindole ese beneficio del ar- 
tículo 90, sólo se le impone una pena, aunque por terrible 
ironía resulta ésta la de muerte. 

 necesitaré decir qiie casos análogos al referido ocu- 
rren á cada paso, y que son en numero considerable los 
que han sido condenados á pena de muerte por virtud de 
esa regla, los cuales, sin ella, nunca hnbieran llegado á 
tan grave é irreparable condena? El art. 90 es un lamen- 
table error. No lo dice el que suscribe; 10 dicen cuantos 
han meditado sobre él y cuantos han tenido el triste de- 
ber de aplicarlo ó de pedir su aplicación; pero es un error 
en el cnal va la vida y la libertad injustamente arreba- 
tadas de muchos infelices. El Fiscal del Tribunal Su- 
premo, pues, órgano de la Ley, guardián de sus presti- 
gios, debe alzar la voz para que llegue á V. E., que ade- 
más de contar .con elementos para poner reinedio, tiene 
toda la competencia y toda la ilustración que requiere una 
obra de reforma que, si exige esforzada lucha, ha de pro- 
porcionar aplauso y gloria al que tenga la fortuna de 
darla cima. 

Todas las legislaciones extranjeras en materia penal 
han procurado resolver ese dificil y c,omplicado problema 
del concurso de delitos en relación con la acumulación de 
penas, y en algunas sucede, como en los Códigos de Italia 
y Holanda, que se establecen reglas numerosas que permi- 
ten adoptar la justicia y los principios más en boga á la va- 
riedad de casos que á los Tribunales se pueden presentar, 
comprendiendo también disposiciones relativas al conciirso 
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de faltas que en el nuestro se omiten; pero seiíalar una 
regla única y absoluta, como la que contiene nuestro ar- 
tículo 90, no sólo es erróneo, sino que conduce á extremos 
que el obligado respeto á la Ley sanciona, sin que sea 
daclo evitarlo á los que ven y tocan la injusticia y sus fu- 
nestas consecuencias. 

Concede el Fiscal tanta importancia á lo que acaba cle 
exponer, que sólo con llamar la atención de V. E. sobre 
ese punto creería haber prestado un servicio á la causa 
pública. Recientemente se vió un recurso ante este Tribu- 
nal Supreriio, procedente de la Audiencia de Avila, en 
que aparecía que varios sujetos, de honradísimos antece- 
dentes, acometieron, por antiguos resentimientos, á un 
guarda jurado de campo cuando ejercía sus funciones, y le 
produjeron la mnerte, aunque sin que se supiera quién 
causó la lesión mortal. El Jurado afirmó la alevosía, y en 
su virtucl había que calificar dos delitos, uno de asesinato 
y otro de atentado. Imponiendo las penas que b cada uno 
correspondían, hubieran tenido los cnlpables por el asesi- 
nato cadena perpetua, ó acaso cadena temporal en su grado 
máximo si se aplicaba alguna circunstancia atenuante, y 
por el atentado cuatro años de prisión; pero por haber o ~ u -  
rrido simultáneamente, por ser los delitos productos cle un 
solo acto, hubo que imponer la pena del más grave en su 
graclo máximo, que es la de muerte, sin que J-a fuera po- 
sible dar eficacia alguna á los estímnlos de atenuación que 
concurrieran, porque, como antes se indica, la pena es ab- 
soluta, y en ella no pueden hacer impresión las circiins- 
tancias atenuantes ni agravanies; así es que el Tribunal 
Supremo mantuvo la condena cle muerte impuesta por la 
Audiencia de Avila, como la mantuvo en un caso seme- 
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jante ocurrido con posterioridad en Valencia, y como la 
mantiene y mantendrá en todos los de igual índole que á 
su decisión se sometan, porque no está en sus facultades 
modificar la Ley ni dejar de ciimplirla exactamente. 

No insistirá el que suscribe en señalar más defectos, 
pues no cree, cualquiera que fueran su níimero B impor- 
tancia, que pudieran añadir mayores argumentos á la ne- 
cesidad de la reforma. Prescinclirá, pues, del desacuerdo 
entre varios preceptos del libro segundo y la Constitiición 
de 1876, nacido cle que el Cócligo penal es anterior y re- 
conor:ía como base la Ley fundamental de 1869. No ha- 
blará tanlpoco de la desproporción entre ciertos clelitos y 
las penas con que se castigan, tales como los de falsedad 
en clocumentos públicos y oficiales y otros, ni  de la ano- 
malía de que para algunos delitos (le relación no se esta- 
blezcan penas de relación también, sino absol~itas; y así 
resulta, por ejemplo, que el acto de amenazar con un daño 
que constituya delito, puede estar castigado con más pena 
que la que se impondría si la amenaza se realizara y con- 
sumara el delito con clue se amenazó; como sucedería, 
entre otinos casos, si uno amenazase con dar á otro una 
puñalada que le retnviera veinte días en la cama. Si lo 
ejecutara, la pena seria de dos meses y un día de arresto 
mayor, con arreglo al art. 433; pero si no lo realiza y se 
limita á manifestar su propósito de realizarlo, entonces la 
pena será la de dos meses y un (lía cle arresto y multa de 
125 á 1.250 pesetas, según el niiin. 2." delart. 507. Tam- 
poco mencionar6 el absurdo de que el robo en alguna de 
sus inferiores categorías se halle castigado con menos pena 
que el hurto, como sucede en Ia sustracción de semillas 
alimenticias, frutos 6 leñas en cantidad que iio exceda de 
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25 pesetas, pues si la sustracción se realiza sin fractura y 
sin causar darlo alguno en-las cosas, la pena imponible, 
no existiendo circunstancias de modificación, es la de dos 
meses y un día de arresto; mas si se emplea fractura, si 
se escalan paredes ó se violentan muebles, la pena será la 
inmediatamente inferior, ó sea la de multa; y no sólo en 
los robos de esa clase y cuantía, sino en otros de mayor 
gravedad se observa igual anomalía, siendo frecuente que 
en casación hechos calificados por el Tribunal sentenciador 
de hurtos, se pretenda por las defensas que se califiquen de 
robos, porque con ello obtendrían los culpables positiva 
ventaja en sus condenas. Defectos son estos, y los que in- 
r-estigación más detenida de seguro descubriría, que hacen 
de nuestro Código penal una obra imperfecta, anticuada y 
urgentemente reformable. El exponente comprende que 
tantos intentos de reforma, decididamente acometidos é 
indefinidamente aljlazados, como hasta aquí se han hecho, 
arguyen obstáculos, por de pronto invencibles, que alejan 
la esperanza de que otros anilogos tengan inmediata rea- 
lización. Por ello se impone contener las aspiraciones en 
límites más circunscritos, y ti ese objeto tienden las obser- 
vaciones que someramente paso á exponer. 

La prensa periódica, la opinión piiblica y los informes 
de los Tribunales se han fijado repetidaniente en lo impro- 
pio, inconveniente y poco serio, sin duda porque lo es de- 
masiado, de que se sostengan en la esfera de los delitos 
hechos insignificantes que no producen verdadera alarma, 
que no revelan la maldad suficiente para merecer la deno- 
minación de delito y que no exigen las solemnidades de 
una causa ni el aparato del juicio oral, en el que, más que 
(1 dar realce á la acción de la justicia colegiada, contribu- 
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yen á quitarle la alteza y severidad que son siis atributos 
externos. Donde más se echa de ver esto es en los hurtos, 
pues no se concibe que por la sustracción de unos cuantos 
chntimos, llevada á cabo no pocas veces B impulso de la 
miseria, se forme un \~oluminoso proceso y desfilen ante la 
majestad de una Audiencia esa cohorte de Fiscales, Abo- 
gados, Procuradores, peritos y testigos, produciendo por 
honorarios, derechos é indemnizaciones, gastos que con- 
trastan con lo microscópico del importe de la sustracción 
y que arruinan para siempre al procesado si éste tiene al- 
guna miserable cabaña donde guarecerse ó algunos enseres 
susceptibles de enajenación. Apena y descorazona que B esos 
infelices se les aplique un rigor á que no son acreedores 
y que no se compadecen con los fines cle la Ley penal. 
Sobre todo, en la sustracción cle leñas de los montes, ya 
piiblicos ya partiuiilares, la desproporción entre la trans- 
gresión y el procedimiento y la pena supera á cuanto se 
pudiera imaginar. En días de invierno, un pobre que ve á 
su familia aterida de frío, se va al monte y coge un haz 
de leña. Aparte el concepto moral y la doctrina de los mo- 
ralista~ para el caso de extrema necesidad, á los qjos de la  
Ley ese indivicluo ejecuta una transgresión contra el dere- 
cho de propieclacl, que cae bajo la potestad del que tiene el 
encargo de velar por la integridad de lo que cada uno le- 
gítimamente posee; pero ni  se puede afirmar que el que en 
tales condiciones obra sea un delincuente, ni obedece á 
ningún principio ni  á ninguna necesidacl que se le someta 
al calvario de un proceso ni á la infamia que imprime ima 
condena que, si no pasa de la krcel, priva tal vez á una 
familia del apoyo y sustento con que contaba, y graba 
para siempre el nombre de aquél en los registros de los 
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criminales. De continuo tiene que estar interviniendo el 
Tribunal Supremo en asuntos de esta clase, en que el valor 
de la leña sustraída estaba tasado en diez y aun en cinco 
céntimos, y aun acontece que si la Audiencia, compade- 
cida, bnsca algún expediente legal para absolver, acuden 
en casación los acusadores privados cohonestando sri re- 
curso, para que no resalte tanto la crueldad, con la espe- 
cie de que no persiguen la declaración de delincuencia por 
el castigo del culpable, sino para que sea patente á todos 
el derecho de propiedad; jcomo si para reivindicar y soste- 
ner ese derecho fuera indispensable encerrar por largo 
tiempo en la cárcel á un desgraciado que, bajo el imperio 
de circunstancias para 61 tristes y angustiosas, ejecuta una 
infracción que cabe reprimir en forma más benigna y ade- 
cuada! 

Tales hechos, que el Código según su redacción primi- 
tiva calificaba de simples faltas, fueron elevarlos á delitos 
por la Ley de 17 de Julio de 1876. Pues bien: si no es fac- 
tible la reforma total clel referido Cócligo; si para llegar 
hasta ahí es necesario salvar grandes obstáculos y aunar 
muchos elementos, cosas que no pueden hacerse en breve 
plazo, cuando menos que se derogue la mencionada Ley, 
que trqjo á los Tribunales que conocen de los delitos un 
contingente de procesos de mucha consideración, y con 
eso se conseguirán dos fines á cual más laudahles: uno, 
rendir homenaje á la justicia y a1 derecho racional, no 
dando á determinados hechos más importancia que la que 
tienen, ni máe carácter jurídico que el que propiamente 
les corresponda; y otro, disminuir algo el ímprobo trabajo 
que hoy abruma á los funcionarios de la Administración 
de justicia. La derogación habría de seguir tramites senci- 
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110s y relativamente breves, y, por tanto, el que informa, 
reproduciendo los deseos en el mismo sentido consignados 
en anteriores Memorias, se atreve á proponerla, lisonjehn- 
dole la esperanza de que esta pretensión, que tan ilustres 
y autorizados mantenedores ha tenido antes de ahora, ha 
de ser favorablemente acogida por V. E. 

No terminaré lo concerniente al Código penal sin de- bo,ibos ,te es- 
trngo. 

cir algunas palabras acerca de los delitos que se cometen 
por medio de explosivos. El citado Código sólo en un ar- 
tículo menciona concretamente los petardos para darles la 
consideración de faltas. El 587 dispone que serán castiga- 
clos con la pena de uno á cinco días de arresto y multa de 
cinco & cincuenta pesetas los que dentro de población ó en 
sit,io público 6 frecuentado dispararen armas de fuego, 
cohetes, petardos ú otro proyectil cualquiera que produz- 
can alarma 6 peligro; y es que cuando se publicó el Cócligo 
en 1870, conlo se dice en la circnlar que el Fiscal del Tri- 
bunal Supremo, Excmo. Sr. D. Aureliano Linares Rivas, 
dirigió B sus subordinados en 20 de Junio de 1881, «los 
petardos, por regla general, eran entretenimientos moles- 
tos, pero inofensivos, de mozalvetes mal intencionados, y 
tanto la alarma como el peligro que producían, eran leves 
y de escasa transcendencia.~ El legislador, pues, sólo como 
entretenimientos molestos los consideró y estimó suficien- 
te  castigarlos como faltas contra el orden píiblico, porque 
sus autores no se proponían causar daño, n i  de ordinario 
lo causaban, sino simplemente proporcionarse la satisfac- 



ción que ciertas personas experimentan procliiciendo es- 
cándalo y ruido y asustanclo á gentes p~zsilánirues. El asom- 
broso progreso que en la época moderna han tenido la quí- 
mica y la mechica han suministrado armas terribles a los 
eternos enemigos del orclen social, y lo que antes era en- 
tretenimiento punto menos que pueril, es hoy vehículo de 
muerte que siembra la destrucción y el exterminio, lle- 
vando la intranquilidad y la zozobra á todos los ánimos y 
amenazando todavía con mayores males si no se acncle 
enérgicamente á la represión de atentados que, por lo co- 
bardes y horrorosos, son rergüenza de la hnmanidad y de 
la civilización con que tan envanecidos nos mostramos. 

La Fiscalía del Tribunal Supremo, desde que con he- 
chos, no tan lamentables como los ocnrridos en los últi- 
mos tiempos, comenzaron á manifestarse las tendencias a 

emplear máquinas explosivas de gran potencia para satis- 
facer venganzas privadas primero, y fines m&s generales 
y odiosos después, se preocupó de los medios que podía 
suministrar la Ley para reprimir tales monstruosiclacles, 
como lo demuestra la circ~zlar antes citada; y ya que la 
letra del Código no los ofrecía, tuvo que recurrir á su es- 
píritu, á aquellos preceptos que por rigorosa analogía, sin 
forzarlos ni violentarlos, puclieran ser aplicables. Estas 
condiciones las reunía el art. 572, cpe ordena incurrirán 
respectivamente en las penas de aquel capítulo los que 
causaren estragos por medio de inmersión ó varamiento de 
nave, inundación, explosión cle una mina ó máquina de 
vapor, levantamiento de los rails de una vía férrea, cam- 
bio malicioso de las señales empleadas en el servicio de 
éstas para la seguridacl de los trenes en marcha, destrozo 
de los hilos y postes telegráficos, y en general de cunlqzcie- 
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r a  otro agente Q medio de destrucción tal% pocZeroso como 
los expresados. Tomando como norte este precepto, en cuyo 
espíritu estan sin asomo de cliida comprenclidos los atenta- 
dos de cuya represión se trataba, el Ministerio fiscal mar- 
chó decidido á la lucha con esos nuevos y terribles enemi- 
gos, obteniendo en todos los casos el éxito á que aspiraba; 
verdad es que contaba con dos ventajas inapreciables: la 
unidad de acción que imprimía la Fiscalía del Tribunal 
Supremo á sus subordinaclos, y el apoyo que á sus peticio- 
nes concedían los Tribunales, y singularmente el Supremo, 
que, comprendiendo Ia transcendencia de los delitos qne por 
esos medios se cometían, no escatimó jamás las decisiones 
de rigor en toda la justa medida que el Fiscalle demandaba. 
Cuanta severidad consentía el Código por virtucl de la in- 
terpretación fundada, no en la letra, que resaltaba ana- 
crónica, sino en el espíritu de sus disposiciones, otro tanto 
se ejercía, como lo prueban cuantos casos se presentaron 
en casación, desde 39 cle Septiembre de 1879, en que se de- 
claró que la colocación de un petardo de dinamita con la 
mecha encendida á la puerta de una casa constituía el de- 
lito fri~strado de estrago, hasta 20 de Junio de este año, en 
que llamado á conocer dicho Supremo Tribunal del recurso 
interpuesto por Debats, Ferreira y Felipe Muñoz, de los 
cuales los dos primeros habían sido sorprendidos por la po- 
licía en la calle del Florín llevanclo dos bombas explosivas 
coi el propósito de que explotaran en el Congreso de los 
Diputados, declaro igualmente que al considerarlos la 
Audiencia reos de tentativa del delito de estragos cle que 
habla el mencionado art. 572, y al concIenar1os á la pena 
de siete años de presidio mayor á cacla uno, se había atem- 
perado estrictamente á los preceptos legales, y no había 
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incurrido, en su consecuencia, en los errores de derecho 
que las defensas la atribuían. 

En esta actitud persistió sin clesmayar nunca el Minis- 
terio fiscal, antes bien extremó, si cabe, el empleo de todos 
los resortes de que dispone, concediendo preferente cuidado 
á las causas que por tales delitos se incoaban, tanto por lo 
que respecta á la celeridad en el procedimiento, como en 
lo tocante á la esmerada inspección de los sumarios y á 
todo lo demás que pudiera contribuir á que el castigo fuera 
tan rhpido como rigoroso. Esta es la tendencia de las cir- 
culares cle los Excmos. Sres. Conde y Luque y Martínez 
del Campo, sus fechas 31 de Marzo de 189%~ 4 de Marzo 
de 1893, sin contar otras instri~cciones de carácter más 
particular y concreto que se dictaron por todos los Fiscales 
en los casos que se fueron presentando; lo que unido 5 las 
declaraciones del Tribunal Supremo, inspiradas en un sen- 
tido de gran severidad, establecía una defensa completa 
de los intereses sociales por lo que á la represión de tales 
delitos se refiere, hasta el extremo de que el castigo que 
por virtncl de la Ley especial de 10 de Julio iiltimo se im- 
ponga no ha de ser mayor en cuanto á alguno de los he- 
chos en ese respecto más frecuente que el que se imponía 
aplicando los preceptos del Código con arreglo á la inter- 
pretación del ~ribiinal  Supremo y á las instrucciones de 
su Fiscalia. 

No bastaba, sin embargo, la seguridad de que una vez 
cometirlos los delitos podían ser y eran reprimidos con 
mano fuerte. La peivei'sidad que suponen, la alarma que 
producen, el peligro que envuelven g las ramificaciones 
con que cuentan, ponían al desciibiei~to la deficiencia de 
la legislacjon vigente, tanto en lo que toca á la lenidad 
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con que ciertos actos se habían de tratar, cuanto por la 
falta de disposición legal aplicable á otros y necesidad de 
extender la previsión á otras esferas y simplificar el proce- 
dimiento, para buscar la qjemplaridad que produce el que 
al  delito siga de cerca el castigo. En esas circulares á que 
el exponente se refiere, ya se recomendaba á los Fiscales 
que no limitaran su investigación y su acción al brazo que 
ejecuta, instrumento casi siempre de designios ajenos, sino 
que las extendieran á la entidad que sugiere la idea é in- 
cita á sn ejecución y á los que proporcionan el elemento 
destructor de que los culpables se valen para realizar sus 
aviesos fines. En estos conceptos el Código penal era muy 
deficiente, como lo demostrará un ejemplo que el Fiscal 
toma al azar. 

En un pueblo de la provincia de Málaga vivía cierto 
indivicluo que se dedicaba á expender la dinamita que 
adquiría de Gibraltar, sin tener la autorización compe- 
tente y sin parar mientes ni oponer escriipulo por el des- 
tino que á la dinamita se pudiera dar. Dicho individuo 
había arrojado de su casa á su legítima esposa para susti- 
tuirla con una advenediza que entró á ocupar el puesto de 
aquélla. La esposa, arrebatada por los celos, adquirió por 
medio de tercera persona cierta cantidad de dinamita á su 
propio marido, y solicitando el concurso de un barrenero 
acostumbrado á manejar esa sustancia, se confeccionaron 
dos petardos que se arrojaron, con la mecha encendida, á 
la casa del infiel marido, sin que afortunadamente se ve- 
rificase la explosión. La Audiencia calificó de delincuen- 
tes, é impuso la pena que correspondía; á los que habían 
intervenido en la preparación y confección de los petar- 
dos; mas, el funcionario Fiscal que actuó en el juicio, 

4 
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siguiendo las instrucciones de esta Fiscalía, incluyó en su 
acusación al dueño de la casa por el hecho de vender la 
dinamita sin autorización; la Audiencia le absolvió, y, 
preparado recurso, esta Fiscalía lo interpuso, señalando 
como infringido el art. 351 del Código penal, que esta- 
blece que «el que, sin hallarse competentemente autori- 
zado, elaborase sustancias nocivas á la salud ó productos 
químicos que puedan causar grandes estragos, para ex- 
penderlos, ó los despachase, 6 vendiese, 6 comerciase con 
ellos, será castigado con las penas de arresto mayor y 
multa de 250 á 2.500 pesetas.)) Creía la Fiscalía que este 
artículo era adaptable al caso, y perseguía una declara- 
ción del Tribunal Supremo en ese sentido, porque, erigido 
en delito el hecho de vender sustancias explosivas sin 
autorización, se atendía, no sólo á la represión, sino la 
prevención de los delitos que con ellas se pudieran come- 
ter, sin que sufrieran detrimento los derechos que las 
Leyes reconocen g garantizan; mas, el Tribunal Supremo 
no aceptó la doctrina del Fiscal, aduciendo como funda- 
mento, en su sentencia de 10 de Julio del año pasado 
de 1893, que el art. 351, como todos los comprendidos 
en el capítulo 2." del título 5." del Código, se refieren, 
según su epígrafe indica, á los clelitos cometidos contra la 
salud pública, por los cuales se entiende aquéllos que 
afectan ó se dirigen contra todos los individuos de una 
población, cuyas circunstancias no eran aplicables al caso 
que se ventilaba. La Ley citacla de 10 de Julio resuelve 
estas y otras deficiencias, y llena los vacíos que en el Có- 
cligo se notaban, en orden á la singular naturaleza de esta 
nueva suerte de delincuencia. 



Todas las Memorias de los Fiscales coinciden en reco- cuestionespre- 
judicialos. 

nocer las excelencias del vigente procedimiento en mate- 
ria criminal; y tal fué su oportunidad, y tales son sus 
ventajas, que ha conquistado la simpatía general y ha en- 
carnado en las costumbres; pero, como toda obra humana, 
no se encuentra libre de defectos, por más que no alcan- 
cen á aminorar su mérito y extraordinaria utilidad. Sella- 
lar esos defectos es en el infrascrito una obligación inhe- 
rente al trabajo que en este momento desempeña, y que 
va á intentar cumplir sólo en aquellos puntos que ofrez- 
can más capital interés, allegando de este modo datos 
que puedan tenerse en cuenta para darles el valor que les 
corresponda cuando llegue la sazón de la reforma. 

Siguiendo el orden de los artículos de la Ley, lo pri- 
mero que se presta á observación es lo relativo B las 
cuestiones prqjiidiciales. La de 18721~0 las menciona, ni 
tampoco sobre ellas decía nada la legislación procesal an- 
terior. Pero, si bien no estaban definirlas ni regladas, exis- 
tían como ahora, ya que todo delito contra la propiedad, y 
aun otros que en el Código no se comprenden bajo ese epi- 
grafe; llevan consigo la necesidad, para resolver sobre la 
responsabilidad del acusado, de sentar un prejuicio acerca 
de una cuestión civil, íntimamente relacionada con la c ~ i -  
minal, objeto de la causa. Los Tribunales, cuando esas 
cuestiones se presentaban, las decidían unas veces, y otras 
las consideraban como un impedimento para adoptar una 
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decisión, absteniéndose cle pronunciar su juicio. La varie- 
dad de criterios, y hasta lo contraclictorio de las resolucio- 
nes, aconsejaban dictar algunas reglas que sirvieran de 
dique al arbitrio judicial y de norma á una jurispruden- 
cia uniforme. A esto obedecen, sin duda, los artículos 
del 3." al 7." que en tales cuestiones se ocupan. 

Seria extemporáneo que en esta Exposición se entrara 
en reflexiones de índole especulativa sobre el acierto con 
que haya podido desarrollarse el pensamiento del legisla- 
dor al introducir esa innovación. Largamente se ha dis- 
cutido acerca de cuáles deben considerarse como cuestio- 
nes prejudiciales, civiles ó administrativas, que los Tribu- 
nales de lo criminal pueden resolver ó que deben deferir 
al Tribunal civil competente, con suspensión, entretanto, 
del juicio de que aquél conocía, extendiéndose la discusión 
á toclos los aspectos que tan complejo problema, presenta, 
incluso el de la con~eniencia y legitimidad de la división 
de un hecho que forma un solo todo integrado por el ele- 
mento moral y el material, para que de cada uno conozca 
iin Jiiez distinto. Tomar plaza en esa discusión, á nada 
conduciría en la ocasión presente, y se separaría del ver- 
dadero rumbo que debe seguir este trabajo, que no es sino 
el de ofrecer A V. E. las impresiones de sus siibordinaclos 
relativamente á aqiiellos puntos de la Ley que dan lugar á 
dudas, implican falta de suficiente garantía en el ejercicio 
de algún derecho, ó constituyen nna rémora, iin incon- 
veniente ó iin peligro para los intereses puestos al amparo 
de la Administración de justicia. 

Al disponer la Ley procesal en su art. 3." que, por 
regla general, la competencia de los Tribunales encarga- 
dos de la justicia penal se extiende á resolver, para solo 
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el efecto de la represión, las cuestiones civiles y adminis- 
trativas prejudiciales, propuestas con motivo de los hechos 
perseguidos, cuando tales cuestiones aparezcan tan ín- 
timamente ligadas al hecho punible que sea racional- 
mente imposible su separación; y al establecer el art. 4." 
que si tales cuestiones fuesen determinantes de la culpa- 
bilidad ó de la inocencia, el Tribunal de lo criminal sus- 
penderá el procedimiento hasta la resolución de aquéllas 
por quien corresponda, etc., se reconoce un derecho y se 
otorga una facultad á favor del procesado, al paso que se 
impone un deber al Juez 6 Tribunal que conoce de la 
cansa. Cuando á uno se imputa un delito de esa clase, y 
fía su defensa á la existencia de una cuestión prejiiclicial 
determinante de su culpabilidad 6 inocencia, el que se 
encuentra bajo el peso de tal irnput-ación tiene derecho á 
pedir que se suspenda el procedimiento criminal mientras 
prueba en la vía civil lo que á su interés importa, y el 
.Juez viene obligado á suspender, porque el texto de la 
Ley es preceptivo en esa parte. Mas, si ese derecho es des- 
conocido, si el Juez ó el Tribunal niegan al procesado la 
suspensión que solicita, jqué recurso, qué medio legal 
puede emplear para qxe aquel derecho surta efecto'? 

Los artículos del 3." al 7." de la Ley procesal 110 tie- 
nen nada de obscuros: la doctrina que consagran es, en 
conjunto, científicamente aceptable, segun la opinión de 
los tratadistas, aun cuando en algún detalle no haya mi- 
formiclad de pareceres; pero, á la verdad, más parecen 
máximas de derecho procesal, que artículos de una Ley 
obligatoria. Cuantos recursos han empleado los interesa- 
dos para alzarse de las resoluciones que les eran adversas, 
han resultado inútiles, porque el Tribunal Supremo ha 
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cerrado la puerta herméticamente por ese lado. La I,ey no 
lo concede expresamente, y tampoco está comprendido el 
caso entre los de casación. Unas veces se ha traído al Su- 
premo como cuestión de competencia, otras como recurso 
por quebrantamiento de forma, otras como de infracción 
de Ley, siendo siempre desechado; y desde hace algunos 
años, la jurisprudencia se ha pronunciado en el sentido de 
que tales recursos no deben pasar del trámite previo de 
admisión, porque no contienen materia lícita de discusión 
en el fondo, ya que ni  la ley, al hablar de cuestiones pre- 
judiciales, autoriza la interposición de recurso alguno, n i  
la resolución que los Jueces ó Tribunales dictan al decidir 
sobre tales cuestiones pertenece á ninguna de las clases 
que enumera el art. 845 de la propia Ley procesal. 

Resulta de lo que antecede, que, á pesar del buen deseo 
del legislador, las cosas siguen en el estado que tenian 
antes de la vigente Ley procesal, y,  como es natural, las 
decisiones de los Tribunales inferiores obedecen, como an- 
tiguamente , á criterios distintos y aun contradictorios. 
Que esto es un mal, no hay para qué afirmarlo; y la ma- 
teria de que se trata continúa siendo un  verdadero caos, 
sin qiie nadie sepa, llegado el caso, lo que ha de hacer, ni  
lo que puede esperar, pues en tanto que el Consejo de Es- 
tado, por lo que toca á las cuestiones prejudiciales admi- 
nistrativas, dicta frecuentes resolilciones y fija copiosa doc- 
trina al resolver las competencias que la Administración 
suscita á la jurisdicción ordinaria, el Tribunal Supremo, 
por los motivos insuperables qiie quedan apuntados, se 
niega en absoluto á decidir en el fondo sobre las de carác- 
ter civil que se le presentan. 

Esta Fiscalía intentó en cierta ocasión abrir un camino 
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para obtener la ansiada jurisprudencia; pero el éxito no 
correspondió á su buen deseo. En la Memoria del año 1857 
y en las respuestas á las consultas de los Fiscales que á 
dicha Memoria acompañan, su fecha 30 de Abril de 1S8S, 
contestando á una del Fiscal de Valencia, se reconoce el 
mal que origina la falta de precepto expreso que regula- 
rice acerca de ese extremo la tramitación, y esto es lo que 
da lugar á dudas, y como consecuencia de ello á variedad 
de prácticas judiciales; pues mientras unas veces se sus- 
tancia el incidente como artículo de previo pronuncia- 
miento, otras se limita la sustanciación á dar andiencia á 
las partes interesadas, y otras se resuelve de pIano sin 
guardar las formas esenciales de toda contienda judicial. 
En dicha respuesta se consigna la opinión de que pirece 
debe darse la preferencia al primer sistema, ó sea al que 
consiste en que, una vez suscitada la cuestión, se tramite 
y decida con sujeción á las reglas que rigen para los ar- 
ticulos previos, pues el objeto inmediato del incidente es la 
suspensión del procedimiento criminal, y su fin no es otro 
que el de obtener, por medio del ejercicio de acciones civi- 
les ó contencioso-administrativas, la declaración de la re- 
lación jurídica de un hecho influyente y á veces decisivo 
en la resdlución definitiva del problema penal. A este 
efecto, se sostenía que, aun cuando la Ley no había seiía- 
lado de un modo expreso el tr&mite y estado del proce- 
dimiento en que las cuestiones prejudiciales deban promo- 
Tersa, hay un límite al ejercicio de ese derecho que esta 
impuesto por lb  naturaleza misma cle las cosas, y ese límite 
es el período de calificación, porque la parte que haya eva- 
cuado este trámite sin promoyer incidente de admisión de 
cuestiones prejudiciales, acepta de hecho y de derecho el 
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juicio criminal ec. cuanto somete el fundamento de sus 
pretensiones á la decisión de la jurisdicción criminal, y en 
cuanto que sería necesario volver sobre ese trámite y es- 
tado del procedimiento para que la cuestiOn prejudicial 
surtiera sus efectos, lo cual es legalmente imposible, por- 
qiie imposible es retroceder en el curso de los procesos; por 
lo que se concluía encargando al Fiscal de Valencia que 
en los casos que ocurrieran debería sostener: primero, que 
los incidentes previos sobre admisión de las cuestiones pre- 
judiciales deben tramitarse como los artículos de previo 
pronunciamiento; y segundo, que esos incidentes no pue- 
den promoverse después, sino antes de evacuarse el tras- 
lado de calificación. 

Así entendía el Fiscal que podía plantearse la cuestión 
prqjudicial civil para que hubiera términos hábiles de re- 
solverla, y entecdía también era dable considerar equipa- 
rada aquélla á la declinatoria de jurisdicción. No descono- 
cía entonces la dificultad con que se había de tocar por la 
falta de texto legal que autorizase el recurso, ya que en 
rigor técnico, aunque la cuestión prejudicial tenga algu- 
nos puntos de contacto con la declinatoria, difiere de ella 
esencialmente en cuanto á su fin, pues ésta produce el 
efecto de separar al Juez del conocimiento del asunto, en 
tanto que aquélla tiende sólo á aplazar el fallo hasta que 
se ciimpla determinado requisito; pero estimaba el Fiscal 
necesaria la solución del problema, y ofrecía el sendero 
que parecía legalmente más practicable. El Tribunal Sn- 
premo no aceptó esta doctrina, y los buenos deseos cle esta 
Fiscalía no lograron mejor resultado qiie el que los esfiier- 
zos de las partes habían obtenido. 

Ahora bien; queda sentado que, con arreglo á la juris- 
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prudencia, no hay medio de que la cuestión prqjiidicial 
pase del Tribunal que la decide, ni de que la resolución 
que éste adopte pueda ser revisada por el Tribunal de ca- 
sación, al menos en la forma y con el carácter de inciden- 
te. Queda igualmente sentado que esto depende de falta de 
determinación en la Ley con respecto á la oportunidad, 
forma y efectos en orden á recursos cle tales cuestiones. 
Mas el camino que esta Fiscalía había indicaclo puede 
servir para la reforma de la Ley, si se reconoce, como le 
parece al que suscribe que es lógico reconocer, que es in- 
dispensable dotar á los artículos que de ellas tratan del 
complemento indispensable para que tengan existencia 
real y virtualidad jurídica. 

Las cnestiones prqjudiciales civiles son de clos clases: 
unas que pueden decidirse al tiempo mismo en que se de- 
cide de la cuestión criminal, y otras que requieren previa 
declaración, y que exigen, por consiguiente, que el pro- 
cedimiento para la persecución y castigo del delito se sus- 
pencla hasta que el Juez 6 Tribunal competente pronuncie 
su fallo. Las primeras no exigen tramitación especial. 
Van unidas al delito, sobre ellas recae la investigación 
como sobre éste, y pueden ser objeto de prueba en el jui- 
cio. Llegado el momento cle la sentencia, el Tribunal les 
concede el mérito que les corresponda, y pronuncia el 
fallo que estime justo con las consecuencias legales qiie le 
son propias. Las segundas, las que exigen resolución pre- 
via y suspenden el procedimiento, iqu6 otro carácter tie- 
nen &S qiie el de incidentes suspensiros, semejantes en 
todo á los que menciona el art. 666 de la Ley procesal'? 
Y, si esto es así, jqné inconveniente puecle haber en que 
las cuestiones prejudiciales se coloquen entre los artículos 



previos, y á ellos se extienda lo que dispone el art. 676, 
otorgándoles recurso de casación, del mismo modo que 
la declinatoria de jurisdicción? En las Memorias que tengo 
á la vista de algunos Fiscales de las Audiencias, se indica 
como útil y práctica esa reforma, y el que suscribe patro- 
cina, desde luego, esa pretensión, porque coincide en su  
tendencia con lo que se indicó en la Exposición que esta 
Fiscalía elevó á ese Centro ministerial en 1887, y con lo 
dicho en la ciiestión, núm. 17, contenida en las Respues- 
tas á las consultas de los Fiscales, que se publicaron en 30 
de Abril de 1888, y porque al reformar la Ley en ese sen- 
tido se pone fin á la confusión que hoy reina en la mate- 
ria, colocando al Tribunal Supremo en condiciones de es- 
tablecer doctrina que haga fecundos, para el interés de la 
justicia, preceptos legales que hoy son completamente 
estériles. 

nocusocibn d e  La sociedad ha depositado en manos de los funciona- 
Jueces y Pagis- 
irados. rios judiciales un poder tan grande, que casi no tiene 

límites. Sus facultades alcanzan á todas las manifestacio- 
nes pílblicas de la vida del ciudadano. Pero esas facultades 
no son discrecionales, sino que están regidas por principios 
fijos y por reglas que las mantienen en la esfera que les 
es propia para la realización de la justicia; y ,  por más que 
en los Jueces y Magistrados se presuma la recta intención 
en todos los actos oficiales, como quiera que su condición 
de hombres hace posible el exceso, seria injusto que al 
ciudadano no se concediera un recurso para apartar del 
negocio criminal que le atañe 5 aquel ~ u e g  ó á aquel Ma- 
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gistrado que da fundado motivo para suponer que no será 
imparcial, ó que por sus manifestaciones, por los vínculos 
de parentesco, afecto ó enemistad con otras personas que 
intervienen en el procedimiento, inspira recelos y hace te- 
mer que se deje influir por la pasión, favoreciendo á uno 
en perjuicio de otro, ó dando la razón al que no la tiene. 
Ese recurso no es otro que la recusación, y los casos que 
la autorizan se hallan perfectamente marcados en el ar- 
tículo 52 de la Ley de Enjuiciamiento, así como en los si- 
guientes se establecen las reglas que se han de observar 
cuando ese recurso se utilice. Ni contra la enumeración 
de las causas ni contra el procedimiento que ha de seguir 
el incidente,, hay nada que decir, ni en realidad se puede 
objetar cosa alguna. Pero, eso que es el reconocimiento de 
un derecho y la concesión de una garantía necesaria, se 
transforma, por lo común, en abuso de extraordinarias 
proporciones, empleándolo, con harta frecuencia, la mala 
fe, para impedir que un procedimiento siga su curso nor- 
mal, ó para evitar que recaiga una resolución que mate 
injustas y caprichosas pretensiones. 

Es legitimo y natural que la Ley diga que el Fiscal, 
el acusador particular, el procesado ó el responsable civil- 
mente de un delito o falta,-tengan la facultad de pedir, por 
medio de la recusación, que un Juez 6 Magistrado, pariente 
de alguna de las partes ó de su Letrado, que tiene interés 
directo 6 indirecto en el asunto, que profesa & alguna de 
ellas amistad íntima 6 enemistad manifiesta, etc., se abs- 
tenga de conocer en asunto en que, por mucha que sea su 
honradez y justificación, ha de estar combatido por esti- 
mulos que es posible le hagan sucumbir; pero, como la  
simple alegación de una de esas causas basta para dar lu- 
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gar al incidente con la abstención hasta que se decida del 
funcionario contra quien se dirige, queda á merced de 
cualquiera de esas partes el que el procedimiento se inte- 
rrumpa y paralice por todo el espacio de tiempo que per- 
mita el mayor ó menor ingenio del recusante. 

No hay más que pasar la vista por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo relativa á este particular, para conren- 
cerse de que la recusación en manos de los que la utilizan 
es sólo un expediente de inmejorables resultados para bur- 
larse de la Ley y de los encargados de aplicarla. Ya se re- 
cusa á un Juez de quien se supone que tiene amistad íntima 
con el procesado porque en la calle contestó al saludo que 
éste le hiciera; ya á otro porque coincidió á almorzar en el 
comedor de una fonda, donde también se hallaba a1morz.m- 
do, aunque en distinta mesa de la que el Juez ocupaba, una 
persona que era parte en la causa en que la recusación se 
produjo; estos casos, en que se llegó hasta el recurso de 
casación, y otros por el estilo que sería enqjoso enumerar, 
demuestran que la recusación se emplea casi siempre como 
pretexto para satisfacer fines reprobados. Esta Fiscalía ha 
tenido que entender en incidentes de una causa incoada 
por duelo en la Audiencia de Cádiz hace cinco años, sin que 
& la fecha del último recurso, visto recientemente, se hu- 
biera podido celebrar el juicio oral, porque uno de los pro- 
cesados había eml~rendido una serie interminable de recu- 
saciones contra los Magistrados, al solo objeto de que el 
juicio no se celebrase. Unas veces era por amistad, otras 
por enemistad, fundada aquélla y Bsta en fútiles motivos 
destituidos de prueba y de razón. El Fiscal cle Toledo tam- 
bién menciona otro caso allí ocurrido en una causa por ho- 
micidios, lesiones y atentado. Después de emplear algu- 
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nos resortes para evitar la celebración del juicio, uno de 
los procesados comenzó á hacer uso de la recusación con 
fundamentos análogos á los de que antes se habla. ~Acuer- 
da la Audiencia la libertad de un procesado en esa causa? 
Pues recusación por amistad íntima. &Decreta la prisión 
de otro porque no compareció cuando fué llamado? Pues 
enemistad manifiesta. De este modo, y haciendo uso de 
algún otro subterfugio, se ha consegoido que señalado el 
juicio para el 24 de Abril de 1893, suspendido y señalado 
de nuevo varias veces, no se haya celebrado hasta el mes 
de Agosto próximo pasado. 

La recusación, pues, si bien es un  derecho legítimo 
que á las partes corresponde, es del propio modo el medio 
de que muchos se   al en para eludir indefinidamente el 
fallo de los Tribunales, porque está probado que cuando 
una de las partes se l o  propone, por poca que sea su inven- 
tiva, consigue, si no estacionar para siempre, cuando me- 
nos dilatar considerablemente la terminación de un pro- 
ceso, sin que los Tribunales tengan un medio eficaz y se- 
guro de impedirlo, por nimios que sean los fundamentos 
de la recusación que se aleguen y por claro que se Fea la 
torcida intención y el dañado propósito del que recusa. Se 
argiurá que esto ya lo había previsto el legislador y que 
el art. 70 ordena que cuando se deniegue la recusación se 
condenará en las costas al que la liiibiere promovido, y se 
le impondrá una multa mayor ó menor, según la catego- 
ría del recusaclo, con la responsabilidad personal subsidia- 
ria para el caso de insolvencia; pero, prescindiendo de lo 
pequeño del castigo, al que es insolvente y se halla acle- 
más preso, jquó le importa que le impongan unas costas 
y una multa que no han de disminuir su caudal, ni  una 



62 

prisión subsidiaria que no ha de aumentar la duración ni  
la gravedad de la que está sufriendo? 

Es incuestionable, pues, que en lo referente á las recu- 
saciones hay un vacío de que sólo se aprovecha la malicia, 
sin ventaja alguna para lo que constituyen los fines de la 
Ley, y,  por tanto, la necesidad de la reforma le parece al 
infrascrito enteramente justificada, aunque sólo en el sen- 
tido de evitar que la mala fe utilice lo que al derecho en 
peligro se concede. 

üoii.rpniancin La experiencia y la razón de consuno aconsejan que se 
dc la supresión 

tranllles le -  reformen radicalmente los trámites previos á la califica- 
r l o s  .í lo cn~ilc'a- 
c m .  ción. Sobre este particular hay completa unanimidad cle 

pareceres en los Tribunales; ha siclo objeto de indicaciones 
en otras Memorias de esta Fiscalía, y lo es de las que aca- 
ban de remitirme algunos Fiscales, entre ellos los de Ma- 
drid y Valencia. Terminado el sumario en el Juzgado, se 
hacen los emplazamientos por término de quince días, y 
se eleva á la Audiencia. Una vez eu ésta, dispone la Ley 
que pase al Ponente por el termino que reste del emplaza- 
miento. Transcurrido dicho término, sale la causa del poder 
del Ponente y se pasa por tres ó más días, según su volu- 
men, al Fiscal y al acusador privado, si le hay, para ins- 
trucción. Devuelta por éstos, se pasa otra vez al Ponente 
por tres &as, sin que se alcance la razón cle este trámite; 
y después, si el Tribunal confirma el auto de conclusión 
del sumario que dictó el Juez, manda traer los autos á la 
vista, previa cuya celebración, si se ha pedido la apertura 
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del juicio y el Tribunal la estima procedente, se pasan de 
nuevo dichos autos á las partes para calificar. 

Marcha tan complicada embaraza notablemente la tra- 
- mitación sin utilidad para nada ni para nadie. Va pasan- 

do la causa del Juez al Tribunal, del Tribunal al Ponente, 
del Ponente al Fiscal, del Fiscal al acusador privado, del 
acusador al Ponente, de éste al Tribunal, etc., hasta que, 
después de tantos rodeos sin explicación que los abone, 
llega al Fiscal para formular conclusiones. -4sí se invierte 
el tiempo estérilmente, y, siendo uno de los objetivos del 
legislador la brevedad y la simplificacion del procedimien- 
to, se complica y se dilata de una manera indefinida; pues 
en las Audiencias de mucho trabajo, y hoy lo son todas, 
en que los negocios tienen que guardar turno, se puede 
calcular que desde que la causa llega al Tribunal hasta 
que pasa al Fiscal para calMcación, transcurren aproxima- 
damente cuarenta ó cincuenta días. 

Opina esta Fiscalía, y es universal opinión, que los ar- 
tículos á que esta tramitación se sujeta podrían reformarse 
con notorias vent~jas, sustituyéndolos por otros en que se 
ordenara que llegada la causa á la Audiencia se pasaran 
desde luego al Fiscal y al acusador privaclo, por su orden, 
para que propusieran diligencias de ampliación del suma- 
rio, si consideraban que éste no estaba cumplido, ó en otro 
caso pidieran la confirmación del azzto en que se declara 
aquél terminado, interesando en el mismo escrito el sobre- 
seimiento, si procedía, y si no, formiilando la calificación. 
Este viene á ser el procedimiento que el art. 794 señala 
para los delitos flagrantes, sin que se produzca inconve- 
nient,e de ninguna clase; y bien se puede afirmar que no 
hay razón para la diferencia de tramitación entre los de- 
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litos flagrantes y los qne no lo sean hasta el momento de 
formular conclusiones las partes. 

Lo que se deja expuesto justificaría por sí sólo la nece- 
sidad de la reforma de esos trámites; pero aún hay otros 
aspectos de la cuestión de mayor gravedad, á que los Fis- 
cales de las Audiencias no aluden, porque no tienen oca- 
sión inmediata de conocerlos y porque afectan directa- 
mente á la casación, alcanzando sus consecuencias hasta 
á la posible impunidad de determinados delitos 

Ocurre á menudo que el Fiscal 6 el querellante par- 
ticular entienden que un hecho es constitutivo de delito 
y piden la revocación del auto de conclusión del sumario 
que el Juez dictara, y que se le devuelva á éste para que 
declare procesada á la persona á quien el hecho criminal 
se atribuye, se le reciba indagatoria y se cumplan las de- 
más prescripciones de la Ley, relativas á esa situación y 
estado procesal. La Audiencia estima, y es posible que con 
error, que el hecho no es delito, ó que no hay datos sufi- 
cientes para atribuírselo al que se designa como culpable, 
y confirma el auto cuya revocación se pide. Contra esto 
no hay más recurso que el de súplica ante el mismo Tri- 
bunal, sfiplica que, una vez desestimada, no tiene más 
transcendencia. Se señala día para la vista que previene 
el art. 633, y en ella el Fiscal ó el querellante insiste en 
sus negadas pretensiones, es decir, en que se acuerde el 
procesamiento como medio de ir al juicio oral á ílemostrar 
más ciimplidamente, tanto la existencia del delito, como 
la culpabiliclad del que l o  cometiera; mas, la Audiencia, 
persistiendo en el prejuicio que había formado, se desen- 
tiende de las nueyas pretensiones que se le dirigen y 
sobresee libremente. Pues con esto se hace imposible el 
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recurso ue casación y se mata la accion ae las partes, im- 
pidiéndoles que puedan acudir al Tribunal Supremo para 
que corrija el error ccunetido. La Ley concede el recurso 
de casación contra los autos de sobreseimiento libre, cuan- 
clo se fundan en las causas que menciona el art. 552; 
pero ese recurso es baldío, porque las prime& negativas 
de la Audiencia crearon iln artificio procesal, que no cabe 
descomponer y que surte el efecto de que en pleno sistema 
acusatorio, cuando la Ley parte de que el Tribunal es el 
Juez del campo que ha de presenciar impasible la  con- 
tienda sin descender B la arena del combate, hasta que, 
terminado éste, otorgue la victoria al que en buena lid la 
hubiere obtenido, el Tribunal lo es todo, y las partes acu- 
sadoras no son nada, ya que una resolución sin recurso 
las despoja de sus arn 3 todo elemento de lucha. 

Dictado el sobres o libre en las circiinstancias 
expresaclas, el recurso de casación no es viable, y así lo ha 
declarado el Tribunal Supremo en numerosos casos de ju- 
risprudencia. Es más, ni  aun consiente la discusión en el 
fondo, sino que desecha tales recursos en el trámite previo 
de admisión. Y es lo más grave que, bajo el punto de vista 
que el Tribunal Sup .dopta , sus razonamientos no 
tienen réplica. El au , Audiencia confirmando el de 
terminación del sumario y cerrando el período sumaria1 
quedó firme, sin que la parte que pedía su revocación pu- 
diera evitarlo. iDe qué se trata ya ,  pues? De que se diga 
si el sobreseimiento está bien dictado, ó que, por el contra- 
rio, se abra el juicio oral. Esto íiltimo no es dable decre- 
tarlo porque no hay procesado, y falta, por consiguiente, 
la base, la piedra angular sobre que descansa toclo el me- 
canismo. Retroceder tampoco es posible, porque lo veda un 

5 
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auto firme y ejecutorio, cual es el que confirmó el de 
terminación del sumario; luego este bien ó mal el auto 
de sobreseimiento: haya cometido ó no error el Tribunal 
que sobreseyó, tenga ó no tenga fundamento legal la pre- 
tensión del acusador, el sobreseimiento es inatacable, y la 
acción concedida al Fiscal y al querellante, lo propio que 
el sistema acusatorio en que la Ley procesal se informa, 
quedan relegados á la condición de un nombre vano, y en 
este caso vacío de sentido y de efectos legales. 

E1 Fiscal que á V. E. se dirige, no formula ningiin 
cargo contra aquellos Tribunales que tal sistema adoptan. 
Asiente á que sus determinaciones se inspiran en ideales 
de justicia y de rectitud; pero está en lo posible que se 
equivoquen, porque nadie hay exento del error ; y si se 
equivocan, y si en realidad hay delito y culpa donde con 
la más sana intención no acertaron B ver culpa n i  delito, 
la impiinidad es la consecuencia inmediata de ese artificio 
procesal, supuesto que el sobreseimiento libre tiene la 
fuerza de sentencia y produce excepción de cosa juzgada. 

~ P u ~ o  ser esta la mente del legislador? De los precep- 
tos de la misma Ley y de la exposición que la precede se 
desprende lo contrario. Pues si se quiere que ese contra- 
sentido desaparezca; si se aspira á que las acciones que han 
de poner en movimiento el proceso dotándolo de los requisi- 
tos necesario) para que los Tribunales de represión pro- 
nuncien sil fallo, se ejerciten sin chocar con obstAculos in- 
superables, el medio más expedito y eficaz es el que antes 
se señala: la reforma de esos artíciilos de l a  Ley, que, sin 
producir ventajas, entorpecen y dilatan la marcha del pro- 
cedimiento, y no sólo no garantizan derechos, sino que los 
perjudican y cercenan. Bueno que el Jiiez declare termi- 
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nado el sumario cuando así lo crea; bueno tambien que en 
la Audiencia se confirme ó se re\-oque : pero esto no debe- 
ría hacerse sino después que el acusador ó acusadores hn- 
bieran presentado el escrito en que, por méritos de lo hasta 
entonces actuado, pidieran la revocación para que se prac- 
ticaran diligencias 6 la confirmación unida al sobresei- 
miento ó formularan concliisiones de acusación. De este 
modo la resolución de la Audiencia sería reclamable en ca- 
sación, y el Tribunal Supremo ya podría decir, cuarido la 
Audiencia sobresee, si es ó no procedente el sobreseimiento, 
porque no habría resolución alguna firme que impidiera 
avanzar ni retroceder. 

-_ término que el art. 649 seiiala es muy escaso y an- TBriiiiua para  
D~miilar conchi- 

gustioso. No se concibe que para exponer sobre el auto de "Onm. 

conclusión clel sumario se puedan conceder hasta veinte 
días (art. 627), y para extender las conclusiones, estudiar 
miniiciosamente los hechos que contiene el sumario y apli- 
carles las disposiciones de la Ley penal, así como para re- 
coger todos los elementos de cargo en que se haya de apo- 
yar la prueba que se articule, sólo se conceda el de cinco 
días improrrogables. Sucede, por lo  regular, que entran al 
despacho de los Pisoales al mismo tiempo causas en nii- 
mero extraordinario para calificación ; y,  una de dos, 6 se 
despachan precipitadamente y de un modo superficial, con 
detrimento de los intereses más respetables y aun del cré- 
dito del funcionario que califica, o si se ha de hacer un 
estudio meditado y reflexivo, en armonía con la gravedad 
de la materia, no son suficientes los cinco días. Todavía 



cen los 
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acre ~ u e  se refiere á la defensa 
del pruuasauu, a C I L L L ~ ; ~ ~  btí ua EL U ~ S I ~ O  plazo para evacuar 
el traslado ; pues, si su defendido no reside en la capital, 
apenas tiene tiempo material para comunicarse con él y 
recibir sus instrucciones, pero de fi,jo no lo tiene para po- 
nerlas en practica g consignar dentro del término las prue- 
bas más pertinentes al éxito que se propone. 

suprreibn iIc la 
copia ilo lislns do 
peritos g lcstigos 

uc dobc dnr el 
riseal. y nocosi- fl. 

dad do que esle 
conozca las con- 
elusionos de las 
otras liartes. 

Disponiendo el art. 65'3 que hecha la calificación se co- 
munique la causa á los procesados, resulta superfluo que 
el Fiscal acompaiie lista de peritos y testigos, según pres- 
cribe el art. 656. El defensor, á quien la causa se comu- 
nica, tiene en ella la lista del Fiscal, y para nada le sirve 
la copia, que no le ha de decir más de lo que la lista origi- 
nal le dice. En cambio la me~icionada copia aumenta el 
trabajo material de los funcionarios Fiscales, que, por la 
escasez de recursos de las Fiscalías, tienen que escribir de 
su letra los dictámenes; y puesto que á nada conduce esa 
copia, de la que nadie hace caso, podría suprimirse, y con 
ello se aliviaría en algo la pesada tarea del Ministerio pú- 
blico. 

Forma contraste con esa obligación el que mientras al 
Fiscal se le exige lo inútil se le priva de lo necesario. Se 
da traslado á la defensa de la calificación del representante 
de la Ley; pero éste no tiene ya conocimiento de lo que el 
defensor contesta, si no se toma la molestia cle ir á la Se- 
cretaría para averiguarlo. Para que la acusación y la de- 
fensa estuvieran, como es de estricta justicia, en igualdad 
de condiciones, ya que á la defensa se le da traslado de la 
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calificación, debería obligarse al defensor á que diera copia 
de su escrito á las demás partes, pues si se considera pro- 
cedente que el procesado sepa por qué y cómo se le acusa, 
no hay razón para condenar al acusador á que ignore por 
qué y cómo el procesado se defiende. Tan digno de respeto 
es el derecho del uno como del otro; y ese respeto que el 
1egisIador salva en cuanto al procesado, por medio del tras- 
lado de la calificación fiscal, puede y debe salvarse, en 
cuanto al acusador, reformando la Ley en el sentido de que 
se haya de entregar á éste copia del escrito qne aquél pre- 
sente. 

No terminaré lo referente á este punto sin traer al 
cuerpo de la Memoria lo que el Si*. Martinez del Campo 
dispuso en circulares de 11 de Febrero y 4 de Abril del 
año pasado. Hallaba dicho señor abusi~o el que las de- 
fensas en muchas ocasiones presentaran largnísimas listas 
de testigos, que después, llegado el momento de su exa- 
men en juicio, eran interrogados por cosas indiferentes 
para las cuestiones debatidas, si es que no se renunciaba al 
derecho de examinarles, ocasionando con ello gastos in- 
útiles y proporcionando molestias, cuanrlo no ocurría que 
se designaban á individuos pertenecientes al ejército y 
á otros residentes á grandes distancias. El abuso desapare- 
cería en mucha parte obligando á los defensores á expre- 
sar en sus escritos, en general y someramente, los 1:untos 
sobre que habrían de declarar los testigos que ofrecían, 
por cuanto el Tribunal del juicio, en uso de la faciiltad que 
le concede el art. 659, puede juzgar de la pertinencia ó 
impertinencia de esa prueba, como de todas las demás, y 

. desechar la que no encontrase útil y adecuada al fin y al 
verdadero interes de la defensa y congruente con lo que ha 
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de ser materia del fallo. Y era concluyente la razón en qut: 
las citadas circulares se fundaban. La prueba para ser ad- 
misible ha de ser pertinente, y para juzgar de su perti- 
nencia es indisper~sable conocerla y saber cuáles sean su 
extensión y tendencia. La Ley no establece ninguna ex- 
cepción por lo que respecta á la prueba testifical; luego 
ésta, conlo las demtis, han de ser objeto de la oportuna ex- 
presión, sin cuyo requisito, dentro del espíritu de la Ley; 
es inadmisible. A nadie se le ocurre suponer que se pu- 
diera admitir la prueba de inspección ocular sin señalar el 
punto que ha de ser inspeccionado, ni  la de documentos 
sin decir los que éstos sean, dónde se hallan y cómo se han 
de pedir ó traer. De igual manera la prueba de testigos, 
que se articula escribiendo sólo sus nombres, apellidos y 
domicilios, adolece de vicio sustancial, y por ello se encar- 
gaba á los Fiscales que, al formular conclusiones provisio- 
nales y articular esa clase de prueba, indicasen la materia 
sobre que los testigos habrían de declarar, y solicitaran de 
los Tribunales que se obligase á las defensas á hacer aná- 
loga manifestación. Los Fiscales cumplen con su acostum- 
brada fidelidad lo que se les ordenó, empezando por dar el 
ejemplo esta Fiscalía en las causas que se siguen ante el 
Tribunal Supremo por virtud del fuero del procesado; mas 
no así las defensas, que, amparadas en la falta de precepto 
expreso y taxativo, omiten, como desde un principio se 
venía haciendo, toda indicación acerca de lo que ha cle ser 
objeto de su interrogatorio. 

La autoridad que al Sr. Martínaú ut;~  dampo prestaban 
su alto cargo y excepcional competencia, fueron bastantl 
para que los Fiscales aceptaran y pusieran en práctica u 
sistema que, si aumentaba su trabajo, se conformaba con 
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la mente de la Ley, que sólo de ese modo se podía decir 
qiie quedaba cumplida; pero las defensas, acaso obrando 
contra sus propias conveniencias, no han querido some- 
terse b tan racional interpretación, antes bien, la resisten 
y contradicen, persuadidas de que el silencio por su parte 
les concede superioridad y ventaja sobre la acusación pú- 
blica; y como esto es una corruptela opuesta á toda buena 
regla de enjuiciamiento, al que suscribe le parece que 
también ese punto podía reformarse, imponiendo por mi- 
nisterio de la Ley á todas las partes que intervienen en los 
juicios lo que los Fiscales ejecutan por el sabio mandato 
de su Jefe. De lo contrario, habrá que resignarse á qiie 
sigan como hasta aquí, articulándose por una sola de esas 
partes cientos de testigos, que después se renuncian antes 
de ser examinados, ó que se examinan por cosas fútiles ó 

impertinentes, ó que se citen á los que residen á largas 
distancias y cuya no comparecencia puede motivar el que 
se pida, y tal vez se acuerde, la suspensión del juicio. 

Algún Fiscal ha suscitado de nuevo la cuestion de si A8is,e,,oia d e  
!os procrsados al 

convendría modificar las disposiciones de la Ley procesal, 1lllcto. 

que tratan de la asistencia al juicio oral del procesado que 
se halla en libertad. Publicada la de Enjuiciamiento vi- 
gente, no faltó quien entendiera que, con arreglo al ar- 
tículo 664, se podía prescindir de esa asistencia, y los que 
tal sostenían, argiiían de este modo: ese artículo prescribe 
que, una vez señalado día para el juicio, como lo establece 
el anterior, el Tribunal dispondrá que los procesados que 
se hallen presos sean inmediatamente conducidos á la cár- 
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cel de la población donde el juicio deba continuarse, citán- 
doles para el mismo, es decir, para el juicio, así como á los 
que estuvieren en libertad provisional, para que se pre- 
senten en el día que el Tribunal señale; y en el segundo 
párrafo establece que la falta de citación expresada en el 
anterior sera motivo de casación si la parte que no hu- 
biere sido citada no compareciere en el juicio. De aquí se 
desprende, decían, que lo que da margen á la casación es 
la falta de la citación, no la de la comparecencia, pues si 
así no fuera, el giro que el legislador emplea sería vicioso, 
toda vez que si su mente era que la asistencia al juicio del 
procesado que se encuentra en libertad no se omitiera 
nunca, podía y debía consignarlo y no valerse de concep- 
tos que, rectamente interpretados, significan lo contrario; 
y tanto es así, añadían, cuanto qiie en el art. 911, que 
trata de los quebrantamientos de forma que dan lugar á 
recurso de casación por lo que respecta á la omisión de so- 
lemnidades en la tramitación del juicio, no se menciona 
para nada la falta de asistencia del procesado, sino que se 
reproduce en sil núm. 2." lo dispuesto en el segundo pá- 
rrafo del art. 664, ó lo qiie es lo mismo, se erige en mo- 
tivo del recurso la falta de citación solamente. 

V. E., en el núm. 43 de la Exposición que como Fis- 
cal del Tribunal Supremo redactó en 1883, demostró que 
tal procedimiento no sólo era opuesto al espíritu de la Ley 
y á toda regla de enjuiciar en lo criminal, sino contrario 
también al derecho escrito, cuyos preceptos resolvían el 
caso sin dejar lugar á la menor duda. La Ley de Enjuicia- 
miento no dijo que la asistencia al juicio oral del procesado 
que se hallaba en libertad fuera precisa, porque no necesi- 
taba decirlo. No en esos preceptos aislados, sino en su com- 
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binación con otros, estaba la soliición; y, snpi~est~o el en- 
lace lógico de todos los artículos, interpretar los 664 y 91 1, 
número 2.", como lo hacían los mantenedores de la doc- 
trina que V. E. reprobaba, era dejar incumplidos otros de 
igual modo obligatorios. Si duda cupiera, casi bastaría. li 
resolverla el núm. 5." del art. 746, que dice procederá la 
suspensión del juicio cuando alguno cle los procesados se 
hallare en el caso del número anterior (enfermeclad repen- 
tina), en términos de que no pueda estar presente en el 
juicio, acordándose, la suspensión por esa causa después de; 
haber oído á los facultativos nombrados de oficio para el 
reconocimiento del enfermo. Bien claro se ve aquí que la 
Ley parte de la asistencia forzosa del procesado al juicio 
oral, esté preso 6 en libertad; pero, á mayor abiindamien- 
to, confirman el sentido que V. E. atribuía á la Ley los 
artículos 835, 839 y 841, que citaba en su mencionada 
exposición. El primero ordena, en su núm. 3.", que serii. 
llamado y buscado por requisitorias el que, hallándose en 
libertad provisional, dejare de concurrir á la presencia ju- 
dicial el día que le este señalado ó cuaiido sea llamado; el 
segundo, que transcurrido el plazo de la requisitoria sin 
haber comparecido 6 sin haber sido presentado el ausente, 
se le declarara rebelde; y el tercero, que si al ser declarado 
en rebeldía el procesado se hallare pendiente el juicio oral, 
se suspenderá 6ste y se archivarAn los autos. La ausencia, 
pues, del procesado y su no comparccencia al juicio esct 
terminantemente prevista por el legislador, y del propio 
modo establecido que dicho juicio sólo puede continuar 
cuando está presente al mismo el que de él es objeto. Es- 
tas razones eran tan convincentes que disiparon todas las 
dudas y fueron aceptadas por todos los Tribunales, sin que 
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la Fiscalía que interinamente desempeño tenga noticia de 
que desde entonces se haya celebrado ningún juicio en 
ausencia del procesado, lo cual en su caso reprobaría, si- 
guiendo las instrucciones, hoy vigentes, que V. E. circu- 
16, y exigiría con todo rigor la responsabilidad á los fun- 
cionarios del orden fiscal que á tal ilegalidad hubieran 
prestado su concurso ó asentimiento. 

El que suscribe, fiado más que en su propia convicción 
en la autorizada enseñanza de V. E., cree que la cuestión, 
en el terreno del derecho escrito, está resuelta; pero queda 
otro aspecto que afecta hoy al derecho racional y que pu- 
diera mañana traducirse en preceptos que reformaran e1 
derecho escrito en el sentido de corregir deficiencias por 
todos notadas y que ocasionan entorpecimientos y dilacio- 
nes sin cuento. Cuando el procedimiento se dirige contra 
tina sola persona, no se ofrece duda alguna; su no compa- 
recencia al juicio, si a ello no se le puede compeler por 
estar rebelde, impone la suspensión. Cuando se dirige con- 
tra varios, de los cuales unos están presentes y otros re- 
beldes, tampoco; el art. 842 dice lo  que se ha de hacer: se 
suspenderá el curso de la causa respecto á los rebeldes 
hasta que sean hallados, y se continuará en cuanto á los 
demás. La dificultad está. en otras contingencias que con 
frecuencia ocurren. Prescindamos de la enfermedad del 
procesado, que según el núm. 5." del art. 746 da lugar tí 
la suspensión, cuya enfermedad puede prolongarse indefi- 
nidamente, aplazando el castigo para cuando tal vez se 
haya perdido la memoria de la perpetración del delito; 
siendo una sola la persona objeto del juicio, el aplaza- 
miento está justificado y nadie puede extrañar, ni  se que- 
branta ningún precepto moral, antes bien, está conforme 



75 

con los sentimientos de humanidad, que se suspenda el 
curso de la causa todo el tiempo que el procesado esté físi- 
camente impedido por enfermedad, con impedimento cier- 
to y probado, de comparecer en el juicio. Pero, si son ra- 
rios los procesados en una misma causa y alguno de ellos 
se encuentra en ese caso de imposibilidad ó en otro que 
no sea la rebeldía, jse ha de aguardar á que el enfermo im- 
posibilitado se ponga bueno ó se muera para que el juicio 
continúe en cuanto á los demás? Esta es la práct,ica cons- 
tante, fundada en que la Ley sólo autoriza la continuación 
en cuanto á unos y la suspensión en cuanto á otros en el 
caso de rebeldía; y esta práctica, que demuestra la repug- 
nancia que los Tribunales tienen á hacer uso de facultades 
que no les confiera la Ley, motiva muchas suspensiones de 
juicios, que se prolongan á veces tanto que hay que anular 
la parte de juicio celebrada para que tenga lugar de nuevo 
cuando el impedimento desaparezca. Si los procesados son 
en gran número, como acontece en los motines y asona- 
das y en las colisiones de los vecinos de un pueblo contra 
los de otro por rivalidades 6 intereses locales, cuesta lo que 
no es decible, si no están presos, reiinirlos á todos en el 
día señalado. Siempre hay algún enfermo ó impedido que 
obligan á suspender el juicio; de manera que si los otros 
tienen bienes embargados ó dados en fianza para disfrutar 
de libertad, el perjuicio que se les irroga implica una injus- 
ticia de que no pueden defenderse y á la que han de que- 
dar sometidos hasta que el enfermo deje de estarlo ó des- 
aparezca la imposibilidad que existía en cuanto á alguno. 

Y, sin embargo, el remedio parece muy fácil. iQué 
inconveniente hay en que el procedimiento se suspenda en 
cuanto al enfermo ó imposibilitado hasta tanto que se halle 
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en disposición de comparecer, y que coiitinúe su curso 
normal con respecto á los demás? Se dice: es que se divide 
la continencia de la causa. No: la continencia de la causa 
se divide cuando se separan hechos 6 elementos que están 
íntimamente ligados para conocer de ellos en distintos pro- 
cesos ó atribuirlos á diferentes Tribunales ó jiirisdicciones. 
Cuando lo que se hace es juzgar de lo relativo á un proce- 
sado y suspender el juicio con respecto á otro para juz- 
garle más tarde, pero en el mismo proceso y con las mismas 
solemnidades y formas jurídicas, ni  se divide la continen- 
cia, ni se alteran reglas ó principios que no sean puros 
convencionalismos contrarios á la equidad y 6. los fines de 
todo procedimiento criminal. iQué es lo que dispone la Ley 
en los caeos de rebeldía? Que si hay más de un procesado 
se siispenda el juicio en cuanto al rebelde y continiie en 
cuanto á los demás. IJues eso exactamente es lo que se de- 
bía disponer para el caso de enfermedad de larga duración 
6 imposibilidad de uno de los en-juiciados. La razón es la 
misma, y si la disposición fuera tambidn igual, se obviarían 
muchas dificultades, se haría nn bien al servicio público y 
se evitarían vejhmenes y per,juicio que no hay derecho 
alguno para causar. 

Indicada la idea, queda con ello solo justificada la ne- 
cesidad de la reforma, tan sencilla y de tan modestas pro- 
porciones, que se reduce á hacer extensivo lo qne está le- 
gislado para los casos de suspensión por rebeldía, á los de 
enfermedad ó imposibilidad material de que uno de los 
procesados, cuando hay varios, comparezca al juicio oral. 
V. E. mismo, en reciente disposición, suministra al que 
suscribe un poderoso argumento. En el art. 10 de la Ley 
de 10 de Julio idtimo, que trata de los delitos que se come- 
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ten por mudio de explosicos, se ordena que cuando sean va- 
rios los procesados, el Juez instructor podrá acordar la for- 
mación de las piezas separadas que estime conveniente y 
activar los procedimientos, á fin de que no se dilate el cas- 
tigo de los que resulten confesos y convictos. Se reconoce 
en esta Ley, no sólo que no es indispensable que el juicio 
se forme á la vez contra todos los procesados que figuran 
en una causa, sino que puede ser conveniente, útil y justo 
que ese juicio se adelante 6 retrase con respecto á alguno 
6 á algunos, si las circunstancias del caso así lo aconsejan. 
Pues el Fiscal que informa, lo único que quiere es que ese 
principio de equidad y de justicia se aplique al procedi- 
miento ordinario, donde tiene la misma justificación y 
donde hay el precedente que en parte sirve de base á este 
razonamiento. 

J U R A D O  

Antes de indicar aqnellas reformas que la experiencia Consideracio- 
ncs gcnoralfl~. 

aconseja en la Ley de 20 de Abril de 1585, que estableció 
el juicio por jurados, me creo obligaclo á hacer algunas 
consideraciones de carácter general. Narla mas lejos de mi 
propósito que la pretensión de emular la manera brillan- 
tísima como los Sres. Concle y Luque -y Martínez del Cam- 
po expusieron su opinión acerca del funcionamiento del 
Jurado en España. Entiendo que esa pretensión, si la tu- 
viera, además de carecer de todo fundamento en que po- 
der apoyarla, sería irrespetuosa para la memoria que aque- 
llos seÍíores dejaron en esta Fiscalía, que sólo como maes- 
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tros les puede reputar, y ,  por consiguiente, colocados 
fuera del alcance de la emulación. Ale propongo sólo cum- 
plir una obligación, y para ello he de procurar suplir lo 
que me falte de autoridad con la exactitud de los hechos 
en que me apoye y con las obser~aciones que contienen 
las Memorias de los Fiscales de las Audiencias. 

Rabré de empezar consignando lo que V. E. sabe por 
los informes especiales que anualmente recoge el Mi- 
nisterio de su digno cargo. Las impresiones y juicios de 
los representantes del Ministerio público, por lo que res- 
pecta á la institución de que se trata, no sólo no son ha- 
lagüeños, sino que presentan más acentuada la nota pesi- 
mista que ya se recogía de anteriores trabajos. Algunos 
omiten referencias al Jurado, acaso porque teniendo que 
informar á V. E. sobre el particular en el mes de Enero 
de cada año, piensan con error que esta Fiscalía tiene co- 
nocimiento de tales informes, ó se creen dispensados de 
tratar ese punto, porque no lo menciona, ni podía mencio- 
narlo, la circular de 30 de Abril de 1883, que dispone las 
materias que han de ser objeto de las Memorias; pero los 
Fiscales que del Jurado se ocupan, y son la mayoría, afir- 
man con sorprendente unanimidad que dista mucho de 
dar los resultados beneficiosos que eran de esperar; y esta 
unanimidad, aun descontando lo que pueda haber de mor- 
tificación y contrariedad por la desestimación de opiniones 
sustentadas con fe 7 convicción, inclina á creer que algo 
hay en realidad que merece particular atención y estudio 
á fin de descubrir dónde está el mal para acudir con tiempo 
á combatirlo. Sería temeridad entregarse á una confianza 
ciega, suponiendo que porque el Jurado ha tomado carta 
de naturaleza en todas las Naciones cultas; porque obedece 
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á principios cuya bondad esta fuera de contradicción; pos- 
que es una conquista de la democracia que aspira á que 
todos los ciudadanos participen de la administración de 
justicia, y porque lo aceptan de buena voluntad los parti- 
dos gobernantes de España y todas las escuelas liberales, 
no necesita investigación, cuidado y dirección inteligente 
para pre~enir  los abusos y las asechanzas que por motivos 
y razones varias pueden malograr lo que durante muchos 
años fné uno de los lemas que guiaba á la lucha á deter- 
minados partidos políticos, y hoy debiera ser el justo ga- 
lardón de aspiraciones por tan largo tiempo contenidas. 

Los informes de los Fiscales son, en mi sentir, datos 
que no es dable despreciar. Ellos son los que más en con- 
tacto están con el Jurado y los que en mejores condiciones 
se hallan para apreciar los resultados que produce. Es 
cierto que algo podrá contrariarles el que el Jurado no 
afirme todo lo que la acusación pretende; pero sería ha- 
cer una ofensa á los Fiscales suponer que por eso sólo 
consideran mala la institución, y que tan mezquinas cau- 

llevan á todos S decir lo mismo, a señalar los mis- 
Uefectos y á lamentar idénticas deficiencias. Aun así, 

el testimonio de los Fiscales se& siempre el más aritori 
zado, porque, excepto el dudoso y secundario interes del 
amor propio á que antes se alude, ningíin otro les com- 
pele á, expresarse en determido sentido; las resoluciones 
del Jurado no les afectan personalmente, ni las atribucio- 
nes de aquéllos se desmembran ni quebrantan, cualquiera 
que sea el acierto ó desacierto con que los Jueces de hecho 
procedan. De cuantos informes se pueden obtener, cree el 
que suscribe que los más sinceros y valiosos son los de los 
Fiscales de las Audiencias, al extremo de que si de ellos 
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se prescindiera, la información jamás habría de conside- 
rarse completa. Pues esos Fiscales aseguran que, hoy por 
hoy, el Jurado, en general, no funciona bien. Los defectos 
que marcan son: ignorancia, falta de independencia, re- 
sistencia á ejercer el cargo, lenidad en ciertos delitos que 
llega hasta dejarlos impunes, y severidad extremada en 
otros; y partiendo de esto, algunos de aquellos funciona- 
rios piden la reforma urgente de la Ley y de la manera 
cle constituirse el Jurado, pues, según ellos, el vicio está 
en el origen, 6 sea en las primeras listas que se confeccio- 
nan; y otros creen que la opinión pública lo mira con 
recelo, que no inspira confianza á los mismos que eran 
sus más ardientes partidarios y defensores, y entienden 
que ha llegado el momento de que se suspenda. 

El Fiscal informante considera un deber decir sin rodeos 
ni atenuaciones l o  que sus subordinados le exponen. &Será, 
en realidad, que la opinión del país es adversa á la institu- 
ción? $erá que no estaba preparado para recibirla? &Será 
que en sí misma encierra un peligro para el interés de la  
justicia y una amenaza para la tranquilidad y bienestar del 
ciudadano? @erá que no ofrece las suficientes garantías y 
que es un obstáculo al ordenado desenvolvimiento de la 
vida de relación jurídica? El Fiscal que tiene la honra de 
dirigirse á V. E. lo niega rotundamente. Nada tienen que 
ver con la institución la negligencia y el descuido que 
permiten viva en un ambiente que impide su normal des- 
arrollo, y que la sujetan á reglas y proceclimientos no 
bien estudiaclos ó aplicaclos torcidamente. Las pasiones po- 
líticas, especialmente en las localidades pequeiias, crean 
una levadura que todo lo envenena y corrompe; pues á. 
esa levadura se entrega el Jurado en el primero y más 
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transcendental de los actos necesario itución. 
El art. 14 de la Ley de 20 de Abril ,ibe que 
las primeras listas de jurados se forulalau U U ~  Junta 
que se constituirá con el Juez y Fiscal municipal, el Al- 
calde ó un Teniente, los tres mayores contribuyentes por 
territorial y el mayor contribuyente por industrial del tér- 
mino, correspondiendo al Juez municipal la designación 
de los que han de funcionar en calidad de contribuyentes; 
es decir, que las primeras listas las forman los Jefes de la 
política local, pues en ellos recaen siempre los nombra- 
mientos rle Alcaldes, Jueces y Fiscales municipales. Con 
estos elementos sobra para que se desnaturalice el Jurado, 
pues esas primeras listas, que son la base de todo, están 
entregadas á la política local. En las segundas, que se for- 
man en la capital del partido, ya se establecen más ga- 
rantías, pero tienen por indispensable fundamento las pri- 
meras, y adolecen, en su virtud, de un vicio de origen. 

Y no se oponga que las listas se exponen al público, y 
que la Ley concbde á los ciudadanos el derecho de recla- 
mar, porque apoderados de la confección de aquéllas los 
cabezaleros que imponen su gobierno personal al pueblo; 
despojado el cargo de jurado, por ese y otros motivos, del 
prestigio que debiera tener, el ciudadano que algo vale y 
que en algo se estima considera un favor el que se le 
elimine, si es que antes no ha influído para obtener esa 
eliminación. Así explicado, ya se concibe que en ocasio- 
nes haya razón para suponer en el Jurado ignorancia ó 
falta de independencia ó parcialidad. A esto se une que 
nada se hace por nadie para que el cargo sea atractivo y 
simpático, y el que es designado por la suerte se enciien- 
tra con que pesan sobre él graves deberes de conciencia, 
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tiene que arrostrar el odio del ofensor ó del ofendido, se- 
giín sea lo que declare en el veredicto, ha de estar sujeto 
á privaciones y aun á vejaciones y penalidades humillan- 
tes y vergonzosas, sin que, en cambio, se le conceda ven- 
taja de ninguna clase. 

Dejar que el Jurado continúe funcionando así, es un 
verdadero peligro para el arraigo de la institución. Pero 
aún hay más. Dada la forma en que se confeccionan las 
primeras listas, de las cnales, por la gestión de los intere- 
sados y por reprensibles complacencias, se descarta á los 
más ilustrados y de posición más independiente; y dado 
que, si por descuido suyo 6 por negativa de la Junta mu- 
nicipal, se les incluye en ellas, consiguen después eva- 
dirse del compromiso, presentando certificación de enfer- 
medad, ó haciendo que los Letrados les recusen, quedan 
formando el Tribunal de hecho los que, acostnmbrados á 
pechar con todas las cargas que las Leyes imponen, y ca- 
reciendo de recursos de inteligencia y fortuna, se resignan 
á desempeñar un papel cuya importancia y transcenden- 
cia no comprenden n i  les preocupa. Por otro lado, como la 
cantidad asignada para dietas de jurados es muy escasa, 
y no se facilita con la apetecible regularidad, sucede que 
se concluyen las sesiones de un juicio y co se puede en- 
tregar á cada jurado lo que por dietas le corresponde, te- 
niendo que volverse á su pueblo después de haber perdido 
sus jornales los días que en el juicio se hayan invertido, á 
costa de mil penalidades, dándose el caso, por todo ex- 
tremo lamentable y bochornoso, de que se ha visto á al- 
gunos implorar la caridad pública para recoger la pequeña 
suma que para el regreso necesitaban. Esto afirman los Fis- 
cales de Sevilla, Granada y Jaén; y si no en tanta escala, 
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de esa penuria en que la imposibilidad de pagtr las dietas 
coloca á los que han desempeñado una Magistratura popu- 
lar, digna de más garantías y respetos, hablan y se la- 
mentan también los demás Fiscales. 

Este espectáculo, Excmo. Sr., que no es nuevo, que 
lo ofrecieron ya los jurados que funcionaron en el ensayo 
que se hizo en 1571, no puede ser más deplorable y con- 
tribuye á justificar el desamor con qne los ciudadanos mi- 
ran el ejercicio de un cargo en teoría tan enaltecido y en 
la práctica tan desdeñosamente tratado. Así se concibe que 
el Fiscal de una de las provincias más importantes de Es- 
paña, vista la resistencia de los jurados á serlo y las artes 
que ponen en juego para conseguir su propósito, afirme, 
por lo que á dicha provincia se refiere, que si la investi- 
dura de jurado es un derecho, hay que convenir en que 
los ciudadanos le estiman en muy poco; y si es un deber, 
les pesa de tal modo su cumplimiento que á todo trance 
tratan de eludirdo. &Qué tiene, pues, de extraao que con 
tales procedimientos, tales corruptelas y tales mixtifica- 
ciones del espjritu de la Ley, el jurado, según el testimo- 
nio de todos los Fiscales, sin la excepción de uno solo, no 
responda á lo que de él se esperaba? &Qué de particular 
tiene que á tan tristes condiciones reducido, d6 motivos 
para dudar de su ilustración y aun para negarle la noción 
de sus deberes, la independencia y la rectitud?  resp pon- 
derá por ventura de eso la institución cuando se la coloca 
en condiciones tan opuestas á sus fines? 

Otro punto tratan los Fiscales que ha sido ya objeto de 
elocuentes razonamientos en las dos Exposiciones que pre- 
cedieron á la presente. El examen de los veredictos per- 
suade de que, en tesis general, y salvo algunos casos que 
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no despojan á la regla de su universalidad, los jurados 
muestran severidad y rigor en los delitos contra la propie- 
dad, benignidad muy acentuada en los que se cometen 
contra las personas y total indulgencia en los cometidos 
por medio de la prensa. Algún Fiscal llega á exponer que 
de diez y nueve juicios por jurados á que asistid en el ú1- 
timo cuatrimestre (no dice por qué delitos fueran), sólo en 
uno obtut-o veredicto de culpabilidad, y aun en ese se tra- 
taba de un gitano extraño al país que, hallándose acciden- 
talmente en él, ejecutó un homicidio. Otros indican que 
la severidad del Jurado aumenta 6 disminuye según que 
los procesados sean ó no del t8rmino á que 10s jurados per- 
tenecen. Sin embargo, acerca de esto, el que suscribe ha 
de manifestar lealmente que del estudio especial á que en 
esta Fiscalía se han sometido los veredictos, no aparece que 
ese rigor en unos casos y la lenidad en otros sea producto 
del capricho ó de sentimientos contrarios á la justicia. No 
debo omitir que la, Fiscalía del Tribunal Supremo limita 
su examen a los veredictos que se insertan en sentencias 
contra las cuales se interpone recurso de casación. Su jui- 
cio, pues, no tiene toda la suma de datos que al efecto se 
requiere; pero, en lo que conoce, y lo que conoce tal vez 
sea lo más importante para el caso , los veredictos no de- 
muestran y ue los intereses confiados al Juraclo corran pe- 
ligro próximo ni remoto. Si en los delitos contra la pro- 
piedad hay rigor, si en los contra las personas benignidad 
y en otros indulgencia, cosas son que se explican g que 
responden al estado de la opinión de que los jurados son 
la encarnación viva ; y, como precisamente para eso les 
llama la Ley; como su misión no es otra que la de armo- 
nizar los preceptos< legales con la conciencia pública, pres- 
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cindiendo de ritualismos y de fórmulas que por la combi- 
nación de regIas jurídicas conducen á responsabilidades de 
artificio, resulta que n i  esa benignidad ni ese rigor pueden 
servir de cargo grave y serio contra la institución n i  con- 
tra su funcionamiento. 

Toda la severidad del Jurado, en los delitos contra la 
propiedad, consiste en afirmar la cnlpabilidad de los pro- 
cesados, pues lo demás no es de su incumbencia, sino de 
la del Tribunal de derecho ; y, si la culpabilidad está pro- 
bada, si las pruebas son claras, como suele ocurrir en los 
delitos de esa índole que dejan huellas y señales perma- 
nentes aun en la persona misma del incnlpado idónde está 
la severidad? Eso aparte de que los atentados contra la pro- 
piedad son en la opinión pública considerados como más 
desdorosos y reveladores de mayor perversidad. No siicede 
lo mismo con los delitos de ímpetu y ocasión, como son de 
ordinario los que se realizan contra las personas, pues, si 
en el rigorismo del derecho escrito no, bajo el punto de 
vista de las cost~imbres, de las ideas y hasta cle las preocu- 
paciones sociales, consienten la concurrencia de circuns- 
tancias que los atenúan, disculpan 6 borran por -entero. 
Mas, en este mismo terreno, que es por los informes á que 
alirdo al más desventajoso , la observacion de la Fiscalía 
del Tribunal Supremo no ha tropezado, tal vez por falta 
de datos en que cimentar la comparación entre las prue- 
bas y la apreciación que de ellas hacen los jurados, con la 
demostración de notorias injusticias; antes por el contrario, 
en los crímenes de cierta gravedad que producen alarma 6 
que van acompañados de circunstancias y detalles más ó 
menos odiosos, el Jiirado hace gala de severidad y aprecia 
hechos circunstanciales agravatorios que es posible que en 
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su caso no hubiera tenido en cuenta el Tribunal de dere- 
cho. En tal supuesto, el infrascrito nada tiene que expo- 
ner en contra del sentido moral con que el Jurado desem- 
peña su cometido ; y si abandonado á sí mismo como está 
y rodeado de obstáculos materiales los resultados no ofre- 
cen motivos de inquietud ni de zozobra, su funcionamiento 
sería perfecto, en cuanto cabe en lo humano, si tales obs 
táculos se hicieran desaparecer. 

La sinceridad obliga al que expone á mencionar otro 
inconveniente, aunque de menos bulto y más fácil de ven- 
cer, con que en materia de Jurado se toca. En algunas 
ocasiones las preguntas á que han de contestar los Jueces 
de hecho se redactan en forma harto defectuosa: 6 son de- 
masiado complejas, porque en ellas se incluyen varios he- 
chos, acerca de cada uno de los cuales se puede formar dis- 
tinto concepto, ó son confusas y obscuras, 6 en ellas se 
incluyen términos tecnicos de Derecho, Filosofía 15 Medi- 
cina, ó se omite algo esencial, ó envuelven conceptos jurí- 
dicos, etc. Hay que partir de que los jurados son legos, y 
que hacerles una pregunta que presupone ciertos conoci- 
mientos en materias especiales y á la cual tienen precisión 
de contestar si ó no, es inducirles á error y ponerles en 
ocasión de que afirmen ó nieguen lo  que no entienden. 
Este es un defecto que cada día va siendo menor, porque el 
hábito y la jurisprudencia del Tribunal Supremo constitu- 
yen fuentes de enseñanza. El Sr. Martínez del Campo, 
durante todo el tiempo que desempeñó la Fiscalía de dicho 
Supremo Tribunal, sometió á un  examen minucioso y es- 
pecial los veredictos que eran objeto de casación, ora para 
solicitar de la Sala, cuando era posible, que declarase el 
defecto allí donde existía, ora para pedir cuenta á los Fis- 
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cales de las Audiencias de lo que debiendo reclamar no re- 
clamaron, ó para encarg'drles que en lo sucesivo no consin- 
tieran aquello que se consideraba improcedente ó poco 
conforme con la naturaleza de los documentos en cuestión. 
En la Memoria del año pasado, y sun  en la del actual, se 
insertan circulares de dicho seiíor que contienen sabias 
instrucciones á sus subordinados y reglas de conducta que, 
fielmente observadas, harían, si no imposibles, muy di- 
fíciles los defectos que se refieren á la redacción de las pre- 
guntas; reglas de conducta é instrucciones que la Fiscalía 
mantiene é inculca á los Fiscales de las Audiencias en to- 
dos los casos de que tiene conocimiento. 

Importa en alto grado que los iiconsenientes que en 
los párrafos que preceden se enumeran, y que esta Fiscalía 
no alcanza á remediar, se corrijan de la manera más breve 
y eficaz que sea posible, y que se procure la selección de 
las personas que han de figurar en listas de donde se sacan 
los jurados, en cuanto sea compatible con el carácter popular 
de la institución, á fin de vencer toda clase de resistencias 
y prevenciones, inspirar absoluta confianza y dignificar el 
cargo, rodeándole del necesario prestigio y de todas las fa- 
cilidades y respetos que á su ejercicio corresponden. De lo 
contrario, los males que los Fiscales de las Audiencias de- 
nuncian irán en aumento, y la función del jurado quedará 
relegada á una carga onerosa, que sólo se prestarán á le- 
vantar los m8s ignorantes, infelices y desvalidos. 
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aicancc de ia Me veo precisado á insistir en una cuestión que ya se 
declnracibn de ;;',";;;l;y;n ;;; expuso en la Memoria de esta Fiscalía de 1892, porque en 
iiiel n proguutsdel 
\rrediclo. ella insisten también algunos Fiscales y porque lo consi- 

dero de suma importancia. El art. 2." de la Ley, corrobo- 
rado por los 72 y 76, establece que los jurados declararán 
la culpabilidad ó inculpabilidad de los procesados respecto 
de los hechos que en coccepto de delito les atribuya la 
acusación y la concurrencia 6 no de los demás hechos cir- 
cunstanciales que sean modificativos, absoluta ó parcial- 
mente, de la penalidad. Resulta, pues, que á los jurados se 
les atribuye, no sólo los hechos, sino la culpa que en ellos 
pueda tener el que los ejecutó; y en consonancia con esto, 
el art. 72 dispone que sobre esa cuestión de culpabilidad 
los Jueces de hecho declaren con entera libertad de con- 
ciencia. Aparte del sig~iificado puramente gramatical de 
las palabras culpa, culpable y culpabilidad, en el lenguaje 
jurídico esos vocablos arguyen siempre responsabilidad en 
el orden civil ó en el penal, y, por consiguiente, decir 
culpable tanto vale como decir responsable. Tenemos, en 
su virtud, que al encomendar á los jurados la declaración 
de la culpabilidad, se les encomienda una declaración ju- 
rídica de tal índole, que resuelve la cuestión principal de 
la causa, 6 sea la responsabilidad que lleva consigo la na- 
turaleza legal del hecho perseguido, y ,  sin embargo, la 
declaración de culpabilidad que hace el Jurado no tiene 
esa significación, como lo prueban los mismos artículos 72 
y 76. El primero dice que, sin embargo de la cuestión de 
culpabilidad ó inculpabilidad del agente, sobre la cual de- 
claran los jurados con libertad de concie~icia, los hechos 
contenidos en las preguntas, ya sean relativos 5 elementos 
morales, ya materiales, serán los referentes á la existencia 
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de esos mismos elementos del delito imputado, á la parti- 
cipación de los acusados como autores, cómplices ó encu- 
bridores, al estado de consumación, frustramiento, tenta- 
tiva, conspiración ó proposición á que llegó el delito, 6 á 
las circunstancias eximentes, atenuantes ó agravantes que 
hubiesen concurrido; y el segundo fija la manera de hacer 
las preguntas, siendo la primera comprensiva del hecho 
principal y las otras de los circunstanciales que se hubie- 
sen alegado en concepto de eximentes, atenuantes ó agra- 
van te~ ,  del discernimiento con que obró el menor de 
quince y mayor de nueve años, y la intención, descuido ó 
negligencia en el caso de imprudencia punible. 

VBase cómo, no obstante la declaración de culpabilidad, 
el Jnrado tiene que declarar sobre la exención de responsa- 
bilidad por la afirmación 6 negación de eximentes; es decir, 
que después de declarar culpable de un hecho al procesado, 
puede declararle inciilpable por falta de discernimiento en 
el menor de edad, por propia defensa ó por otra cnalquiera 
de las causas que exprcsa el art. 8." del Código penal, así 
como puede, después de haber afirmado la culpabilidad en 
el hecho principal, afirmar en la pregunta correspondiente 
que lo hizo por descuido ó negligencia graves. De todo lo 
cual se desprende que la culpabilidad que declara el Ju- 
rado en la primera pregunta no excluye la declaración 
sobre aquellos hechos y sus elementos morales que tiendan 
á afirmar ó negar la culpa; y con ello queda fuera de 
duda que, al atribuir la Ley al Jnrado la declaración de 
culpabilidad, consagra una mera fórmula sin valor ni  
significación jurídica que nada prejuzga acerca de las 
cuestiones de derecho planteadas y que han de ser resuel- 
tas por las contestaciones que se hubiesen dado á las res- 
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tantes preguntas del veredicto, salvo el caso de que éste 
contenga una sola pregunta comprensiva del h e c h d p u -  
tado, como alguna vez ocurre, porque entonces la culpa- 
bilidad surge, no precisamente de la que el Jurado afirme, 
sino del hecho mismo, por la regla qqiie contiene el ar- 
tículo l." del citado Código de que todo hecho se reputa 
voluntario y criminalmente imputable mientras no se de- 
muestre lo contrario. Esa interpretación es la que dan 
constantemente el Tribunal Supremo y la casi totalidad 
de los Tribunales inferiores, pues & pesar de que en la pri- 
mera pregunta relativa al hecho principal se afirme que 
el procesado es culpable, si en las otras se contesta afirma- 
tivamente á los requisitos de exención de responsabilidad, 
se estima que el veredicto es de inculpabilidad; de otro 
modo, los artículos de la Ley serían contradictorios y con- 
fusos, no habría criterio aplicable & la necesaria separación 
de atribuciones de los Tribunales de hecho y de derecho, 
y se adoptaría un sistema en flagrante oposición con el es- 
píritu de la propia Ley. 

A esta conclusión se llega por la combinación de los 
diversos preceptos de la repetida Ley, en armonía con la 
índole y naturaleza de la institución del Jurado; mas, el 
empleo de la palabra culpabilidad, su alcance y significa- 
ción cuando de este asunto se trata, ha dado lugar á con- 
troversia entre los comentaristas y lo da á incertidumbres 
y wcilacjones entre los jurados, y alguna vez entre los 
mismos Magistrados. Eso conduce á aquéllos a negar que 
el procesado ejecutara el hecho de que se declara autor y 
de cuya ejecución estnd, además, plenamente convicto, por 
el temor de que la afirmación unida á la palabra culpable 
le lleva á una necesaria responsabilidad legal que en su 
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conciencia estiman no le corresponae por haber obrado en 
condiciones que le eximen de la misma, y ha conducido 
á alguna Sección de derecho á considerar como de culpa- 
bilidad el veredicto porque en Bste se afirma en la pri- 
mera pregunta, no obstante que en'las sucesivas se con- 
testa afirmativamei referentes á los requi- 
sitos de exención. 

Si, pues, la fórr - s culpable» no significa que el 
procesado tenga cul . sentido legal, cosa que no deja 
de implicar un conbLauljuuido, iqué necesidad hay de em- 
plear semejante locución que envuelve un concepto jurí- 
dico y que se presta á interpretaciones que no se confor- 
man ni con el pensamiento del legislador ni con la letra 
de los demás preceptos de la Ley? En los artículos 659,660 
y 750 de la de Enjuiciamiento de 1872 se usaba la misma 
palabra, aunque no con relación á los hechos, sino al de- 
lito y sus circunstancias, con la denominación jurídica que 
por el Código le correspondían; pero, á pesar de este pre- 
cedente respetable, opina el que suscribe que se podría sus- 
tituir dicha palabra por otra desligada de la idea de culpa 
y responsabilidad. 

Al fijar en el art. 4." los delitos de que ha de conocer Delitos de que 
debe conocer rl 

el Jurado, se sigue un método distinto del que se empleá Jurado. 

en la Ley procesal de 1872. El que suscribe no trata de 
discutir ese método ni desconoce que hay razones podero- 
sas que lo  abonan; mas, si para la asignación de causas al 
Jurado se ha de tener en cuenta que los delitos que las 
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motivan sean de los que impresionan fuertemente la opi. 
nión produciendo escándalo ó alarma, que la noción moral 
que por el delito se infringe sea claramente perceptible á 
todas las inteligencias, y que la comprobación no presente 
complicaciones, para desentraiiar las cuales sean precisos 
conocimientos especiales en algún ramo, que son las exi- 
gencias que acompañan á una institución que va 'd juzgar 
por la impresión de momento, sin otro auxilio qae el de la 
luz natural de la razón garantida por la sanción de con- 
ciencias honradas, algunos delitos se incluyen en el art. 4." 
que no debieran figurar en él, y que, ademks, demuestra 
la experiencia que ofrece graves inconvenientes el que de 
ellos conozca el Jurado. A esta clase pertenecen la falsifi- 
cación de documentos, materia que de ordinario se suele 
presentar obscura, que origina pruebas muy complicadas 
y de difícil comprensión, y en que el juicio, para ser acer- 
tado, se ha de formar mediante reglas de crítica racional 
y de derecho que los Jueces de hecho desconocen; y las 
imprudencias que, como observa el Fiscal de la Audiencia 
de esta corte, encierran un problema moral y jurídico es- 
cabroso para los mismos Magistrados é incomprensible para 
los jurados, al menos dada la manera en que hay que re- 
dactar la pregunta ó preguntas, según la fórmula del ar- 
tículo 76, pues la distinción entre intención y malicia, 
descuido ó negligencia graves ó simple descuido ó negli- 
gencia, es demasiado sutil para los que no tienen el hábito 
de tratar esas materias, y se corre el riesgo de que el Jurado 
se deje guiar por cualquiera de sus individuos que apa- 
rente más erudición 6 que conteste al azar lo que mejor le 
suene al oido. Si no se optase por modificar la competen- 
cia en esta parte, debería cuando menos redactarse la pre- 
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gunta de la imprudencia en otra forma; &-decir, limitán- 
dola á si en el hecho medió malicia, que es el elemento 
esencial que en el Código distingue á la imprudencia del t 

delito voluntario; y, una vez afirmado 6 negado ese ele- 
mento, reservar á la Sección de derecho la aplicación de la 
denominación jurídica con sus legales consecuencias. En  
nada con esto se aminoraban las facultades del Jurado. Se- 
guía conociendo de la imprudencia como hasta aquí; só1o 
que en lugar de hacerle declarar sutilezas que no entien- 
de, se sometía á su deliberación aquello de que por la con- 
dición de su Instituto debe conocer. 

No porque el art. 7." de la Ley del Jurado requiera re- Delitosoonoros 
recnrso contra 

forma, sino porque su texto se presta á dudas, que el Tri- !:$;:m1;: 
techo hnce de si bunal Supremo ha resuelto en fallos de verdadera impor- unncniisa corres- 
ponde a su cono- 

tancia, me voy á permitir algunas palabras que den á ~c;;g!~"~ 
conocer á V. E. la interpretación que á la Ley se da por el 
primer Tribunal de la Nación, atento siempre á dejar des- 
embarazada de obstácuIos la jurisdicción del Jurado y á 
evitar que con ningún pretexto se limiten sus facultades 
ó se altere su competencia. 

Según dicho artículo, el Tribunal del Jurado será com- 
petente para conocer, no sólo de los delitos consumados á 
que se refiere el art. 4.", sino de los frustrados y tentati- 
vas, proposición y conspiración cuando estén penadas, 
complicidad y encubrimiento; y también conocerá, con la 
misma extensión, de los delitos conexos con los anteriores, 
á tenor de lo preceptuado en el art. 17 de la Ley de En- 
j uiciamiento criminal. 
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Sucedió en cierta ocasión que en un periódico se pro- 
vocd á que se desacatara á u ridad, y, en efecto, el 
desacato se realizó por otras personas. Había, pues, dos de- 
litos: uno el del art. 582del Código penal, que, como eje- 
cutado por medio de la imprenta, era de la competencia 
del Jurado, con arreglo al núm. 2.", art. 4." de la Ley de 
ese nombre; y otro el desacato, comprendido en el ar- 
tículo 266, cuyo conocimiento correspondía al Tribunal de 
derecho con sujeción B ese mismo art. 4." Se formó una 
causa por cada delito, y como la conexión entre ellos era 
evidente, el Fiscal pidió que se acumulaseri los procesos, 
y así se acordó. Llegado el período de calificación, el Fis- 
cal formuló conclusiones en el sentido que se acaba de in- 
dicar, y designado el Tribunal de derecho como compe- 
tente para conocer de todo, las defensas promovieron recla- 
mación en solicitud de que se declarase corresponder al 
Jurado, como lo acordó la Sala; y preparado é interpuesto 
recurso de casación, el Tribunal Supremo en sentencia 
de 9 de Julio, Gaceta de 26 de Septiembre de 1891, hizo las 
siguientes importantes declaraciones: primera, q~ 
curso de casación que el art. 41 de la Ley concedt 1 

la designación que la Sección de derecho haga acerca de 
si de una causa dada ha cle conocer el Jurado ó el Tribunal 
de mero derecho, no es el de quebrantamiento de forma, 
como á primera vista parece desprenderse de la necesidad 
de formular protesta, requisito propio de las infracciones 
de trámite que por los Tribunales Fe puedan cometer, sino 
el de infracción de Ley, lo cual lleva consigo la obligación, 
para que sea admisible, de prepararlo é interponerlo desde 
luego, sin esperar á que se pronuncie sentencia definitiva, 
como algunos con error han entencliclo, doctrina confir- 

ie el re. 
3 contra 
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mada en otras sentencias posteriores; segunda, que contra 
esa designación, cuando se crea procedente, pueden recu- 
rrir lo mismo el Ministerio fiscal que las otras partes, á 

pesar de que el art. 41 sólo habla de los defensores; y ter- 
cera, que, atribuído en la Ley al Jurado el conocimiento 
de un delito, el mismo Jurado debe conocer de los conexos, 
sin más excepciones que las contenidas en el art. 5.", qiie 
son las causas encomendadas por la Ley orgánica al Tri- 
bunal Supremo, y en el núm. 2." del art. 4.", ó sea los de- 
litos de lesa majestad é injuria y calumnia contra parti- 
culares, aun cuando se cometan por medio de la im- 
prenta. 

Quedaba, sin embargo, por resolver lo relat>ivo á la 
conexión cuando ésta resulta entre un delito atribuído 
expresamente al Jurado, y otro que expresamente tam- 
bién está exceptuado de su competencia, y ese caso se 
presentó no ha mucho á la decisión del Supremo Tribunal. 
En una hoja clandestina se vertían injurias contra un 
particular. Había, pues, dos delitos unidos por el lazo de 
la conexión: uno el de clandestinidad, comprendido en 
el art. 203 del Código penal, en relaci6n con el 18 de la 
Ley de 26 de Julio de 1883 sobre policía de imprenta, y 
otro el de injurias á particular, de que tratan los artícu- 
los 471 y siguientes del mismo Código. Calificados de esta 
manera, la Audiencia de la Coruña, que era la que enten- 
día en el asunto, declaró que correspondía conocer de 
ambos al Jurado; mas el querellante interpuso recurso de 
casación, que apoyó in voce el Ministerio fiscal, alegando 
aquél que, si bien el núm. 2." del art. 4." sometía al 
Jurado los delitos cometidos por medio de la imprenta, 
exceptuaba terminantemente los de injuria y calumnia á 
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particulares, cuyo carácter tenía uno de los hechos perse- 
guidos, y, por lo tanto, á título ninguno podían coriocer 
los Jueces de hecho de lo que el legislador prohibe que 
conozcan. De ello deducía que, supuesta la indeclinable 
conexión que existía en delitos que arrancaban de un 
mismo hecho, y que no cabía separar sin dividir la con- 
tinencia y sin exponerse al peligro cierto de que la reso- 
lución que en uno recayese influyera radicalmente en el 
otro, y supuesta la facultad que los Tribunales de mero 
derecho tienen por los artículos 16 y 9." de la Ley proce- 
sal de conocer de los delitos conexos y de todas las inci- 
dencias del negocio principal, debía declararse que al Tri- 
bunal de derecho, y no al Jurado, correspondía conocer de 
los dos delitos; mas el Tribunal Supremo no aceptó en 
absoluto ni @ criterio de la Audiencia ni  el del recurrente, 
y en sentencia de 14 de Julio último, que aún no ha pu- 
blicado la Gaceta, declaró que, despues de examinas el ar- 
tículo 4. O de la Ley de 20 de Abril de 1888, resulta que de 
las causas propias de la competencia del Tribunal del Jura- 
do, y entre ellas las producidas por delito cometido por me- 
dio de la imprenta, se exceptúa, además de otras, las de in- 
juria y calumnia contra particulares; y si bien el 7." de la 
misma Ley somete á dicho Tribunal los delitos conexos 
con los señalados en primer término, la armonía necesaria 
de estos preceptos no permite atribuir al último carácter 
derogatorio de la excepción expresa, así como lo absoluto 
de ésta y la índole esencialmente diversa de los procedi- 
mientos criminales, según los determinan delitos públi- 
cos ó delitos privados, tampoco consienten sin agravios de 
derechos de la acción penal respectiva y de la correspon- 
diente en cada caso á los Tribunales, que en un solo delito, 



y consignientemente en una sentencia, se unan, y acaso 
confundan, acciones y penas comprensivas de delitos de 
ambas categorías, porque los artículos 17 y 300 de la Ley 
de Enjuiciamiento criminal ,y el 7." de la del Jurado se 
establecieron sobre el supuesto del caricter público ó pri- 
vado de los delitos y de las acciones en cuya virtud se per- 
siguen, y no para juntar en uno solo los cle naturaleza 
diversa, por donde aparecía qne la Audiencia, al declarar 
la competencia del Tribunal del Jurarlo para conocer de 
injuria á particulares, había desconocido esta fundamental 
diferencia, y su resolnción, que podría ocasionar la aplica- 
ción del art. 90 del Código penal, clificultando ó haciendo 
imposible el ejercicio de facultades deferidas al Tribunal 
por el art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento, y las de 
abandono de acción, cadncidad de la instancia y remisión 
de pena, infringia lo dispuesto en el niím. 2." del art. 4." 
de la Ley de 20 de Abril de 1888, por lo que se casa el 
auto recurrido, y en la sentencia que á continuación se 
dicta se declara que el Tribunal de derecho conocer& de la 
acción por injuria deducida por el querellante, y el Juraclo 
del clelito de clandestinidad que calificó el Ministerio 
fiscal. 

Los razonamientos qne preceden son de gran filerza; 
pero el último, el relativo á la situación anómala que se 
crearía de admitir la doctrina contraria por la obligada 
aplicación del art. 90 del Código, que fundiría para los 
efectos cle la pena los dos delitos en uno, haciendo impo- 
sible la aplicación de las disposiciones especiales que rigen 
en materia de injuria g calumnia, es de tal moclo con- 
vincente que él solo bastaría para justificar el acierto 57 
t'ino con que en ésta, como en las demás ocasiones, procede 

P 
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el Tribunal Supremo. No es para esto para lo que el que 
suscribe ha querido llamar la atención de V. E. acerca del 
caso transcrito, pues no puede sorprender á V. E. la ilus- 
tración que nuestro primer Tribunal pone en sus fallos, 
sino más bien para marcar una tendencia altamente bene- 
ficiosa y conforme con el espíritu de la Ley del Jurado. 
Relacionando la doctrina expuesta en las dos sentencias 
que inmediatamente antes se citan, aparece que al Jurado, 
cualesquiera que sean las mil combinaciones á que los he- 
chos en la realidad de la vida se prestan, no se le puede 
despojar del conocimiento cle aquellos delitos de que por 
mandato del art. 4." de su Ley le corresponde conocer. Si 
con el delito que á su jurisdicción se atribuye concurre 
otro conexo de la competencia ordinaria del Tribunal de 
derecho, pero que no se halla expresamente exceptuado de 
la de aquél, caso de que entre ellos haya conexión, de ambos 
conocerá el Jurado. Si la conexión es entre dos delitos, uno 
atribuído al Jurado y otro eliminado de modo expreso de 
su conocimiento por virtud de la excepción contenida en 
su última parte en el núm. 3." del art. 4.", el Jurado co- 
nocerá de uno y el Tribunal de derecho de otro. Las dos 
sentencias, pues, establecen reglas de conducta para los 
Tribunales inferiores tan útiles como importantes. 

Ha dicho el infrascrito al principio que el art. 7." de la 
Ley no requiere reforma, y así en efecto lo entiende, no por- 
que no conviniera en él alguna más expresión, sino porque 
el Tribunal Supremo ha fijado su interpretación de manera 
que aleja toda duda que se pudiera suscitar; pero ha nom- 
brado por incidencia el art. 41, y ,  aun cuando la jurispru- 
dencia ha establecido también su recto sentido, llegada la 
oportunidacl de la reforma, sería razonable que se modi- 
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icase haciendo expresión de que la reclamación contra el 
luto en que la Audiencia declara si una causa es de su ex- 
:lusiva competencia ó de la del Jurado sea reclamable en 
casación lo mismo por los defensores de los procesados que 
por las partes acusadoras, y ,  además, que se supriman las 
palabras <<y mediante protesta formulada al efecto den- 
tro de tercero día;» porque la protesta no es necesaria ni 
la exige la Ley más que para el recurso de casación cuando 
se quebrantan las formas de enjuiciar, y aquí se trata de 
-m recurso que por la materia sobre que versa y por la im- 
~osibilidad de aplazar la resolución para después de sen- 
;encia definitiva, es y no puede menos de ser el de infrac- 
:ión de ley. 

.tJa.ra 
urados 
m. x 

" . evitar el lamentable espectaculo que dan algunos Condiciones de 
los jurados. 

j y á que más arriba se hace alusión, proponen los 
Plscales de las Audiencias que se exijan á aquéllos algunas 
I 3 condiciones ; y no se refieren á las de moralidad, 
estauo, edad y carencia de causas de incapacidad, incom- 
~atibilidad ó imposibilidad, sino tan sólo á las de instruc- 
:iÓn y cultura intelectual. La función del jurado no exige 
ciencia ni conocimientos especiales en determinado ramo; 
pero requiere que el que la ha de desempeñar tenga con; 
yiencia de su misión y aptitud para comprender lo que se 
?a á someter á su deliberación 6 inapelable fallo. Por eso 
a Ley, sin reclamar en ese orden otra instrucción que la 

elemental, y aun esa reducida á la lectura y escritura, re- 
comienda en su art. 31 con insistencia que para las listas 
definitivas que se forman en la capital del Juzgado, se pre- 
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fiera á los que se consideren más aptos é idóneos. Es decir, 
que, segiin el pensamiento del legislaclor, la completa ig- 
norancia constituye una especie de irregularidad qiie hace 
inhábil al ciudadano para el e,jercicio de la Magistratura 
popular. 

No se puede exigir más de lo que la Ley exige en ese 
orden: saber leer y escribir. Pero la formacion de las pri- 
meras listas, y aun de las segundas, se lleva á cabo con 
tal descuido y con una falta de interés tan grande, que con 
dolorosa frecuencia se ve formando parte de los Jurados á 
individ~los, no ya que leen g escriben muy mal, sino que 
no escriben ni leen cle ninguna manera. Y esto no es de 
ahora, sino que se viene observanclo desde la época en que 
la institución em1:ezó k funcionar, y como los Fiscales de 
las Audiencias no dejan de llamar la atención sobre el par- 
ticular, esta Fiscalía en las anteriores Exposiciones creyó, 
como ahora, de su deber, hacerse eco cle tales quejas, que 
cada Tez van siendo más generales. 

Refiere el Fiscal de Valencia que en cierto juicio el 
Presidente redactó las preguntas á que habían de contes- 
tar los jurados, y se las entregó á éstos, los cuales se reti- 
raron para cumplir su cometido. Contestadas aquellas pre- 
guntas, volvieron á la Sala donde el juicio se celebraba, y 
el Presidente de la Sección de derecho invitó al que lo 
había sido del Jurado para la cleliberación á qne leyera el 
veredicto, según orclena el art. 90 de la Ley; pero éste ma- 
nifestó que no le era posible, porque apenas sabía deletrear. 
Realmente esa manifestación creaba un conflicto que el 
Presiclente de la Sección de derecho creyó resolver di- 
ciendo que los jurados nombrasen otro Presidente para el 
efecto de la lectura; mas todos se resistieron á aceptar ese 



101 

encargo por idénticas razones, hasta que por fin uno de los 
jurados, viendo que : por el camino que iba, no 
tenia solución, se brincio a leer siempre que se le diera pa- 
labra de que no se habían de reir (le la forma en que le- 
yera. TT. E., mejor que nadie, conoce cuanto atacan al 
prestigio y respetabilidad del Jurarlo semejantes e- >cenas. 
Y el que tiene la honra de informar no sacaría á plaza este 
caso si fuera solo; pero otros Fiscales, eritre ellos el de Sa- 
lamanca, insisten en que los .Jueces de hecho suelen resis- 
tirse á veces 6 leer los veredictos, porque leen con mucha 
dificultad, y temen ser blanco de la hilaridad de los con- 
currentes á los juicios. En la jurispruclencia se registran 
casos de haberse dado lugar al recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, mandando se procediera á ce- 
lebrar de nuero el juicio por aparecer que uno de los ju- 
rados no sabia firmar y estimar el Tribunal Supremo que 
la intervención de ese jurado era nula y no había con- 
currido en su virtud el número que la Ley señala; y re- 
cientemente se ha interpuesto un recurso de casación, 
también por quebrantamiento de forma, por motivo seme- 
jante, cuyo recurso se halla hoy pendiente de sustancia- 
ción. En la Audiencia de CBceres se celebró un juicio por 
jurados, en causa por falsificación de documento público, 
contra dos procesados. Llegado el momento oportuno, el 
Presidente de la Sección de derecho formuló las preguntas, 
y el .Jiiraclo se retiró á deliberar, volviendo a poco con el 
veredicto, que leyó el que había ejercido de Presidente de 
los Jueces de hecho. La Sección de derecho A su vez se re- 
tiró á dictar sentencia, después (le haber informado las par- 
tes sobre la pena, pues el veredicto fiié de culpabilidacl, y 
entonces notó la Sala que en el acta del veredicto había 
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once firmas y una cruz. Volvió en seguida al local del jui- 
cio, 6 interrogados los jurados se averiguó que uno no sabía 
firmar. La Sala declaró nulo el veredicto, hizo que entrara 
á formar Jurado uno de los suplentes, y así constitnído, se 
contestaron de nueyo las preguntas; mas las defensas pro- 
testaron, alegando que lo que procedía era ieclarar nulo 
todo el juicio, porque si el defecto de no saber escribir in- 
capacita para ser jurado y hace nula la intervención de 
aquel en quien dicho defecto concurre, resulta que no se 
cumplieron los preceptos de la Ley, que exige doce jnra- 
dos y dos suplentes, puesto que no hubo más que once de 
los primeros. Ida Sala negó la pretensión, y al Tribunal 
Supremo le corresponde ahora decidir si la Sección de de- 
recho resolvió bien ó mal el conflicto que la proporcionó ia 
circnnstancia expresada. 

Estos casos se repiten con demasiada frecuencia, y ellos 
demuestran la censurable apatía con que se mira la con- 
fección de las primeras listas, á la par que inducen la 
creencia de que si es frecuente la intervención en el Jurado 
de individuos que no saben leer ni escribir, más lo será de 
los que leen y escriben imperfectamente, sin que de la ig- 
norancia de éstos se pueda esperar nada bueno para el in- 
ter& de la justicia y de la sociedad. En la categoría de los 
que saben leer y escribir se incluyen de ordinario á los que 
conocen las letras y á duras penas las jnntan, y esos 
otros cuya habilidad caligráfica se reduce á pintar su firma; 
y eso no es lo que la Ley busca, ni  tales individuos están 
en disposición de discernir de una manera cabal lo que en 
el juicio pasa, por lo que opina el infrascrito, como los 
Fiscales que tratan la cuestión, que sería conveniente que 
en la Ley se exigiera algo más ó que se expresara la idea 
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de modo que se considerase desde luego eliminados de la 
función dejurado á los que por su imperfecto conocimiento 
en lectura y escritura pueden y deben figurar entre los 
que no saben leer y escribir. A eso tiende la circular del 
Sr. Martínez del Campo de 31 de Mayo de 1893, inserta 
en la Memoria correspondiente y aprobada y á su vez cir- 
culada á los Presidentes de las Audiencias por la Sala de 
gobierno del Tribunal Supremo; pero debo hacer constar 
con sentimiento que el mal continúa con las mismas pro- 
porciones, supuesto que los funcionarios á quienes las ins- 
trucciones se dirigen no tienen medios positivos y eficaces 
de secundar con éxito el pensamiento y el laudable pro- 
pósito que las inspir 

Ya he hablado, en las consiaeraciones generales acerca Pormaeibn de 
las lislas de ju- 

del Jurado, de la transcendencia que tiene la formación de 
las listas, sobre todo de las primeras, y del descuido que 
reina en lo referente á este particular. Si en las primeras 
listas no se pone la debida diligencia; si ademhs de la falta 
de interés en su confección se da entrada á móviles repro- 
bable~ y se tienen complacencias que dan por resultado 
que en ellas no figuren los más independientes y aptos, 
todas las sucesivas operaciones que se practiquen no po- 
drán destruir los perniciosos efectos que aquellas irregula- 
ridades producen. Uno de los puntos, pues, que más ur- 
gente reforma demandan es el de que se trata. En la Me- 
moria de 1892, página 49, se indicaba, como una base de 
reforma, la supresión de la Junta que preside el Juez mu- 
nicipal y la creación de una sola que desempeñe su come- 
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ticlo con la obligación de tener á la vista los trabajos de la 
general del Censo. Esa innovación no la encontraba des- 
atendible el Sr. Conde y Luqiie, autor de la expresada Me- 
moria, y en ella insisten varios Fiscales de las Aucliencias 
por considerarla más ventajosa que el sistema, por otra 
parte complicadísimo, que en la actualidad se emplea. 

Facnltadqne Una alteración contie~le la Ley vigente con respecto 
dchicin tener el 
,e,o;;e,B;;,$,n; á la de 1873, á la que no encuentra el que suscribe expli- 
juicio por jirrn- 
CIOS. ac confor- cación satisfactoria. Según el art. 719 de la segunda, al 
tilarse ron ln pena 
corroecienal < ~ \ o  
?e IC pide. empezar el juicio por jurados se preguntaba al procesado 

si se confesaba reo del delito que se le imputaba en la ca- 
lificación, y responsable civilmente á la restitución de la 
cosa, ó por la cantidad en aquella fijada por razón de 
daños g perjuicios, y si la contestación era afirmativa, se 
procedía sin más trc\inites á dictar sentencia. En los ar- 
tículos 35 y 36 de la de 20 de Abril de 1888 se concede á 
los procesados y defensas la facultad, al evactiar el tras- 
lado de calificación, de conformarse con la pena correccio- 
nal que se les pide, y de manifestar si optan ó no por la 
continuación del juicio, con arreglo á lo establecido para 
las causas de la competencia del Tribunal cle derecho; 
pero, una vez constitnído el Tribunal del .Jurado para la 
celebración del j~iicio, ya no se reconooe tal faciiltacl, como 
la reconocía la Ley del 71, y como la sanciona el ar- 
ticulo 688 de la de Enjuiciamiento que hoy rige, con res- 
pecto 6 las causas que se ven sólo ante las Audiencias, y 
en las que los acusadores solicitan pena correccional. Tal 
diferencia no la justifica ninguna razón ni  responde á 
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ninguna regla procesal atendible n i  á ningiin principio 
jurídico; al contrario, parece que se debiera procurar, si el 
procesado se aviene con la responsabilidad penal que se le 
exige, que no se pierda el tiempo con el aparato de un 
juicio en delitos cle poca gravedad que llevan consigo pe- 
nas de escasa importancia, y á las que, reconociendo y 
confesando su culpa, presta su libre conformidad el incul- 
pado. Sería, pues, oportuno restablecer el derecho recono- 
cido por la Ley del 72, colocanclo en igualdad cle condicio- 
nes en ese punto á los procesacIos por delitos de que conoce 
el Jurado y á los que están sometidos á la jurisdicción de 
los Tribunales de mero derecho, disponiéndose, al efecto, 
que cuando la pena que las acusaciones pidan sea correc- 
cional, al comenzar las sesiones del juicio por jurados se 
pregunte á los procesados si se declaran responsables, se 
conforman con aquélla y si optan por la no continuación 
del juicio, procediéndose, si la contestación fuere afirma- 
tiva, á dictar sentencia, aun cuando no se conformaren 
con la responsabiliclacl civil que por restitución, repara- 
ción C amnización de perjuicios, se les atri- 

buya, lestión de que en ningiin caso le co- 
rrespoiide conocer al Jurado. 

.L 

le1 dañc 
pues e: 

1, ó indi 
<a es cu 

TambiBn opina el que suscribe que cabría hacer al- ,ry;ie;,";,;;~ 
guna reforma en el art. 7¿ de la Ley, en relación con L~",~o"urnen 
el 76. En el párrafo final del primero se dice que si en 
algún delito ó circunstancia del mismo se contuviese al- 
gún concepto exclusivamente jurídico que pueda apre- 
ciarse independientemente de los elementos materiales ó 
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morales constitiitivos del delito ó de sus circunstancias, 
no se formulará sobre él pregnnta alguna, reservándose 
su apreciación a la Sección de derecho. Esta disposición es 
consecuencia natural y lógica de la limitación que á las 
facultades del Jurado se reconoce en la Ley, en armonía 
con los principios á que obedece la institución. El Jurado 
conoce solamente de los hechos y de sus elementos mora- 
les; todo lo que no pertenezca á uno de esos dos órdenes 
cae fuera de su competencia. Pero en la categoría de he- 
chos, los hay que no son susceptibles de discusión, porque 
constan en forma solemne é indubitada. Conceder libertad 
al. Jurado para que sobre ellos declare, es extender sus fa- 
cultades hasta un límite inconciliable con la razón y el 
buen sentido, porque su poder no debe alcanzar á negar lo 
que está afimado por la autoridad pública y lo que tiene 
en todo la condición de inríiscutible y ejecutorio. A esa 
'clase pertenecen las condenas anteriores y la edad de los 
procesados, que, según precepto terminante de la Ley, se 
han de hacer constar documentalmente en el proceso du- 
rante la instrucción sumarial. iPodrá destruir la afirma- 
ción ó negación del Jurado lo que de documentos resulte? 
Y siendo así, iqllé objeto puede tener la pregunta acerca 
de tales extremos, que no sea poner en tela de juicio lo 
que está definitivamente juzgado, colocando al Jurado en 
ocasión de negar ó afirmar lo evidente, ya que ni por lo 
uno n i  por lo otro contrae responsabilidad de ninguna 
clase? 

En los primeros tiempos de la Ley, como parecía muy 
duro que se sometiera á la decisión del Jurado lo que por 
hallarse consignado en documento público y solemne se 
consideraba como verdad legal iridiscutible , algunas Sec- 
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ciones de derecho omitían formular pregunta acerca de las 
circunstancias por tal modo acreditadas, porque daban á 
esto el valor de un elemento jurídico que, según el artículo 
antes citado, se reserva á la  Sección de derecho. La inter- 
pretación, que se encaminaba á suplir una deficiencia y á 
precaver el mal efecto, y aun el escándalo que produciría 
el que el Jurado, separándose de lo que los documentos de- 
cían, afirmase caprichosamente otra cosa, no era aceptable 
ni defendible. Las anteriores condenas y la edad, si b?jo 
cierto aspecto son elementos jurídicos porque influyen en 
la pena, no lo son exclusivamente, como exige el art. 72, 
puesto que tienen también el carácter de hechos. De aquí 
que el Tribunal Supremo, singularmente en lo relativo á 
la reincidencia, haya desaprobado aquella interpretación, 
declarando en numerosos fallos que es indispensable que 

ado se le pregunte sobre ella, y que no es válida la 
apreciación de las circunstancias que de las anteriores sen- 
tencias se deriven si los hechos que las producen, aunque 
consten de documentos, n@ se ponen á la deliberación del 

). 

esta dc se ajustan hoy todos los veredictos; 
pero, sería indudablemente mejor que la Ley se reformase, 
porque ni  el i le1 Jurado como institución, ni  el de 
la justicia, gá11d11 i~ada con que se sostenga una facultad 
que implica un absurdo y una perturbación en la esfera 
legal. De la hoja del Registro central de penados y de tes- 
timonios expedidos por oficiales de la fe pública aparece, 
por ejemplo, que N. N., á quien hoy se acusa de robo, fué 
condenado en otra causa anterior por igual delito; y se ha 
de preguntar al Jurado: «N. N,, ifué condenado antes por 
el delito de robo?» Y el Jurado, que no sabe más acerca de 
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eso que lo que la hoja clel Registro y los testi~nonios con- 
tienen, puede sin embargo afirmar que si ó que no. La 
afirmación no da más valor á los clocunientos ni más ver- 
dad & los hechos; pero la posible negativa colmaria la me- 
dida del escánclalo y mataría todos los prestigios cle la ins- 
titución al ver sustituída la verdad con la mentira y bur- 
lada y escarnecida la autoridacl de documentos que nadie, 
antes ni después del veredicto, puede poner en cluda. 

No negará 81 qne expone que sobre las circunstancias 
personales acrerlitadas por documentos cabe cine se origi- 
nen dudas y controversias. Tal ocurriría si alguna de las 
partes sostuviera error en el documento ó falta cle la nece- 
saria relación entre éste y la persona del procesado; pero, 
cuando la duda no .existe, cuando todos están conformes 
en la autenticidad clel clocumento y en la perfecta relación 
qiie tiene con el enjuiciado, preguntar al Jurado lo mismo 
que el documento advera, es, si la contestación concuerda 
con el documento, una reclundancia , y si no concuerda, 
una ofensa al derecho y á la conciencia de las gentes hon- 
radas. Por eso creo que clebo someter al más ilustrado cri- 
terio de V. E. la necesidad, ó cuanclo menos la convenien- 
cia, de adicionar un párrafo al art. 72, en el qiie se pres- 
criba que cuando las circunstancias del procesado, relativas 
á la edad, estado y condenas anteriores, consten de docu- 
mentos fehacientes y no hayan sido objeto dc contradic- 
ción en el juicio, no se formule sobre ellas pregunta al Ju- 
rado y se reserTre su estimación ü la Sección cle derecho, 
debiendo para ello hacer constar dichas circunstancias á 
continuación del veredicto por medio cle Resultandos que 
contengan la declaración de probado. 

* * X 
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Con la desconfianza de acierto que me inspiran mis Recnrao dero- 
forma del vnre- 

propios juicios, t-oy á permitirme algunas indicaciones so- 
bre una materia que no ha sido tratada en anteriores Me- 

, por más que 6 áctica se presente pocas 
sidero de inlpoi bastante para molestar 

la atención de V. E. Contra los veredictos de los Jurados 
concede la Ley los recursos de reforma y de revista. La 
reforma, que es en lo que ahora me voy á ocupar, procede 
cuando en el ~eredicto se deja de contestar categórica- 
mente alguna pregunta, cuando haya contradicción en las 
contestaciones ó no exista entre ellas la necesaria con- 
gruencia, cuando el veredicto contenga alguna declaración 
ó resolución que exceda los límites de la contestación ca- 
tegórica á las preguntas formuladas y sometidas al Jurado 
y cuando en la deliberación ción se hubiese infrin- 
gido l o  dispuesto en los artí esde el SO al 87 inclu- 
sive. Hecha la publicación UGL vaedicto, si adolece de al- 
guno de los rlefectos que se acaban de mencionar, los Jue- 
ces de derecho podrán decretar de oficio, y los acusadores 
y defensores pedir, que se d i. el veredicto al Jurado 
para que, deliberando de ni  reforme y corrija el de- 
fecto notado; si de la segunda deliberación resulta el de- 
fecto subsistente, se puede en la misma forma acordar una 
tercera; y en caso de qiie el resultado de ésta sea igual, se 
liará constar el voto de cada jurado en un acta especial, y 
si la Sección de derecho estima que no hay 1-eredicto, lo 
declara así y remitirá la cansa á nuevo Jurado. Esto dis- 
pone el art. 110, S cuyo final se añade: «El acta especial 
se remitirá al .riiez del partido competente para que pro- 
ceda contra los jurados responsables, con arreglo al párrafo 
segando del art. 353 del Código penal. » 
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Este artículo está copiado literalmente del 781 de la 
Ley de 1872, sin más diferencia que la de sustituir la frase 
«Juez de instrucción», que ésta empleaba, por la de «Juez 
del partido competente)), que emplea la actual; y ,  sin em- 
bargo de este respetable abolengo, tal disposición encierra 
gravedad y puede en ocasiones dal. lugar á injusticias que 
socavan la independencia de los jurados. Declarar á Bstos 
siempre convictos cle delincuencia porque á la tercera de- 
liberación no subsanen el defecto imaginario ó real que se 
haya visto en el veredicto, es bastante aventurado y peli- 
groso, tanto más cuanto que lo de mandar el acta especial 
al  Juzgado para que proceda contra los jurados responsa- 
bles, no es una potestad que se otorga al Tribunal, sino 
una obligación que se le impone. Cuando un  jurado se 
niega por tres veces á contestar á una pregunta, sin hacer 
uso de la facultad de pedir aclaración que le concede el ar- 
tículo 82, si la encuentra dudosa, hay una presunción de 
delincuencia, porque falta abiertamente á lo esencial de su 
cargo y al precepto terminante del legislador. Cuando se 
excede en la contestación y no se encierra en los límites 
del sí ó el no, única cosa que le es lícito contestar, falta 
también á su deber por infracción manifiesta de la Ley; y 
falta igualmente cuanto omite el cumplimiento de las 
prescripciones contenidas en los artículos del 80 al 87, es- 
tablecidos como garantía del buen orden en la deliberación 
y como prenda de seguridad de que el veredicto es la ex- 
preeión de la voluntad consciente de los llamados á dic- 
tarlo. En estos tres casos, si invitados hasta por tercera 
vez los jurados á la observancia de las disposiciones de la 
Ley no atienden la invitación, existe una resistencia que 
no puede menos de. estimarse generadora de responsabili- 
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dad, porque con insistencia se desconoce y desobedece lo 
que por' determinación expresa de la Ley es obligatorio 
ejecutar; pero cuando el defecto consiste en que, contes- 
tando los jurados si 6 no á las preguntas que se le dirigen, 
aparece, á juicio de la Sección de derecho, contradicción 6 
incongruencia entre las contestaciones, aunque en ellas 
persistan hasta por tercera vez, hay méritos ciertamente 
para tomar una determinación g: declarar, como la Ley 
ordena, que no existe veredicto y someterlo á un nuevo 
Jurado que, con más pericia, más acierto ó más fortuna, 
deshaga la incongruencia 6 la contradicción. Llegar más 
adelante, sin embargo, sentar un prejuicio acerca de la 
responsabilidad criminal de los jurados que no subordinan 
su conciencia á la de 10s Magistrados y que, en frente de 
la opinión de éstos, sostienen otra que no hay datos para 
afirmar que sea mala, es atentar á la independencia del 
voto libérrimo de los Jueces de hecho y á los principios que 
informan la institución y la Ley del Jurado. 

No hace mucho tiempo tuvo noticia esta Fiscalía de un 
caso que pone al de to la inconveniencia en esta 
parte del precepto le,,. ,-i una Audiencia se veía una 

por falsificación de documento privado. La Sección 
echo formuló dos solas preguntas.al Jurado, y éste 

~juubtibtó á una que sí y á otra que no. La expresada Sec- 
ción entendió que las contestaciones eran contradictorias, 
y devolvió el veredicto para que se reformaran. La contra- 
dicción, en realidad, era más aparente que real, pues aten- 
didos los términos y el espíritu de una y otra pregunta, se 
comprendía bien lo que los jurados querían decir, y en lo 
que decían no había en rigor nada que fuera inconciliable. 
La segunda deliberación dió el mismo resultado que la pri- 

causa . 
de den 
..,.-4,.,.. 

scubierl 
aal RT 
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mera, y la tercera igual á las anteriores, haciendo constar 
los Jueces de hecho en el acta especial que ordena redactar 
el art. 110, que, en su concepto, no había contradicción; 
que no podían alterar las contestaciones sin aceptar una 
conclusión opuesta a su conciencia, y que, por consi- 
guiente, insistían, por unanimidad, en mantener sus an- 
teriores contestaciones; es decir, que los individuos que 
componían el Jurado, entre los que había personas ilustra- 
das y de posición independiente, antes'de hacer traición á 
sus convicciones, suscribieron á las consecuencias de la 
responsabilidad criminal que les fué previamente adver- 
tida. La Sección de derecho, por su propia iniciativa, y sin 
reclamación ni audiencia de ninguna de las partes que in- 
tervenían en el juicio, lo cual, aun cnando le este permi- 
tido con arreglo h la Ley, parece poco conforme con el sis- 
tema acusatorio, declaró nulo el vereclicto, mandó remitir 
el acta especial al Juez respectivo, como prescribe el aln- 
dido art. 110, y se procedió á la formación de causa contra 
los jilraclos como culpables clel delito de mantener la inde- 
pendencia de su voto y la libertad de su conciencia; y la 
contraclicción no debia estar muy clara ni la culpa muy 
manifiesta, cuando el Fiscal en ese proceso pidió, y otra 
SecciSn de la misma Audiencia decretó, el sobreseimiento 
libre, porque el hecho atribuído á los jurados no constituía 
delito. 

Y, á la verdad, iqué regla de criterio, justa y equita- 
tiva, se ha de aplicar al conflicto que nace cle que la Sec- 
ción de derecho crea que en las contestaciones hay contra- 
dicción ó incongruencia y los jurados entienclan que no la 
hay y se resistan á introclucir variaciones que, según su 
opinión, que debe suponerse leal y honrada, tergiversa el 
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sentido que ellos dan á las pruebas? La Ley no fija nin- 
gana; y como quiera que si los jurados están expuestos á 
error, ni  de él están exentos los Magistrados, ni  el simple 
error, cuando arranca de una intención recta, puede dar 
lugar á responsabilidades criminales, la Ley que por tal mo- 
tivo la establece se separa de los buenos principios. Sor- 
prende, Excmo. Sr., que la misma Ley admita que los jura- 
dos pueden establecer en sus contestaciones una injusticia 
manifiesta, lo cual significa que han sido infieles al jura- 
mento que prestaron, como sucede en el caso del art. 112, 
sin contraer por ello responsabilidad alguna, pues todo se 
reduce á que, una vez declarada la manifiesta injusticia, se 
remita la causa á conocimiento de otro Jurado, y que en 
cambio lleve su severidad contra los jurarlos hasta el extremo 
de declararles a priori culpables de delito, si, fuertes en su 
opinión, se niegan á salvar la contraclicción que en Ias con- 
testaciones crean advertir los Magistrados, aunque no haya 
nada que asegure de que esa creencia no es errónea. Bien se 
me alcanza lo que se puede oponer á esta reflexión: que la 
responsabilidad no es porque hagan dicho no donde se,g.ín 
los Magistrados debían decir si, ó viceversa, sino por la des- 
obediencia que implica el que por tres veces se resistan á 
salvar la contradicción ó la incongruencia notada por aqué- 
UOS; pero, idónde está la desobediencia?  NO tienen entera 
libertad para apreciar las pruebas como quieran y para con- 
testar afirmativa 6 negativamente $ lo que les parezca? 
Esa libertad, ipuede traducirse jamás por una desobediencia 
para nadie, siquiera procedan con error y equivocación? 

Ilando otra dirección al razonamieiito , se confirma la 
inconveniencia del texto legal que examino. El veredicto 

que antes me refiero constaba de dos preguntas. Este nú- 
S 
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mero consiente discernir mejor los hechos y sus contesta- 
ciones; y ,  sin embargo, la contradicción que la Audiencia 
vió resultaba tan d~idosa que motivó más tarde el sobre- 
seimiento libre. iQue no ocurrirá cuando las preguntas 
son muchas, acaso no muy bien formuladas, y los hechos 
complicados? LES racional ni  equitativo que si el Jurado 
se equivoca, y por no persuadirse cle la equivocación insiste 
en ella, se le declare reo presunto de abandono malicioso 
de sus funciones? El Jurado, mientras no se salga del si y 
el no, puede afirmar ó negar lo que quiera; y como del 
acierto 6 desacierto con que al contestar de ese modo pro- 
ceda no tiene más Juez que su conciencia, si su concien- 
cia le conclujo á contestar de determinado modo, será pro- 
cedente invitarle á que reflexione y reforme lo que se con- 
siclere reformable, pero nunca violentarle, por medio de la 
grave amenaza de un proceso, á que consigne cosa con- 
traria á su convicción, por errónea y equivocada que otros 
la crean, porque el .Jurado cuando falla sobre los hechos 
con sujeción á la fórmula legal, está líbre cle toda traba 
y tiene derecho, si es lícita la frase, hasta al error y á la  
equivocación. En mi humilde sentir, pues, entiendo que 
el último párrafo del art. 110 deberja modificarse en esta 
ó análoga forma: «C:uando el motivo por que se haya acor- 
dado la devolución del vereclicto para su reforma fuere al- 
guno de los comprendidos en los números 1 .", 3." y 4." del 
artículo 107, la Sección cle derecho, oídas las partes que 
intervengan en el juicio, poclrá acordar que el acta espe- 
cial se remita al Juez de instrucción respectivo para que 
proceda contra los jurados responsables con arreglo al pá- 
rrafo segundo del art. 383 clel Código penal.» 

* * *  
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La última observación que me propongo Iiacer sobre neciirsu dc rc- 
\.isla de IR ca.iv 

la Ley de 20 de Abril de 1888 se refiere al recurso de re- 
vista de la causa por nuevo Jurado, y comprende lo mis- 
mo el caso de que trata el tercer párrafo del art. 110, que 
los dos que enumera el 112. Según éste, el Tribunal de 
derecho acordará someter la causa al coriocimiento de 
nuevo Jurado cuanclo por unanimidad declaren los Jue- 
ces que lo constituyen que Este ha incurrido en error 
grave y manifiesto al pronunciar el veredicto: primero, 
cuando siendo manifiesta por el resultaclo del juicio, sin 
que pueda ofrecerse duda racional en contrario, la incul- 
pabilidad del procesado, el Jurado le hubiera declarado 
culpable; y segundo, cuando le declara inculpable siendo 
manifiesta la culpabilidad. Al efecto, dispone el art. 115 
que en los casos en que la causa haya de enviarse á nuevo 
Jurado, se reproducirá el juicio ante éste con los mismos 
trámites y solemnidades que la presente Ley establece. 
No dice el legislador de dónde se ha de sacar ese nuevo 
Jurado, y desde luego se pueden seguir tres sistemas: pri- 
mero, formarlo sacando sus individuos de los designados 
para el mismo cuatrimestre; segundo, verificar a n  nuevo 
sorteo entre los de la lista anual del partido á que la causa 
pertenece; y tercero, dejar la causa para que sea incluída 
en el alarde del cuatrimestre siguiente, y que de ella co- 

' nozcan los jurados sorteados para el mismo. 
No trato cle discutir cuál de esos sistemas es el me- 

jor, entre otras razones, por la decisiva para mí de que 
el Sr. Martínez del Campo, en circular de 17 cle Abril 
de 1593, inserta en la Memoria del mismo año, trazó á los 
individuos del Ministerio fiscal la línea de conclucta que 
habrían de seguir cuando el caso se les presentara; y la 



;rina en 
d que 11 

n i y n n t  

doct aquella circular contenida, además de la auto- 
rida e presta el nombre de su autor, es obligatoria 
pará uuurrbOS ejercemos funciones fiscales. Mi objeto es 
otro: hacer conocer á V. E. el desorden, más aún, la ver- 
dadera anarquía que se observa en los procedimientos para 
la constitución del nuevo jurado; y ese fu6 el motivo á 

que obedeció la citada circular, aun cuando la Fiscalía del 
Tribunal Supremo no podía hacer otra cosa que unificar 
la acción de los Fiscales para que, exponiendo un día y 
otro día la misma doctrina, ejercieran una saludable in- 
fluencia en orden á la unificación de la jurisprudencia de 
los Tribunales, ya que la cuestión no era dable traerla á 
resolución del Supremo, porque contra la decisión que las 
Audiencias adopten relativamente á ese punto no se da 
recurso. 

Los datos que esta Fiscalía recogió se prestan á seria 
meditación. No es ya que se practican los tres sistemas 
que antes se mencionan, sino qne hay desacuerdo en los 
detalles de cada uno de ellos, y de los informes que se pi- 
dieron á los Fiscales, se formó el siguiente resumen, que 
dirá más á V. E. que todas las consideraciones que yo pu- 
diera exponer: 

Audiencias que dejan el juicio de revisián para el si- 
guiente cuatrimestre .......................... 19 

Idem que verifican nuevo sorteo entre los individuos 
de la lista anual.. ............................ 11 

Idem que someten el nuevo juicio B los jurados que 
actdan en el mismo cuatrimestre, excluídos los 12 
6 14 que intervinieron en el juicio anterior. ...... 7 

Idem que siguen prhctica varia, pero excluyendo siem- 
pre á los del mismo cuatrimestre. ............... 3 

Idem también práctica varia, pero sin excluir B los del 
mismo cuatrimestre.. ......................... 3 

Idem en que no se lia presentado el caso de revisión. 6 
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Es de advertir que en Audiencias que tienen más de 
una Sección se da el caso de que cada una adopta distinto 
sistema, lo cual, más que desorden, supone una lamenta- 
ble perturbacion y un estado de cosas que reclama urgente 
remedio. 

Que de todos los sistemas que se pueden seguir, el peor, 
el que más inconvenientes presenta y el que más se desvía 
de la mente del legislador, es el que somete el nuevo juicio 
á los jurados sorteados para el mismo cuatrimestre, bien se 
incluyan ó bien se excluyan los doce y dos suplentes que 
formaron el Tribunal que dictó el veredicto anulado, spa- 
rece manifiesto, porque siendo los del cuatrimestre 42, 
si se eliminan los 12 que contestaron al veredicto nulo, 
ya no son 42, sino 30, limitándose con ello el derecho de 
recusación sin causa que las partes tienen, a más del peli- 
gro de que por enfermedad 6 falta de asistencia de otros 
no concurra el número mínimo que seiiala el art. 5% y si 
no se eliminan los 12, podrá suceder que quedan for- 
mando el nuevo Tribunal algunos o acaso todos los que 

tuyeror terior, contra el terminante precepto 

Ley1 8e que el Jurado sea nuevo, adem-As de 
que el art. 115 prescribe que en los casos de los artículos 
anteriores, cuando la causa se remita á nuevo Jurado, se 
reproducir& el juicio ante éste con los mismos trámites y 
solemnidades que la presente Ley establece; y de aquí se 
infiere que el acuerdo de que se trata, no sólo anula el ve- 
redicto, sino también las solemnidades y trámites que le 
precedieron, entre los cuales no puede menos de contarse 
el alarde cuatrinlestral y la designación de los 42indivi- 
duos que se sortean de la lista general para constituir Ju- 
rado en el cuatrimestre. 
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Con ser tan malo este sistema, lo es mucho más que no 
haya ninguno, por no contener la Ley reglas que puedan 
servir de norma cuando ese caso llegue, como la contenía, 
y por cierto muy atendible, el art. 875 de la de Enjuicia- 
miento de 1872; y por eso el que suscribe, ya que en re- 
formas de la del Jurado se ocupa, considera también un 
deber proponer á V. E. que se adicione la de 1888, en el 
sentido que se mantiene en la, circular, tantas veces ci- 
tada, de 17 cle Abyil de 1893, disponiendo que cuando en 
virtud de lo que establecen los artículos 110, párrafo ter- 
cero, y 113 se haya de ver una causa por nuevo Jurado, 
éste se saque de la lista general de los correspondientes al 
partido de que la cansa procede en la forma que prescribe 
el art. 44, pero siempre eliminando del sorteo á los doce 
que dictaron el veredicto anulado. 

A L G U N A S  INDICACIONES S O B R E  M A T E R I A  CIVIL 

~ i , , ~ i l ~ < i  y de- La unidad y la dependencia del Ministerio fiscal con 
i iend~ncin del MI- 
illsieyo iiscnl en relación á su Jefe, el Fiscal del Tribunal Supremo, son tan 
l o  ~ 1 ~ 1 1 .  

obligarlas y precisas en lo civil como en lo penal, supuesto 
que la Ley orgánica del Poder judicial las establece sin dis- 
tinción de asuntos; pero la realidad no corresponde al pre- 
cepto. Esas condiciones, absolutamente indispensables para 
el ordenado y regular ejercicio de la acción fiscal, no exis- 
ten en los negocios civiles, porque desde la supresión de 
los Promotores, la representación de los derechos civiles de 
los ausentes, menores ti incapacitados, está confiada en 
primera instancia á los Fiscales municipales ó á los dele- 



119 

gados que nombra la Fiscalia de la respectiva Audien-' 
cia, los cuales, extraiíos á la carrera y desligados de todo 
vínculo de positiva subordinación, no ponen, ni  es natural 
que pongan, todo el interés, todo el celo y todo el estudio 
que la defensa de aquellos derechos reclama. 

Con dolorosa frecuencia se ve esta Fiscalía irnposibíli- 
tada de ejercer sus funciones ante el Tribunal para obtener 
la reparación de lo que conceptúa errores judiciales. La 
inflexibilidad del recurso de casación así lo exige, porque 
ni  puede defender tina sentencia, cuando el funcionario 
del Ministerio fiscal en el inferior sostuvo pretensiones con- 
trarias, ni  combatirla, no siendo dicho Ministerio el recu- 
rrente, ni adherirse al recurso por otro litigante inter- 
paesto, ya que este género de defensa, lícito en lo penal, 
no lo es en lo civil. 

Nadie ignorar puede que tal y como se plantean 6 ini- 
cian las cuestiones civiles en la primera instancia es como 
Iiay que resolverlas, tanto en ella como en las alzadas; que 
no es lícito innotar la litis pendiente; y si el personal á 
quien incumbe, en representación de la Ley, incoar el 
asunto ó intervenir, requerirlo al efecto , prescinde de la 
consulta al superior é incide en errores, la subsanación 
rara vez sera posible y el éxito de Ia niisión fiscal depen- 
derá tan sólo de la inteligencia, de1 celo ó de la actividad 
de funcionarios de accidente, sin arraigo oficial, no de la  
única y suprema dirección que la Ley quiere que ejerza el 
Jefe de nuestro Instituto: dirección, puede decirse, vedada 
por la actual composición del personal. 

Prueba de ello es que esta Fiscalía no tiene conoci- 
miento de la existencia y curso de los asuntos civiles, n i  
menos de las cuestiones en cada uno debatidas y de la posi- 
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ción del representan te Fiscal en el juicio ó acto de jurisdic- 
ción voluntaria, hasta que el Tribunal se las comunica para 
exponer dictamen sobre la admisión del recurso interpuesto 
por la parte contraria. 

La continua relación que los deberes de unidad y de- 
pendencia exigen entre los Fiscales municipales 6 delegados 
de los Fiscales de las Audiencias con éstos sus Jefes inmedia- 
tos, obliga á trabajos y aun á gastos que no tienen adecuada 
remuneración ó compensación; y siquiera sea evidente que 
el que acepta un cargo tiene el deber de desempeñarlo con 
el esmero que la Ley exige y hasta el decoro personal im- 
pone, no lo es menos que á poco que se extreme para ha- 
cer efectivo este concepto, surgen las renuncias, y el Mi- 
nisterio fiscal se ve detenido en su marcha por falta de 
personal apto, allí precisamente donde más se necesita. 

No es la falta de personal la causa única de que el Mi- 
nisterio público no dé señales de vida en todos los asuntos 
de su cargo en la esfera de su acción protectora ó tutelar; 
depende también de deficiencias en la legislación vi- 
gente. 

Sin penetrar en honduras impropias de esta Memoria, 
precisa fijarse en que si bien es incumbe~cia del Ministe- 
rio fiscal interponer su oficio en los pleitos que versen 
sobre el estado c i d  de la persona, conlo dispone el ar- 
ticulo 538, núm. 5.", de la TJey orgánica, ni se ha explicado 
en qzcé consiste el interponer ese oficio, ni el tiempo ó la 
ocasión, ni siis efectos, ni  se ha dicho qué materias deban 
comprenderse como pleitos sobe el estado civil, ni se han 
establecido reglaspara impedir que se eluda en ellas la 
intervención fiscal. Así es que al examinar la Fiscalía los 
autos para decir sobre la admisión de recursos de casación, 
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ha visto que en bastántes casos en que debiera haber in- 
tervenido dicl sterio, 1 os se siguieron sin su 
intervención, onsigui decidió sobre cl estado 
civil, cluedando baldío el precepto legislativo; hubo de lla- 
mar la atención del Tribunal, pero no pudiéndose retro- 
gradar en el procedimiento, tal gestión no produjo otro 
efecto que el de una mera advertencia para el Juez que 
prescindió de la obligada audiencia del funcionario Fiscal. 

Si el Ministerio público no sabe que existan pleitos de 
esa clase, mal podrá interponer en ellos su oficio; y como 
no hay preceptos que desenvuelvan el texto legal, unas 
veces por las dudas, otras por descuido, y acaso por mala 
fe de la parte actora, se sustracn tan importantes cuestio- 
nes de esa gz de acierto y de esa fiscalización del 
Estado en que consiste el asesoramiento atribuído al repre- 
sedante de la Ley. 

Ya es tiempo de que se remedie semejante anomalía, y 
para conseguirlo conviene que se fije el concepto de la mi- 
sión de interponer su oficio el Ministerio fiscal; que se 
concreten las cuestiones que se consideran ser sobre el ep- 
tado civi;l; que se obligue, bajo pena de corrección disci- 
plinaria, y de responsabilidad civil ó penal, según los ca- 
sos, á los Jueces á oir al Ministerio fiscal en esos asuntos, 
y en todos aquellos en que las Leyes exigen su concurso, 
sin perjuicio de que en caso de omitir la audier~cia y de 
infracción manifiesta de la Ley, para que ésta no resulte 
eludida, el Ministerio fiscal pueda promover, en cualquier 
estado del pleito, incidente de nulidad de todo lo actuado 
y de reposición del pleito al estado de exponer sobre la de- 
manda, ó en su tiempo el recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma, por identidad de razón á lo que hoy 
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,. ..,na el art. 1.693, núm. 1 .O,  de la Ley de Enjiiiciamie~,, 
civil; concediéndose, además, á dicho Ministerio el recurso 
de re~risión, si hubiere llegado á dictarse sentencia firme 
sin su audiencia, en el supuesto de que no hubiese tenido 
noticia del pleito hasta después de feneciclo; pues si la tuvo, 
y esto se acreditase en debida fo~ma en los autos, sin ha- 
ber interpuesto á tiempo. su oficio el referido Ministerio, 
con esa justificación se tendría por subsanado el defecto, 
no obstante la responsabilidad personal del funcionario 
fiscal omiso. 

nccursas dec+ «Teclas nuestras Constitiiciones políticas publicadas en 
sncibn en lo civil. 

este siglo han reconocido como principios capitales la mi- 

dad y la igualdad. La unidad y la igualdad en la esfera 
del derecho privado tienen su aplicación y vienen á ser 
una ~ e r d a d  por la uniformidad de las Leges; por esto ha 
sido elevado repetidas veces entre nosotros á precepto cons- 
titucional, que unos mismos Códigos han de regir en toda 
la Monarquía. Pero la unidad de las Leyes por sí misma 
no seria bastante para conseguir el apetecido objeto, si no 
viniese á fortalecerla la unidad de la jzcrisprzcdencia. Es- 
tablecer esta unidad es el principal fin de los recursos de 
casación. A su lado hay otros dos de diferente orden: el 
primero, se refiere al interés público; el segundo, al indi- 
vidual: de interés público es que el primer Tribunal, el 
más autorizado del país, pueda ejercer una especie de ins- 
pección suprema, de alta vigilancia, sobre toda la admi- 
nistración de justicia; de interés individual el que puedan 
acudir y obtener reparación de sus agravios los que en su 
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daiio han visto á un Tribunal inferior infringir Leyes en la 
aplicación clel derecho ó en los trámites esenciales del jui- 
cio.» Así se explicaba al comentar la Ley de Enjuicia- 
miento civil uno de sus autores más ilustres y eximios. 

La obligada participación del Ministerio fiscal en esa 
clase de recursos es adecuada á la saludable acción que 
siempre ha ejercido tan notable Instituto y al objeto de in- 
terés público que aquéllos entraiian. 

Aparte del trámite de admisión, corresponde á nuestro 
Ministerio otra intervención con cliverso carácter y en dis- 
tintos casos. Estos casos son, á saber: primero, interponer, 
después del dictamen negativo de tres Letrados, el recurso 
por infracción de ley ó en el fondo en interés de litigante 
declarado pobre, con los mismos efectos para los int,eresa- 
dos en el pleito que si se hubiese interpuesto por la repre- 
sentación de dicha parte; segundo, interponer el recurso 
en los pleitos en que sea parte. Entonces, si bien no está 
obligado fi, constituir el depósito que la Ley exige al liti- 
gante particular, debe sujetarse, como éste, á las reglas 
prescritas en czcanto a l  tiempo y forma; y si se desestima 
el recurso que interpusiera, es condenado en las costas y 
deben reintegrarse como en otro lugar la misma Ley es- 
tablece; tercero, también puede interponer el recurso, en 
iqzterds de la Ley, en pleitos en que no haya sido parte. 
Criando así suceda, sólo clebe sujetarse á la forma, pero no 
á tbrmino, pues en cuaZqzrier tiempo es libre de ejercer esa 
importante atribución. Tales recursos se entienden admi- 
tidos de derecho, y han de interponerse directamente ante 
la Sala primera, que es la que conoce del fondo, hoy ante 
la única Sala de lo civil. Atendido su objeto, por más que 
las partes tienen el derecho de ser citadas y oídas, las sen- 
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tencias que se dicten no alteran la ejecutoria, aunque se 
admitan y declaren doctrinas contrarias á las que á éste 
sirvieron de fundamento, porque dichas sentencias valen 
únicamente para formar jurisprudencia acerca de las caes- 
tiones discutidas y resueltas en el pleito. 

Dedúcese, pues, que el Ministerio fiscal es un podero- 
sísimo elemento para asegurar y mantener la observancia 
de las Leyes en el orden civil. 

Ahora bien; siendo el Enteres de la Ley y de lajuris- 
prztdencia el motivo fundamental de la intervención del 
Ministerio fiscal en el recurso extraordinario de casación, 
parece como que el legislador no ha procedido con toda 1ó- 
gica al regular sus funciones. 

4P0r qué, si no, limitar esa intervención á la admisión 
de los recursos en el fondo? iQué razón hay para omitirla 
en ese trhmite de los de forma ante las Audiencias, cuando 
las formas esenciales del juicio son la garantía de los dere- 
chos puestos en litigio? $Qué motivo existe para que, una 
vez admitido el recurso en el fondo, no intervenga el Fis- 
cal en el debate, cuando precisamente se trata de que pre- 
valezca la Ley, cuyo interés es la causa irnpulsiva de los 
actos y de las gestiones y de la intervención del IvIinisterio 
fiscal que hoy se le otorgan? 

Esta intervención, lógica con los principios esenciales 
del recurso y saludable en sus efectos, vendría á hacer real- 
mente posible, bien regulada, la vigilancia del guardián 
de la Ley para su exacto cumplimiento. 

&Qué importa que en cualquier tiempo pueda el Fiscal 
interponer un recurso. cuyo alto fin es formar jurispruden- 
cia sobre las cuestiones que se discutieron y resolvieron en 
un pleito, si no hay forma establecida para que esta ges- 
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tión sea efectiva? Parece, por otra parte, sumamente grave 
que después de una sentencia firme, cuando ya existe la  
cosa juzgada por el más augusto de los Tribunales, cuando 
ya está dicha la última palabra por la más autorizada ma- 
nifestación de la justicia, por el Tribunal Supremo, en fin, 
quepa discutir, á ningún título, ni por ninguna otra con- 
sideración, lo que en sí lleva los caracteres de la santidad 
y de la inviolabilidad; y peligrosísimo, ante la pública 
opinión, el que quede como ejecutoria una sentencia, 
cuando otra posterior declaró su injzcsticia, al admitir y 
establecer doctrinas contrarias á las que le sirvieron de 
base.  dónde estará entonces el cimiento del fallo anterior 
si el posterior se 10 quita? 

Estas poderosas consideraciones explican por qué el Mi- 
nisterio fiscal no ha hecho uso aún de la autorización sin- 
gularísima y transcendental que le concede el art. 1.782 
de la Ley adjetiva. 

Si el recurso aun en el interés de la Ley sólo puede ver- 
sar hoy sobre las mismas cuestiones debatidas y resueltas 
en elpleito, si no puede extenderse á otras nuevas, lo na- 
tural, lo correcto, lo práctico y lo respetuoso sería que el 
Fiscal del Tribunal Supremo, con la ixtervención que se 
le diese en todos los recursos, pudiera adherirse á ellos en 
el plazo que se le fijase, é interponerlos á su vez para que 
se resolvieran por el Tribunal en la misma sentencia que 
los otros. 

El objeto tan plausible del legislador se \rería así por 
modo evidente realizado, y se daría un gran paso además 
para realzar, como al orden social interesa, el respeto á la 
santiclad de la cosa juzgada. 

De no tener el indicado desenvolvimiento lógico el 
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espíritu de la Ley, bien podría pensarse en suprimir la 
intervención del Fiscal en la admisión de los recursos; 
este trámite, dilatorio y costoso, estS reclamando profun- 
das reformas: entre otras, la de reducirlo al examen, por 
la misma Sala, de las condiciones externas del recurso, 
dejando las demás, qne realmente afectan al  fondo, para 
la resolución de aquél; y así recliicida la admisión, resul- 
taría hasta perjudicial, además de injustificada, la inter- 
vención del Fiscal. 

Si esa intervención es hoy interesante, sólo depende 
de que los motivos que establece el art. 1.729 de la Ley 
procesal para no admitir el recurso, en su mayor parte 
entrañan verdaderas cuestiones de fondo, ajenas á dicho 
trámite. 

consajo do fa- Bien definida en las Leyes procesales anteriores al Có- 
milin. 

digo civil la intervención del Ministerio fiscal en las tu- 
telas, el establecimiento ó restauración clel Consejo de fa- 
milia ha venido á convertir en una verdadera nebulosa 
tan interesante materia. 

No es del caso estudiar aquí el nuevo organismo tute- 
lar, ni  tampoco hacer su paralelo con el antiguo; porque, 
si en realidad, la reforma, con tan plausible buen deseo 
acometida, más bien si,gnifica hoy en la práctica un retro- 
ceso, con relación á las ventajas que debieran esperarse 
para los dignos cle la protección de la Ley, es prematuro 
hacer el juicio definitivo de la institución, que ha tenido y 
tiene que luchar, no sólo con las tradiciones cle otro sis- 
tema no exento de grat-es motivos de queja y de censura, 
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sino con los formidables obstáculos que se la ofrecen en su 
normal desarrollo, ya por las deficiencias del Código, ya 
por la carencia de disposiciones reglamentarias ó aclarato- 
rias que provean al desen\-olviiniento de sus preceptos fun- 
damentales. 

Necesario es confesar que hasta ahora el Consejo de fa- 
milia arrastra una existencia erizada de dificultades, sienclo 
absolutamente necesario que su estiiclio constituya una de 
las materias á que aluden las disposiciones adicionales del 
Código civil. 

Con la autoridad, no ya sólo inherente á su elevado 
cuanto merecido cargo, sino á sus privilegiaclas dotes per- 
sonales, el iíltiino y dignísimo Fiscal del Tribunal Supre- 
mo, Sr. Martínez del Campo, comprendiendo la preferente 
atención que demanda una institución, que tanto ha mer- 
mado las protectoras funciones de nuestro '~inisterio, re- 
cogió en su erudita Memoria los datos que la práctica ha- 
bía ofrecido, como más culminante, al planterse la inno- 
vación. 

Siguiendo ejemplo de tal valía, creo cumplir un deber 
ampliando las enseñanzas que la observación ofrece. 

Según el art. 296 del Código, «loa Tribunales podrán nocursos con- 
tra o1 error en lo  

subsanar la nulidad que resulte de la inobservancia de los ;o;;j","id; 2 
milla. artículos anteriores, si no se debiere al dolo ni causare 

perjuicio á la persona ó bienes del sujeto á tutela, pero re- 
parando el error cometido en la formación del Consejo». 

Se suscitó cuestión respecto S las condiciones legales de 
unos inclividuos designados para formar parte del Consejo 
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de familia en la tutela de un menor; y contra el auto del 
Juez de primera instancia, que, en apelación de otro del 
Juez municipal, designó las personas que habían de ejercer 
el cargo de Vocales, se interpuso recurso de casación por 
infracción de ley. La Sala tercera del Tribunal Supremo, 
en desacuerdo con el Ministerio fiscal, declaró, por auto 
de 18 de Junio de 1890, no haber lugar á la admisión del 
recurso, por ser necesario que preceda el juicio declara- 
tivo sobre nulidad del nombramiento de Vocales. 

Respetando la inteligencia dada por tan elevado Tribu- 
nal al art.  296, basta para comprender su traiiscendencia, 
perjudicial á los intereses de los clesvalidos,. que si es hoy 
indispensable seguir un juicio ordinario sobre esa mate- 
ria, con todas sus dilaciones -y gastos, se ha echado por 
tierra el saludable cuanto justamente encomiado precepto 
del art. 1.873 de la Ley de Enjuiciamiento civil, según el 
cual toda cuestión que surgiera de las disposiciones del 
título 3.", libro tercero, relativo al nombramiento de tu- 
tores y curadores y del discernimiento de estos cargos, y 
hubiere de resolverse en juicio contradictorio, conforme tí 
lo ordenado en el mismo, se szcstanciaba en la forma de- 
terminada para los incidentes. 

noo,irso Un Consejo rechazó por mayoría de votos la proposición 
Ir  a rcsolocionss 
del Consejo do fa- presentada para que fuera removido de su cargo el curador 
milin. 

e*jemplar de cierto incapacitado; y apelada tal resolución 
ante el Juez de primera instancia, éste clictó sentencia des- 
aprobando la decisión del Consejo g declarando al tutor re- 
movido de su cargo. Interpuesto recurso, el Tribunal Su- 
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premo, por auto de 22 de Noviembre de 189"Gaceta de 
12 Enero 93), negó su admisión, porque no se tratada de 
un juicio declarativo seguido por las corresj~ondientes 
instancias y á que se hubiera puesto tkrmino, previo el 
oportuno procedimiento, declarando además que contra las 
resoluciones del Consejo de familia de la índole del que ha- 
bía dado motivo al recurso, solo ha concedido la Ley  el de 
alzada ante el Juez de primera instancia, sin fijar tra- 
mitación que pudiera afectar el carácter cle pleito ordi- 
nario. 

Como se ve, tampoco en estos asuntos se da entracla al 
recurso de casación, y, por lo tanto, se encuentran priva- 
dos los desvalidos de las ventajas que podrían obtener de 
que el Tribunal Supremo uniformase la jurispriidencia para 
la debida observancia de las disposiciones tutelares, en 
tanto que, no fijijándose el procedimiento que el Juez haya 
de seguir en la alzada contra los acuerdos del Consejo, 
quecla entregado en absoluto el porvenir de los antes tan 
protegidos por la Ley á la decisión irrecurridle de un  
Juez, cuando con anterioridad al Código, sometidas las 
cuestiones relativas á la guarda legal á los trk~zites de los 
incidelvtes, había, cuando menos, la garantía del recurso 
de apelaci6n ante las Audiencias, y en no pocos casos la 
del de casación en la forma y en el fondo. 

Aun cnauclo el art. 310 del Código diga solamente que 
de las decisiones del Consejo de familia pueden alzarse 
ante el Juez de primera instancia los Vocales que hayan 
disentido de la mayoría al xrotarse el acuerdo, asi como 
también el tutor, protutor ó cualquier pariente del menor 
i~ otro interesado en la decisión, salvo el caso del art. 242, 
no significa esto que tal derecho haya de reducirse á los 

9 
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estrechos límites de una apelación propiamente dicha, sino 
que el asunto, hasta entonces privado, eiztrajzcdicial, se 
convierte en judicial; por lo que, y en la carencia de otro 
procedimiento fijado en el Código, hay que acomoclarse a l  
de los incidentes, ya que el Consejo de familia no es sino 
un organismo de la tutela, y respecto de éste la Ley vi- 
gente, en lo no expresamente derogado, así lo determina 
como queda dicho. 

C a r a c t o r  del NO por decisión de los Tribunales, sino por apreciacio- 
Consejo de fami- 
lis i rorm~para nes de la Dirección general de los Registros civil y de la 
laautenticidad de 
sus aelss. Propiedad y del Notariado, consignadas al resolver en 20 

de Marzo del año próximo pasado (Gaceta de 23 de Junio 
del mismo) «un recurso gubernativo)), el Con~e~jo de familia 
es una institución eminentemente familiar, en cuyas fun- 
ciones no puede inmiscuirse el Estado, más que en los ca- 
sos taxaticamente marcados por el Código c i d ;  y éste ha 
hecho del Presidente su propio Secretario, el que no tiene 
existencia oficial; y las certificaciones de acuerdos del Con- 
sejo, para  pzce 22uedan inscribirse en el Registro de la 
propiedad, deben expedirse por el Presidente ((siempre que 
se acredite debidamente la legitimidad de la firma de éste 
g que continúa ejerciendo el cargo; sin que el Código con- 
tenga precepto alguno que revele, ni aun por modo indi- 
recto, e1 propósito del legislador de acudir al Notario para 
revestir de autenticidad 5 los acuerdos del Consejo.» 

Esta resolución del expresado Centro directivo atri- 
buye, como se ve, la calidad de docunze?zto pzihlico á las 
actas del Consejo de famiIia, calidad que le fué denegada 
por el Tribi~rial Supremo, atribuyéndole por el coiitrario 
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la de docume~?tos privaclos, al fallar cierto recurso de ca- 
sación en causa por delito de falsedad. 

Grave es esta discrepancia de criterios, que en iíltimc, 
término producen veriladera confusión.por no saberse hoy 
con certeza C L I ~ L ~  deba ser el concepto legal de dichas actas, 
ya que el Tribunal llamado á fi.jar obligatoriamente el 
valor pro6atorio de los ~Zocz~mentos aIz~clidos, la Sala de 
lo civil del Tribunal Supremo, no ha hecho aún declara- 
ción concreta sobre el particular. 

La opinión, pues, fluctúa; y si ya por lo que afecta al 
orden penal tal demérito han sufrido las actas tle qiie se 
trata, con peligros que magistralmente señaló en su Me- 
moria el Sr. llartínez del Campo (phg. 13), resta por ave- 
riguar, en la esfera civil, si esas actas 7~acenj~rz~eba azcn 
contra tercero respecto de los 7zechos que las motfven y de 
IG fecha de su otorganaiento, efecto de los dociimentos pú- 
blicos según el art. 1 .?18 del Código civil, ó si se& pre- 
ciso que las actas sean reconocidas Zegalnzente para que 
tengan el mismo valor que la escritura pública entre los 
que las hubiesen suscrito, y si la fecha de tales actas no 
se contará respecto de terceros sino desde el día en qne 
hubiesen sido incorporadas ó inscritas en un Registro píl- 
blico, desde la muerte de cualquiera de los que la firma- 
ron, ó desde el día en que se entreguen á un funcionario 
pílblico por razón de su oficio; requisitos todos que, liara 
la azrtenticidacl de los cloczcme~ tos 23rivados, exige el Có- 
digo en sus artículos 1 .25  y 1.227. 

He aquí otro escollo para la seguridacl y firmeza de la 
institución con que dicho Código ha veniclo S. reemplazar: 
en gran parte, a la autoridad judicial. 

* + *  
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EI Consejo. de En este sentido, y para mantener la unidail del Mi- 
familia es iroains- 

nisterio fiscal, cesando la diversidad de criterio con que 
cable n todo el 
Reino. en Cataluña se venía apreciando la cuestión, el Piscal 

Sr. Mart,ínez del Campo, comilnicó a1 de la Audiencia de 
Barcelona, en 28 de Abril del ano próximo pasado, las ter- 
minantes instrucciones que se leen en la Menloria del 
mismo año, ptígina 120. 

El Tribunal Siipremo ha tenido oportunidad de pro- 
nunciar su juicio, que es de todo punto conforme con esta . 
Fiscalía, 5 virtud de recurso interpuesto en autos con el 
Ministerio fiscal sobre discernimiento del cargo de cura- 
dores testamentarios de unos menores cle edad. Falleció el 
testador enDiciembre de 1881 y si1 viucla en Enero de 1892; 
y en 9 de Julio siguiente, los curadores acudieron al Juz- 
gado para que aprobase el nombramiento y les cliscerfiiera 
el cargo, previos los triímites correspondientes. Después de 
acreditado el caudal de los menores y el importe liquido 
de sus rentas, JT oído el Fiscal municipal , en 1 .O de Abril 
de 1893 dictó providencia el Juez orcltna??do a los intere- 
sados que acudiesen al Juqaclo rnunic@al para la cons- 
titucicin del Cogzsejo de familia, si no lo estuviese ya, de 
conformidad con lo preceptiiado en el art. 293 del Código 
civil; y para que en todo caso ajustaran sus peticiones 
á lo dispcesto en los tifulos 9." y 10 del libro primero del 
nzismo C ó d ~ o .  Pedida reforma del auto del Juez del clis- 
trito cle Atarazanas de Barcelona, por la representación de 
uno de los curadores, para que dicha providencia se de- 
jase sin efecto 7 se clictase en su luyar el auto de dis- 
cernimiento del caryo á favor de los solicitantes; denegada 
la reforma y apelaclo ante la Audiencia el auto clenega- 
torio, fué éste confirmaclo ; 6 interpuesto el recurso de ca- 
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sación por los curadores, la Sala de lo civil clel Tribunal 
Supremo , en sentencia publicada en 12 de Jnnio del co- 
rriente ano, declaró no haber lugar por los siguientes fun- 
damentos: 

((Considerando que la Ley (le Enjiiiciamiento civil 
rigió en su totalidad desde su publicación en todas las pro- 
vincias, y que todo lo comprendido en dicho cuerpo legal 
dejó en su virtud de formar parte del derecho foral y pasó 
B ser legislación comiin de España: 

»Considerando que siendo las disposiciones de la Ley de 
Eniuiciamiento civil parte del derecho general, y no del 
llamado foral, en lo que estén en contraclicción con el Có- 
digo civil, Ley posterior, han sido clerogadas por el ar- 
ticulo 1.976, y no puerle pretenderse su subsistencia por 
consecuencia de lo ordenado en el art. 12 de éste, pues en 
81 se mantiene sólo en frente del Código el derecho foral, 
es decir, el excepcional, pero no el común, que antes de 
la promulgación de aquQ regia para determinadas mate- 
rias eii las provincias ó territorios de fuero: 

»Considerando que la resolución recurrida al ordenar 
que los interesados acudan al Juzgado municipal para la 
constitución del Consejo de familia, ajustando sus peticio- 
nes á lo dispuesto en los títulos 9." y 10 del lihro primero 
del Código civil, en nada infringe ni desconoce la Ley 1 .", 
título 4.", libro qninto de las Constituciones de Cata- 
luña, que sanciona la facultad del padre de nombrar en 
testamento y en toda especie de última voluntad tutores 
para sus hi,jos, punto que dicha voluntad y la Ley que les 
atribuye eficacia han de cumplirse dentro de las disposi- 
ciones legdes que determinan el discernimiento y el ejer- 
cicio de la tutela, que antes del Código civil eran los ar- 
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tículos del título 2." del libro tercero de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil, y ahora son los de los títulos 9 . 9  10 del 
libro primero del Código: 

»Considerando qiie lo expuesto en los dos primeros con- 
siderando~ demuestra que Ia sentencia no infringe los ar- 
tículos 1 .S33 y 1 .S81 de la Ley de Enjuiciamiento, y que 
aplica rectamente los artículos 12 y 393 del Código civil 
y la jurisprudencia (le este Tribunal relativa á dicho ar- 
tículo 12, los cuales, á tenor de las disposiciones transito- 
rias, tienen eficacia para las tutelas que han debido cons- 
tituirse después de estar en vigor el Código, aunque sean 
de fecha anterior los testamentos de que emanen.» 

Para terminar, después del ligero bosquejo que queda 
hecho en cuanto á la inteligencia clada á los textos del Có- 
digo civil, nada más oportuno que reproducir las concien- 
zudas observaciones del competentísimo ex Jefe del Minis- 
terio público, Sr. Martínez del Campo: 

«El Consejo de familia reclama preferente atención de 
los Poderes phblicos, si nuestra sociedad, en donde tan re- 
lajados se hallan los vínculos familiares y tan circunscri- 
tos los que conserva, no ha de ver malogradas las risueñas 
esperanzas que determinaron su establecimiento ó restau- 
ración. 

»La vigiIancia especial y constante de un miembro 
del Ministerio fiscal, encargado en beneficio de la Ley y 
de los menores del patronato tradicional que honró á nues- 
tro Instituto, privaría de frutos á la codicia de parientes y 
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de estímulo á sus desavenencias, y pondría coto á litigios 
en que, so color de la protección del huerfano acomodado, 
luchan sin piedad, ti su costa, intereses 6 propósitos dis- 
frazados menos nobles. Es institución la del Consejo de 
familia que exige detallada reglamentación, si no se mo- 
difica. Por su índole peculiar, por los fines sociales á que 
obedece, por los intereses humanitarios que el Poder pú- 
blico la delega confiado, participa de este mismo carácter 
público, y pide, para funcionar con las ventajas que aca- 
rició el legislador, procedimientos de garantía y de vigi- 
lancia que dejen en salvo lo que defiende.» 



RESPETUOSA EXCITACI~N 

Sabido es que V. E. abriga decididos propósitos de me- 
jorar la administración de justicia, por el profundo cono- 
cimiento que tiene de sus necesidades, y que, & no luchar 
con el avasallador imperio de las economías, esos sus bue- 
nos ideales estarían ya felizmente realizados. Pero, como 
me creo en el deber de decir la verdad; como ella enseña 
la perjudicial lentitud con que se desempeñan unos servi- 
cios, la insostenible deficiencia de otros y el olvido abso- 
luto de no pocos; como sería engañarse suponer que el or- 
den social, la paz de las familias, la seguridad del Estado 
y el respeto en lo exterior puedan subsistir sin que todos 
sus servicios, esto es, sin que todas las necesidades públi- 
cas que requiere nuestro régimen político y jurídico se sa- 
tisfagan paralela y cumplidamente, escudado por el hon- 
roso encargo que en este momento desempeiio, me permito 
hacer llegar á V. E. el ruego de que, si no fuera posible 
abordar de una vez en la inmediata reanudación de los 
trabajos legislativos el complicadísimo problema de la total 
reorganización de los Tribunales, con sus correspondientes 
Leyes sustantivas y adjetivas y sus ordenados desarrollos, 
se digne proponer á las Cortes el restablecimiento de las 
cosas al ser y estado que tenían antes del Decreto-ley de 
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29 de Agosto cle 1893, con excepción de lo que no sea ab- 
solutamente preciso. 

La falta de Juzgados, la reducción del personal en las 
Audiencias y la supresión de la Sala tercera del Tribunal 
Supremo, han dejado vacíos que todo el celo de los iiincio- 
narios que hoy forman la dotación de los Tribunales exis- 
tentes no alcanza a llenar. Idas necesidades permanecen. 
porque la vida del Estarlo no se extingue; si los males no 
han de avanzar á un extremo en que no tengan reme- 
dio, parece ya llegado el día de que se pesen en la balanza 
de la justicia, de la equidad y de la conveniencia, de un 
lado las economias verdaderas obtenidas por la mutilación 
de los servicios, y de otro los mayores gastos y enormes 
perjuicios que en la fortuna públice y particular ocasiona 
el estado de cosas actual; y es de esperar que, aquilatado 
de este modo el efecto de una transformación más bien 
accidental y transitoria, como hija sólo de momentáneas 
circunstancias, en relación con las exigencias de una de 
las primordiales instituciones del Rstaclo , despierte en 
nuestros legisladores de buena \-oluntad, que 10 son todos, 
el vivo deseo de poner término al período constituyente, 
puede decirse, por que atraviesa la administración de jus- 
ticia en Esparla. 

Madrid 15 de Septiembre de 1894. 

EXCMO. SR. 
El Tenienle Gscal del Tribunal Supremo. 

8uan 30 m3ana y (9acoaiak 



APENDTCE PRIMERO 

INSTRUCCIONES GENERALES DADAS Al MWISTERIO FISCAL 



!NST$JCEld?!ES GiiE:,iiL; D A D A S  AL MINISTERIO FISCAL 

(20 Septiembre 1893.) 

Las modificaciones introducidas por la Ley de Presupuestos 
en la organización judicial, no derogan m i s  que en lo que ex- 
pvesamenle establece las Leyes anteriores. Los Fiscales de las 
Audiencias provinciales, que siistituyen á las Salas de lo crimi- 
nal, contindan siendo Jefes del Ministerio fiscal en el distrito 
de las territoriales, con todas las atribuciones que antes tenían. 
Las Audiencias territoriales en pleno y las provinciales que en 
ellas residen, siguen tambibn con la jurisdicción y competen- 
cia que respectivamente estaba atribuida á las primeras y & 
las Salas de lo criminal. Los Presidentes de aquCllas las con- 
servan igualmente. En lo que sea necesario sostendrá V. S. es- 
tas afirmaciones. Sírvase acusar recibo. 



CIRCULAR 

Para el conocimiento de V. S. y de sus Auxiliares, y para 
que el Ministerio fiscal sostenga en cuantos casos convenga las 
doctrinas que expresa el escrito que me ha hecho el honor de 
aceptar la  Sala de gobierno de este Tribunal Supremo, remito 
á V. S. adjunto un ejemplar de l a  circular que el Sr. Presi- 
dente dirige, por acuerdo de aquel Alto Cuerpo, á los de !as 
Audiencias. 

Sirvase V. S. acusar recibo. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 28 de Septiembre 

de 1893. 
Z m m 

E1 Sr. Fiscal de este Tribunal Supremo presentó b la Sala 
de gobierno del mismo el siguiente escrito: 

A LA SALA DE GOBIERNO 

«El Fiscal solicita la  atención de la Sala de gobierno hacia 
recientes modificaciones introducidas en la organización de los 
Tribunales, b fin de que, poniendo en ejercicio, si lo cree pro- 
cedente, la facultad que la atribuye el art. 5.' de la Ley de 15 
de Septiembre de 1870, dicte, dentro de l a  esfera gubernativa 
que le es propia, las prevenciones que estime oportunas y re- 
quiere la  mejor administracicin de justicia, y con ellas consiga, 
en bien de bsta, que un solo criterio resuelva cuestiones inte- 
resantes susceptil~les al  parecer de dictamen diverso. 

*La supresiún de las Salas de lo criminal y el estableci- 
miento en su  lugar de Audieiicias de provincia, decretado por 
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el art. 4.' de la Ley de Presupuestos vigente, suscita dudas que 
Iian sometido á la decisión del infrascrito algunos de sus inme- 
diatos subordinados, y que es lógico pensar que, en cuanto se 
relacionan con la independencia y separación de las Audien- 
cias nuevas de las territoriales, labren también en el Animo de 
los Magistrados, cuyos acuerdos afectarían desfavorablemente 
al buen servicio si no fueran idénticos en todos los Tribunales. 

»A evitarlo y B prevenir conflictos posibles se dirige esta 
moción que respetuosamente somete el Fiscal A la sabiduria y 
A la  prudencia del Alto Cuerpo B que tiene el honor de dirigirla 
y de pertenecer. 

*Por fortuna los textos legales desvanecen las dudas y acre- 
ditan que en realidad sólo se ha cambiado el nombre á las anti- 
guas Salas de lo criminal. Conviene recordarlos. El citado ar- 
ticulo 4.' de la Ley de 5 de Agosto de este año dice que las 
,Salas de lo criminal de las Audiencias territoriales sercin sus- 
aituddas por Aztdiencias provinciales, y el 6." constituye la Sala 
de gobierno de las primeras con el Presidente y Presidentes de 
Xala de &as, en unión del Presidente y Fiscal de la p~onincial 
establecida en las misn~as capitales, al último de los cuales man- 
tiene la representación que antes tenía cerca de los Tribunales, 
en iodos npuellos ns~6ntns en pt6e por las Leyes tuviera inter- 
vención. 

»Por lo que queda transmito, que es cuanto la Ley contiene 
interesante al o3jeto actual, se a b i e r t e  desde luego que no de- 
creta expresamente la creación de Cuerpos independientes; que 
no separa en al~sol~ito las Audiencias provinciales de capital de 
Aurliencia territorial de este antiguo Tribunal. Se limita A man- 
dar que las primeras sustituyan a, las Salas de lo criminal, y 
como sustituir es subrogar. poner una entidad en lugar de otra, 
y ccmo se mantiene en la Sala de gobierno el lazo y la relación 
que antes unía á todas las Salas de una misma Audiencia bajo 
l a  autoridad de su Presidente general, y 110 se ha dictado dis- 
posición alguna que próxima ni  remotamente toque & la compe- 
tencia de las provinciales formadas en las territoriales, y ha  de 
subsistir, sin alteracihn ~ l g n n a ,  por lo tanto, la jurisdicción 
que Leyes anteriores, precisamente las orgánicas, confirieron B 
las Audiencias territoriales eii pleno y á sus Salas de lo crimi- 

10 



146 

nal, parece claro que las nuevas Audiencias de provincia no 
son entidades desligadas de las de territorio, sino que, puestas 
en lugar de las Salas de lo criminal, forman, como éstas forrna- 
ban, parte integrante de las antiguas. 

»Dar 4 la Ley otro alcance; suponer que su silencio ha 
distribuído competencia jurisdiccional; privar por esto 5 las 
Audiencias en pleno y Q. sus Presidentes de facultades y de 
autoridad que la Ley no derogada expresamente les atribuye, y 
afirmar como consecuencia la existencia de organismos inde- 
pendientes debajo de una unidad reconocida y proclamada, 
sería interpretar con violencia el sentido de l a  misma Ley é 
imputar al legislador lo que acaso ha estado lejos de su pensa- 
miento, y de seguro totalmente ausente de sus palabras, de las 
cuales no ha de apartarse quien haya de entenderlas y apli- 
carlas. 

»E1 Real decreto de 29 de Agosto último, que llev6 á cabo 
la reorganización judicial: confirma el sentido expresado en la 
Ley de Presupuestos. Su art. 2.' dice que la.7 Salas de lo crimi- 
nal de Ias A~cdiencias tervitorinles se denominarkit Audiencias 
povi~aciales, g añade: $1 P~sidelile y Fiscal de éstas formnirtin 
parte de Zns ,Salas de gobierno de las primeras. Parece recono- 
cerse aqui que no se ha hecho otra cosa que un cambio de nom- 
bre, A ciiyo juicio ayuda el segundo párrafo, en el que se ve que 
una sola persona preside en cada una de tres Audiencias, la 
provincial y la Sala de lo civil. Y inSs aiiii sirve para vigorizar 
la  creencia de que la unidad no se ha  roto, el art. 3." del de- 
creto, en cuanto manda que los M¿gisk.ndos c7e lns A7cdiencim 
tewitoriales ?/ provinciales de la naismn capilal nsisl.inin ct zcna 
d otra indisti7itamenle y cuando el servicio lo rcp.uieva, segqin 
previenen los a?.tdculos 74 y 641 y demis acordantes de la Ley 
orgct~iica del Poder jzcdicinl: y que asimismo Ios A zlxiliarcs y 
suBaZternos de Zns territoriales pveslardn szls servicios en las pro- 
virnciales en la fornia qxe Aasta aliora lo verij7cabnn ante las 
#alas de lo criminal, porque si por un lado la locuci6n aislada 
ofrecería argumento contrario, cede al relacionarse con sus 
antecedentes y sucumbe ante las dificultades, acaso insupera- 
bles, á que estas prescripciones darían lugar si se tratara de Tri- 
bunales distintos 6 independientes entre sí. La diaria distribu- 
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ción de las Salas, en consideración 6 la presencia de los Nagis- 
trados, no podría hacerse sino con demoras y acaso contesta- 
ciones. 

»Las indicaciones expuestas cree el Fiscal que producirán 
en la Sala el convencimiento de que, así como nada se ha  mo- 
dificado en orden á la  jurisdicción y á la  competencia de los 
Tribunales por sustituir las nuevas Audiencias provinciales á 
las suprimidas Salas de lo criminal, en la esfera gubernativa 
nada tampoco se ha cambiado esencial cori cambiarse el nom- 
bre, y que cuantas atribuciones y facultades correspondían il los 
Presidentes de las Audiencias territoriales y á estas Audiencias 
en pleno, comr, 9. sus Salas de gobierno, las conservan integras 
todas estas entidades sobre las nuevas Audiencias provinciales, 
que forman parte de aquellas otras, sin que sus Presidentes las 
tengan distintas n i  otras que las propias de los Presidentes 
de Sala. 

>>Por estimarlo conforme & l o  dispuesto en el últiino pftrrafo 
del art. 6." de la Ley de Presupuestos, el que suscribe ha enten- 
dido tambiln, y asi lo ha  hecho saber á sus subordinados como 
instrucción obligatoria, que los Fiscales que forman parte de 
las Salas de gobierno continilan siendo Jefes del Ministerio 
fiscal del territorio á que la jurisdicción de aqukllas alcanza, 
como disponía el art. 16  de la Ley adicional b la Orgftnica del 
Poder judicial, y cree conveniente decirlo aquí porque para va- 
riados casos jildiciales importa saberlo B Jueces y Presidentes 
de Audiencias. 

»Si la  Sala se digna tomar en consideración cuanto queda 
dicho y comparte la opinión del Fiscal, pudiera servirse conlu- 
nicar su  acuerdo ft  los Presidentes de las Audiencias y dar 
conocimiento de Cl al Sr. Ministro de Gracia y Justicia. Ma- 
drid 20 de Septiembre de 1893 .=Martz'ne~ del Campo.=Hay 
iina rúbrica. )) 

A cuyo escrito recay6 el siguiente acuerdo: 



SALA DE GOBIERNO.-Madrid 23 d e  Septiembre de 1893. 

SERORES: Con el Sr. Fiscal: 

Bustamante, PRESIDENTE. Con copia de su dictamen, coo,~,ztniquese 
ci las Avdienciaa para la 08sefaancia de slt 

contenido, póngase este acuerdo en cono- 

Morales. civtie~ellto del Sr. Ministro de Gracia ?/ JZLS- 
ticia.-Hay una rzi6rica.-Doctor ALVARO. 

Lo que traslado 4 V. S. para su conocimiento, el de esa 
Audiencia y cuantos efectos procedan. Dios guarde 4 V. S. mu- 
chos años. Madrid 27 de Septiembre de 1893.=El Presidente 
interino, Juaa Pvnncisco B~cstamanle. 



CIRCULAR 

La reducciún del personal de nuestro Ministerio y de las 
cantidades asignadas al  material de las Fiscalías, nie impone el 
deber de reducir tambiBn los servicios gubernativos de inspec- 
ción y de estadística B limites proporcionados h los medios de 
realizarlos, por mBs que con ello no gane en energia la  acción 
fiscal ni quizás produzca ventajas á que concurriría si se la do- 
tara de los adecuados B sus fines. 

Para evitar, por tanto, que la más principal ocupaci6n de los 
Fiscales de las Audiencias y de sus Auxiliares, que es su  inter- 
vención directa en los asuntos que les comunican los Jueces y 
Tribunales, no se desatienda por causa de otras obligaciones, 
he acordado: 

1." Suspender el cumplimiento de las disposiciones gene- 
rales y especiales dictadas por esta Fiscalía sobre noticias de 
l a  incoación y curso de procesos en los Juzgados y en las Azi- 
diencias. 

En adelante los Fiscales sólo darán conocimiento B estaFis- 
calía de la  formación de causas por hechos que afecten al orden 
pilblico, 6 que por sus circunstancias ofrezcan carácter de no- 
toria gravedad 6 transcendencias, sin perjuicio de las noticias 
que se les pidan sobre el contenido de Bstos y de los demás pro- 
cesos. 

2." Suspender tambiBn la formacihn y remisi6n de los es- 
tados quincenales, mensuales, trimestrales y anuales que en la 
actualidad se redactan en las Fiscalías. 

En lugar de todos ellos, los Fiscales autorizarán, enlos quince 
primeros días de los meses de Julio, Roviembre y Marzo, el 
ejemplar impreso que es adjunto, refiriendo los datos que con- 
tenga al cuatrimestre terminado con el mes precedente. 
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3." Las hojas estadísticas referentes B juicios orales ante 
los Tribunales de derecho y ante los Jurados, continuarán re- 
mitikndose mensualmente. 

4." Cada Fiscal, Teniente y Abogado fiscal, formará un cua- 
derno encasillado con los epígrafes correspondientes, en el que 
anote numéricamente y por días las causas y los asuiltos guber- 
nativos que personalmente despache; las vistas de todas clases, 
separfindolas seg~in  éstas, á que asista; los sobreseimientos li- 
bres d provisionales solicitados por su parte y dictaclos; las re- 
beldías declaradas y los procesos qiie terminen por incompeten- 
cia. Al thrmino del cuatrimestre servirán las sumas para forma- 
lizar el estado prevenido en el nilm. 2.' Cuando cese un funcio- 
nario temporal 6 definitivameilte por cualquier causa, entregará 
el cuaderno ti quien le sustituya para que no se interrumpan las 
anotaciones. 
5." El estado correspondiente al actual cuatrimestre, pri- 

mero de 1893-94, se extenderá y remitira á esta Fiscalia en 
todo el mes de Noviembre. 

Entere V. S. á sus Auxiliares inmediatos de las clisposiciones 
expresadas, y acuse recibo de esta circular. 

Dios guarde á V. S. inuchos años. Nadrid 10 de Octubre 
de 1893.=&a~ldttez del Campo.=Sr. Fiscal de la Audien- 
cia de. .. .. 



CIRCULAR 

Con el fin de uniformar el servicio estadístico que facilita la 
inspección de esta Fiscalia sobre los negocios judiciales y su 
curso, lie acordado: 

l ." Los Fiscales de las Audiencias de Ultramar formarzliii 
cada cuatrimestre un Estado igual al  modelo núm. 1, y le remi- 
tirán á esta Fiscalia en los quince primeros días de los meses 
de Julio, Noviembre y Marzo, refiriendo los datos que contenga 
al  ciiatriinestre terminado con el mes precedente. 

2." Los de Cuba y Puerto Rico harán que, refiriiriéndose á cada 
negocio en que intervengan, se forme y autorice al terminarse 
por el funcionario que le despache una hoja como el modelo nú- 
mero 2. 

Las hojas se remitirán mensualmente á esta Fiscalía. 
3." Los de las Islas Filipinas harán que de igual modo se 

llenen hojas coino el modelo núm. 3, B la conclusióil del proceso 
en la Audiencia, y las enviarán tambiBn á este Centro. 

4." Cada dos meses los Fiscales de todas las Audiencias de 
Ultramar formarán y remitir-tn relación de los procesos incoa- 
dos y pendientes por los hechos & que se refiere la circular eñ- 
pedida por esta Fiscalía en 4 de Febrero de este año, con ex- 
presión de los datos que Bsta señala. 

Quedan subsistentes las disposiciones de dicha circular, ex- 
tendibndose á las Fiscalías de Cuba y Puerto Rico. 

5." Las de la dirigida en 12 de Junio úitimo á los Fiscales 
de las Audiencias de las Islas Filipinas se cumplirán, con ex- 
cepción de la  primera, por los Fiscales de Cuba y Puerto Rico, 
en lo que, según su categoría, les corresponda. 

6." Sin perjuicio de los datos y noticias que se les pidan en 
casos particulares, y de las instriicciones generales y especiales , 
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que puedan dictarse, los Fiscales no darán B esta Fiscalía otros 
partes n i  ctros estados que los expresados 6 aliididos en esta 
circular. 

7." Cada Fiscal, Teniente y Abogado fiscal, f o m ~ r k  im cua- 
derno encasillado con los epígrafes correspondientes, en el que 
anote num&ricamente y por dias las causas y los asuntos guber- 
nativos que personalmente despache; las vistas de todas clases, 
separbndolas según Bstas, á que asista; los sobreseimientos li- 
bres 6 provisionales solicitados por su parte y dictados; las re- 
beldías declaradas y los procesos que terminen por incompeten- 
Cia. Al terniino del cuatrimestre servirán las sumas para forma- 
lizar el estado prevenido en la disposición primera. Cuando cese 
un funcioilario temporal 6 definitivamente por ciialqiiier causa, 
entregara el cuaderno á quien le sustituya para que iio se in-  
terriimpan las anotaciones. 

8." El estado correspondiente al actual cuatrimestre, primero 
de 1893-94, se extenderá y remitirá á esta Fiscalía en todo el 
mes de Enero. 

Entere V. S. 4 sus Auxiliares inmediatos de las disposiciones 
expresadas, y sírvase acusar recibo de esta circular. 

Dios guarde V. S. muchos años. Madrid 18 de Octubre 
de 1893.=Jlarlinez del Carnpo.=Sr. Fiscal de la Audieii- 
c iade  ... . . 



CIRCULAR 

El Ministerio fiscal, como Instituto establecido al lado de los 
Tribunales para velar por la observancia de las Leyes y defender 
el orden público y los intereses generales en los asuntos en que 
se le manda intervenir, es uno 6 indivisible, lo mismo cuando 
sus funciones recaen sobre la materia criminal que cuando se 
desempeñan en lo civil, eil los casos en que, por su transcenden- 
cia social 6 para que sirva de amparo y proteccihn á particulares 
consiclerables intereses, se requiere su audiencia. 

Cada representante suyo ha  de ser eco del criterio del Cuerpo 
que le delega: y siis peticiones y dictámenes expresión, antes 
que de su  individual juicio, de las instrucciones ol)!igatorias de 
sus superiores. El funcionario Fiscal no es asesor y consejero 
innecesario de los Jueces b quienes no interesa una opinión par- 
ticular de valor cambiante: es voz viva de un Institiito oficial 
que, por serlo y no por las cualidades personales de sus miem- 
bros, tiene el derecho y el honor de ser oído de quienes definen 
y declaran los dereclios privados. 

Su organización jerárquica J~ ia consiguiente subordinación 
en que viven los Fiscales dentro de su orden, implica la unidad 
de la acción de su oficio, en cuyo ejercicio, de esta arnionia k 
identidad de tendencia buscadas por el legislador, surgen su  
crkdito moral y tkcnico y su prestigio bajo la responsabilidad 
de quien irilpulse y determine SUS actos, que siempre han de 
inspirarse en los dictados de la mfisrecta interpretacidn de la  Ley. 

En el orden criminal son muchos y en general eficaces los 
medios concurrentes fi asegurar esa disciplina, L la cual sirven 
supremos recursos judiciales y frecuentes instrucciones obliga- 
torias B que Pstos casi diariamente prorocan, y que facilitan ade- 
mhs numerosas consultas de los inferiores. 
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En el civil queda larguísimo y áspero camino que recorrer 
para alcanzar el punto á que en lo criminal se  ha llegado. De- 
ficiencias de la organización fiscal oponen B semejante éxito 
obst4culos 6 entorpecimientos que crecen desatendidos 6 calla- 
dos, y que, si no se vencen con conocerlos, importa señalarles en 
demanda de remedio. 

Consisten principalmente, como por lo que toca & las fallas 
de que en lo penal conocen los Jueces municipales, en la gene- 
ral insuficiencia técnica de los Fiscales de este nombre y en la 
quizás más general ausencia de comunicación de estos mismos 
con sus inmediatos superiores los Fiscales de las Audie~cias. Y, 
a3emás de esto, en que cerca de los Jueces de primera instan- 
cia no hay Fiscal titular investido permanentemente de la  auto- 
ridad que corresponde á su función y del consiguiente prestigio 
con que decora al  que la ejerce la  calidad de miembro de un 
servicio tan importante del Estado. 

Suprimidos los Promotores fiscales de la  organización judi- 
cial actual y no bien acoinodadas B ésta las Leyes procesales de 
lo civil para ocurrir á necesidades del enjuiciamiento y hasta 
de orden mhs alto, hubo de disponer el art. 58 de la Ley adicio- 
nal á la OrgBnica del Poder judicial que en los negocios civiles 
en que debe ser oído el Ministerio fiscal le representen los Fis- 
cales municipales Letrados, 6 los Ahogados de que se valga el 
de la Audiencia, cuanclo por medio de sus Auxiliares 6 por s i  
propio no examine los expedientes que se tramiten en los Juz- 
gados de primera instancia. 

A causa de esto, en cada J~izgado de primera instancia es 
en realidad Fiscal el Municipal Letrado 6 un Abogado que de- 
signa el de la Audiencia territorial, con el que no suele mante- 
ner frecuentes relaciones oficiales. Y precisamente en esos Juz- 
gados, las más reces sin apelación, se ventila el mayor número 
de asuntos en que la Ley quiere que se oiga al Ministerio fiscal. 
Fuera prolijo B más de innecesario enumerarles para acreditar 
su  importancia. Conocida es ,  aun descartando de aquellos los 
negocios de interés de la Hacienda piiblica, encomendados por 
el Real decreto de 16 de Marzo de 1886 al Cuerpo de Abogados 
del Estado, porque todavía pueden suscitarse otros pleitos en que 
nuestro Ministerio sea parte principal y por lo considerable de 
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los expedjentes judiciales en que, por razón de orden publico, 
como las competencias de jurisdicciún, de interCs general, como 
no pocas informaciones sobre hechos trapscendentales al es- 
tado civil y & la propiedad, y ciertas declaraciones de ansen- 
cia, de heredero y de aptitud, 6 para defensa y como amparo de 
menores 6 incapacitados, reclama 15 impone la Ley el dictamen 
fiscal. 

En los primeros, en los qse se nos otorga puesto de parte 
principal 6 equivalente en el juicio, no ha de consentirse que se 
tome actitud que no conozca y autorice el Fiscal de l a  Audiencia. 
Obligaciún del representante 6 delegado suyo en el Juzgado ha 
de ser, desde ahora, abstenerse de intervenir aunque fuere ci- 
tado en tal clase de pleitos, advirtikndose 4 los Jueces que la 
autoridad precisa para recibir citaciones semejantes est4 reser- 
vada 8, los Fiscales de las Audiencias. Así, cuando éstos lo sean, 
podrán dirigir su acción en tales procesos por sí mismos 6 auto- 
rizar con instrucciones concretas & llevar su voz & sus inmedia- 
tos Auxiliares 6 4 los mismos representantes locales. Y consul- 
tando S sil vez los Fiscales de las Audiencias civiles & esta Fis- 
calía se uniformar4 la acción de nuestro Ministerio y se vigo- 
rizar& conforme B la Ley. 

En los segundos, en los que propiamente el Fiscal no es 
parte principal, porque ni demanda ni es demandado, ni defiende 
particular propio interks, es, si cabe, mas conveniente la unidad, 
y para lograrla la direccidn del superior y la consulta del subor- 
dinado, por c u ~ o s  ~nedios se eritarh que bajo un nombre la pro- 
pia ~iltitlad debilite sil autoridad sosteniendo como recta inter- 
pretaciún de la misma Ley en una parte lo que en otra contra- 
diga B imnurne, y se pondr& coto al arraigo de practicas 6 co- 
rn~pte l  arias la universalidad de sus preceptos. 

Lle, sto hasta doncle señala como meta de mi acción 
el conc,,,, Ministerio fiscal que dejo indicado, no es obra de 
un día: es tkrmino qiie pide tiempo y perseverancia y condicio- 
nes de que en 1s actualidad no se disponen. Apuntar la dirección 
y caminar liacia el fin, puede y debe hacerse desde luego. 

Cuando existían los Promotores fiscales, desde la Fiscalía del 
Tribunal Supremo llegaban a ellos instrucciones generales, y, 
por aquellos oficiales, conocían los de las Audiencias los asuntcs 

gar en e 
rlnl 
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en  que intervenía s u  Ministerio y se hallaban en situación de 
imprimirles adecuada dirección. 

Esperar hoy que todos los encargados de llevar la voz fiscal 
en los Juzgados de primera instancia sean igualmente cuidado- 
sos del servicio encomendado á un Instituto al que accidental- 
mente pertenecen y que agranden su  gratuito trabajo con con- 
sultas frecuentísimas cuyas resoluciones conserven para ense- 
ñanza de quienes les sucedan; confiar en que sus múltiples ocu- 
paciones permitan á los Fiscales de la5 Audiencias tomar cono- 
cimiento directo y personal de todos los expedientes que radiquen 
en los Juzgados del distrito, 6 que las indicaciones externas de 
los procesos les b ~ s t e n  para apreciar con acierto la  importancia 
de las cuestiones que entrafien 4 fin de llamarles B sí, con re- 
trasos y gastos excesivos para otros interesados. es apartarse 
de la  realidad de las cosas que muestra la vida diaria. Habrá 
seguramente personas celosísimas que B lo primero lleguen, pero 
constituirán una excepción afortunada nada niás. 

Imponer & los representantes del illiiiisterio fiscal la  obliga- 
cid11 (le ia consulta en todos los casos, es, sin duda. un derecho 
del superior y una obligación de parte de los primeros contraída 
con la voliintaria aceptacidn del cargo, pero que llegaría a lia- 
cerse sobradamente ocupada y hasta injustamente dispendiosa 
para aquCllos mientras no se les concedan medios adecuados de 
que carecen. Del Gobierno de S. M. he solicitado g espero los 
más perentorios. 

Las dificultades, sin embargo, no deben detener en camino 
que la Ley traza. Para disminuirlas, ya  que no para vencerlas, 
requiero confiado la cooperación de los Sres. Fiscales de las 
Audiencias del distrito, á quienes incumbe inmediatamente di- 
rigir la  acción de nuestro Ministerio en los Juzgados del suyo. 

Con tal ohjeto, y a reserva de especiales instrucciones que 
motiven sus coiisultas, 6 las cuales les invito, 6 las materias que 
exijan mBs frecuente intervención del Ministerio fiscal, he acor- 
dado las disposiciones siguieiites: 

l.a Los Fiscales que fiincionnn eri las Audiencias de distrito 
encargarán B los Municipales Letrados de las capitales de JW- 
gados de primera instancia la  representación del Ministerio fis- 
cal en los asuntos civiles, & no mediar circunstancias que les 
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aconsejen la designación de otro Abogado. En este caso, y cuando 
el Fiscal niunicipal no sea Letrado, nombrarán repr~sentnnte del 
Binislerio $$cal h un Abogado de condiciones idóneas. 

Aquellos y estos nombramientos y los que las vacantes exi- 
jan, los pondrhn en conocimiento de los Jueces respectivos, del 
Presidente de la  Audiencia territorial y de esta Fiscalía. 

En donde no hubiere Abogado que acepte el cargo, se invi- 
tara al Registrador de la propiedad á que tome interinamente la 
representación fiscal, como previno la Real orden de 15 de Marzo 
de 1878, que continila en vigor. 

Ki los Abogados ni los Registradores intervendrán en los 
asuntos criminales. 

2." Los Represcn(antes no estarán autorizados, por el solo 
heclio de serlo, para recibir citaciones y para comparecer en los 
pleitos en que el Ministerio fiscal tenga lugar de parte principal. 
y no podrán, por tanto, entablar acción ni  responder demanda 
sin orden y delegación especial de su superior, cuyas instruc- 
ciones cumplirhn. 

3." Los Fiscales que ejercen en las Audiencias territoriales 
mantendrán constante comunicación con los Municipales 6 Re- 
presrnlnntes del lugar de su residencia para dirigirles en los ne- 
gocios civiles en que inter~engan,  adoptando cuantas medidas 
consiilten fi la unidad de su acción. 

4." Los mismos Fiscales dirigirhn á los Represenlnnles de 
partido las instrucciones generales que estimen útiles para el 
propio objeto, y exigirán que Bstos les consulten los casos de 
duda, de racional dificultad 6 de transcendencia, así como aque- 
llos en que, para utilizar algiin recurso, lo consientan los tkr- 
minos procesales. 

5." Para ejercitar los Fiscales de Audiencia encargados de 
los asuntos civiles la facultad que les corresponde de examinar 
por s í  mismos 6 por sus inmediatos Auxiliares los expedientes 
que se tramiten en los Juzgados de primera instancia, IiarAn 
saber su propósito á los Jueces, á fi2 de que se entiendan con 
ellos las actuaciones y no con otro funcionario. 

6." Los Reprcsenlantes llevaran un Registrogeneral de nego- 
cios civiles en que intervengan, arreglado al modelo nilm. 2. 
En los dictámenes que emitan coilsignarán al pie de su firma el 
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nilmero que al negocio coi~eaponda en el Registro y el del dic- 
tamen dado en el negocio mismo. 

Al cesar por cualquier causa en la representación entregarán 
el registro & quien les reemplace. 

7." Los Represenlantes de partido, y, en su caso, el Fiscal 6 
sus Auxiliares, al despachar cada negocio llenar4n y autorizarán 
con su firma una hoja como el modelo núm. l. El día l." de 
cada mes se remitiran las hojas B la Fiscalia de la Audiencia de 
lo civil. Su examen facilitará B los Fiscales la inspeccián corres- 
pondiente para dar las instrucciories que el asunto requiera. 

Organizadas las hojas en la Fiscalía, por Juzgados y por ne- 
gocios, se remitirán á ésta cuatrimestralmente en No~iembre, 
Marzo y Julio. 
8." En las Fiscalías se abrir l  también un  Regislro para l a  

anotacidn de los negocios del Tribunal respectivo, conforme al 
modelo nbm. 3, y otro nz~xilinr de los de Juzgado igual al de 
que habla la disposicidn anterior, para inscribir los que radi- 
cando en estos despaclia el Fiscal 6 sus Auxiliares. 

También se llenarán las hojas del modelo núm. 4, referentes 
4 negocios del Tribunal, y se remitirán á esta Fiscalía en los 
plazos diclios. 

9." De las instrucciones generales que sobre materia civil 
dicten los Fiscales de Audiencia que de ella conocen, remitirhn 
copia l esta Fiscalia, así como de las especiales que consideren 
importantes. Para uniformar las practicas procesales y las de- 
claraciones de derecho en los Juzgados, pro~ocarán los recur- 
sos que les concedan las Leyes en cuantos asuntos lo merezcan 
por su  importancia y transceudencia, pero cuidando de que no 
se ofenda con ello derecho que deba ser defendido por el Minis- 
terio fiscal. 

10." Los Fiscales liarán objeto de sus observaciones, como 
apkndice 4 la Memoria que el art. 15 de la Ley de 14 de Octu- 
bre de 1882 les ordena elevar á esta Fiscalia, la  materia civil 
en cuanto concierne al Ministerio fiscal, y menciún expresa de 
los Fiscales municipales 6 Representantes que se hayan distin- 
guido en el servicio, para que esta Fiscalia pueda recomendar- 
los 4 la consideración y á la  recompensa al Gobierno de S. 81. 

11." Los servicios estadisticos y de inspección que se esta- 



blecen, sustituyen 4 los anteriores sobre materia civil, y comen- 
zar411 á, prestarse desde el día l." de Enero de 1891. 

DB V. S .  conocimiento de esta circular 9. sus Auxiliares y ti 

los Representantes de2 Ministerio lfscal en los partidos de ese 
territorio, en lo que respectivamente les afecte, y sírvase acusar 
su recibo. 

Dios guarde 9, V. 'S. muchos años. Madrid 24 de Octubre 
de 1893.=JFartdnez del Campo. 



CIRCULAR 

La unidad de criterio y de acción del Ministerio fiscal es con- 
dición esencial de este Instituto del Estado, & cuyos fines tanto 
importa asegurarla en los negocios civiles de su competencia 
como en los criminales. Procurada en unos y en otros, Iia sido 
hasta ahora menos notado el Bxito del empeño en los primeros, 
B causa, sin duda, del cúmulo de obligaciones perentorias de 
ot,ros órdenes que reclaman la ocupación de los funcionarios lla- 
mados inmediatamente B realizarla. Es menester, por lo mismo, 
acudir con atención proporcionada B su importancia it este con- 
siderable servicio en las provincias de Ultramar, B fin de que 
la acción fiscal no estd ni parezca abandonada al juicio particu- 
lar de los Oficiales que la ejercen, y de que en todo caso traduz- 
can sus gestiones cerca de los Jueces y Tribunales la opinión 
del Cuerpo 9. que aquéllos pertenecen, que es, y no la individual, 
la requerida por la Ley, al ordenar en numerosos asuiltos civi- 
les l a  intervención de un Instituto jerárquicamente organizado 
y sujeto á disciplina de obediencia. 

De esos asuntos, en unos el 3finisterio fiscal defiende intere- 
ses colectivos demandando 6 respondiendo en concepto de parte 
principal en el juicio de la  propia manera y con igiiales medios 
& los que sirven en justicia á la defensa de los intereses priva- 
dos. En otros, el carftcter de su  audiencia aparece más grave 6 
interesante por la razón que la dicta. Es en éstos representación 
de la sociedad organizarla que solicita de los Tribunales inde- 
pendientes la observancia de las Leyes ó el mantenimiento clel 
orden de las jurisdicciones, 6 ejerce tradicional y ~ O ~ ~ T O S O  mi- 
nisterio de protección de los menores, de los ausentes y de los 
incapacitados. 

Su actitud en los primeros la  señalará en cada pleito la  posi- 
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ción procesal que corresponda al in terb  que con los pa~ticulares 
se ponga en contienda; en los segundos ha de brrscar inspira- 
ción en el sentido de la Ley, pero incesantemente ha de servir 
á su cumplimiento. 

En ambos casos, sopena de contradecir la causa de nuestro 
Ministerio, es conveniente, muchas veces necesario, que sus re- 
prerentantes subalternos determinen su acci6n por los consejos 
6 los mandatos del superior jerárqiiico, y que Bstos, por medio 
de instrucciones generales 6 especiales, establezcan ~ e g l a s  de 
criterio y fijen doctrinas obligatorias de interpretacidn legal, y 
resuelvan las dudas que se les sometan 6 qÜe sea prudente y 
Útil prevenir. 

No será expedito, ni acaso compatible con el ordenado y bre- 
ve curso de los procesos, que los representantes del Ministerio 
fiscal en los Juzgados de primera instancia de Cuba y de Puerto 
Rico, nombraclos por los Fiscales de las Audiencias territoriales, 
conforme a l  art. 423 de la Compilarión de 5 de Enero de 1891, y 
los Promotores fiscales en Filipinas, consulten A sus Jefes inme- 
diatos la  petición que hayan de formular en cada negocio que 
se les comunique. Wo lo será tampoco que los Fiscales de las 
Audiencias territoriales de las Antillas tomen personal conoci- 
miento, ni  siquiera por medio de sus Auxiliares, de cuantos 
asuntos de los que se tramiten en los Juzgados conviniera que 
por si mismos examinaran. como para ello les autoriza el ar- 
tic1110 423, porque el niíinero y la distancia y el tiempo no se- 
rán obstáculos rencibles en todo momento y ocasión. 

Pero tampoco debe consentirse que la voz fiscal en los Juz- 
gados no sea eco nunca, 6 s61o por excepción, de la del Insti- 
tuto que la autoriza; al contrario, los Jefes de distrito han de es- 
forzarse por cambiar los tCrminos de liecho y tender á que en los 
menos casos en ninguno, si tanto se logra, deje el represen- 
tante 6 el Pronlotor de ser úrgano por donde se manifieste ante 
los Jueces la opinión del Ministerio fiscal. 

Ro me son conocidas las disposiciones de orden interior que 
esa Fiscalía haya dictado y en su distrito se observen para co- 
nocer y dirigir la acción de sus subordinados en materia civil: 
no me a t r e ~ o  d desconfiar de su ineficacia s610 por la ausencia 
en esta Fiscalía de mi cargo de consultas relacionadas con tales 

11 
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asmtos; pero la gra-iedad de la mayor parte de ellos. las dudas 
que los nut?cos CCidigos civiles y comerciales necesariameute 
han de ocasionar sobre cuestiones relacionadas con el rBgimen 
de la propiedad y de la familia en cuanto atafie á los nieiiores; 
la  frecuencia en esos territorios de leutisimas testamentarias y 
abintestatos y de lierederos ausentes 6 desconocidos, cuestioues 
y expedientes que reclaman la intervención fiscal, me impone 
sin mayor demora la resolución de requirir especialmente el 
concurso (le los Sres. Fiscales de las Audiencias territoriales de 
Ultramar en primer tCrmino, y el de todos sus subordinados des- 
puBs, para que niiestra acción se haga sentir, como la Ley quie- 
re, en todos esos negocios, y se uniforme el criterio de cuantos 
deban ejercitar l a  primera ciial reclama la identidad de la se- 
gunda. 

Con este propósito he acordado: 
l." Los Fiscales de las Audiencias territoriales de las Islas 

de Cuba y de Puerto Rico ciiidarán de que en cada Juzgado de 
primera instancia de su respectivo distrito haya un Rrp~esen- 
tante del ~Enis le~io  JSscaZ, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo 423 de la Compilación de 5 de Enero de 1891. De la de- 
signación que hagan darán conocimiento al Juez respectivo, al 
Presidente de la  Audiencia territorial y á esta Fiscalía. 

Los l2epresenlnnle.s no estarán autorizados, por el solo hecho 
de serlo, para recibir citaciones y para comparecer en los plei- 
tos en que el Ministerio fiscal sea parte principal, ni podrán, 
por tanto, entablar acción ni contestar demanda sin orden y de- 
legación especial de su  supefiar, cuyas instrucciones ciim- 
plirán. 

2." Los mismos Fiscales y el de l a  Audiencia territorial de 
Nanila dictarán las instrucciones generales que su celo B interés 
por el servicio les aconseje para que los Representanles del Jfi- 
nislevio ,fiscaZ y los Promotores fiscales se  ajusten B ellas en 
los negocios civiles en que intervengan, y exigirán que éstos les 
consulten los casos de duda, de racional dificultad 6 de trans- 
tendencia, así como aqueIlos en que, para utilizar algún recur- 
so, lo consientan los términos procesales. 

3." Los Fiscales de las Audiencias territoriales mantendrán 
constante comunicación con los Municipales 6 Represenlantes 6 



103 

con los Proinotores del lugiir de su residencia, para dirigirle? en 
los negocios c i~ i l e s  en que interreiigan, adoptando cuantas ine- 

-didas consulten b la unidad rle s i l  acciiin. 
Cuando los de las Islas de Cuba y de Puerto Rico hayan de 

ejercer la facultar1 que les correspoilde de examinar por si ~i i is-  
mos 6 por sus Auxiliares los espedientes que se tramiten en los 
.fnzgados de primera instancia, sahér su propósito a los 
Jueces, b fin de que se entienda los las actuaciones y no 
con otro funcionario. 

4.' Los Representattles de partido, y en su caso el Fiscal y 
sus Auxiliares en Cuba y Puerto Rico y los Promotores fiscales 
en Filipinas. l l eva rh  un Registro gemeral de negocios civiles en 
que intervengan, arreglado al modelo núm. 1. 

En los dictiLuienes que emitan consignarbn al pie de su firma 
el número que al negocio corresponda en el Registro y el del 
dictamen dado en el negocio mismo. A1 cesar por cualqiiier 
causa en la representación, entregarhn el Registro 8 quien le 
reemplace. 

5." Los mismos funcionarios, y en su caso el Fiscal y sus 
Auxiliares en Cuba y Puerto Rico, al despachar cada negocio, 1lf:- 
varán y autorizarán con su firma nila hoja como el modelo nú- 
mero 2. El día 1 ." de cada mes se remitirán las hojas á la  Fiscalia 
de la  Audiencia de lo civil. Su examen facilitar& b los Fiscales 
la  inspeccibn correspondiente para dar las instrucciones que el 
asunto requiera. 

Organizadas las hojas en la Fiscalía por Juzgados y por ne-  
gocios, se remitirbn b bsta cuatrimestralmente en Koviembre, 
Marzo y Julio. 

6." En las Fiscalias se abrirá tainhikn un Registro para la 
anotacibn de los negocios del Tribunal respectivo, conforme al 
modelo núm. 3, en las de Cuba y Puerto Rico otro auxiliar de 
los de Jnzgado, igual al de que liabla la disposición anterior, 
para l a  de los que radiquen en éstos y despachen el Fiscal 6 sus 
Auxiliares. 

También se llenaran las hojas del moclelo núm. 4, referentes 
b negocios del 1, y se renlitirbn A esta Fiscalía en los 
plazos dichos. 

7." De las instrucciones generales que sobre materia civil 
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dicten los Fiscales de Audiencia territorial remitir411 copia tí 

esta Fiscalia, así como de las especiales que consideren impor- 
tantes. Para uniformar las prácticas procesales y las cleclaracio- 
iies de derecho en los Juzgados, provocarán los recursos que les 
concedan las Leyes en cuantos asuntos lo merezcan por su im- 
portancia y transcendencia, pero cuidando de que no se ofenda 
con ello derecho que deba ser defendido por el Ministerio 
fiscal. 

8.' Los Fiscales liar8n objeto de sus obserraciones, como 
apkndice á la  Memoria que el art. 15 de la Ley de 1 4  de Octu- 
bre de 1882 les ordena elevar á esta Fiscalía, la materia civil. 
en cuanto concierne al Ministerio fiscal, y menci6n expresa de 
los Promotores fiscales, Fiscales municipales 6 Represenlanks 
que se hagan distinguido en el servicio, para que esta Fiscalía 
pueda recomendarles á l a  consideraci6n y á la recompensa al 
Gobierno de S. M. 

9." Los servicios estadísticos y de inspección que se estable- 
cen sustitiiyen á los dembs anteriores sobre materia civil, y co- 
menzarán 9. prestarse desde el día 1.' de Enero de 1894. 

D6 V. S. conocimiento de esta circular b sus Auxiliares y á 
los Re;aresp'litnntes del Hinisterio $seal 6 Promotores fiscales 
de los partidos de ese territorio en lo que respectivamente les 
afecte, y sírvase acusar su  recibo. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 24 de Octubre 
de 1893.=Jfarlz'nea del Cam.o.=Sr. Fiscal de la Audieii- 
cia de.. .. . 
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Las diidas y aun las opiniones distintas á qiie da lugar en 
l a  prbctica la determinación del concepto y del carácter de la  
s?rmaq8ia inst~ucción s- impone, en casos seiia- 
lados, la siispensibn del juicio oral, son bien explicables. 

La Ley de Enjuiciamiento criminal de 1872 que, por vez 
primera, introdujo en el dereclio español ese especial mhtodo 
de i n ~ e s t i ~ a c i i n  y de esclarecimiento, 6, cuya conoeniencia 
respondiú antes la reposición de. las causas, desde cualquier 
estado, 
La de 

imario, no le definió, ni describiú su contenido. 
la que desde l b 8 9  rige en las Islas de Cuba y 

tle Puerto Kico no fueron mhs expresivas. 
Al criterio tkcnico de los Tril~unales qued6 por esto nece- 

sariamente deferido, en cada caso, el señalamiento de su objeto. 
y forma, hasta que el Supremo con sus declaraciones complete 
un cuerpo de doctrina con autoridad para todos obligatoria. 
Mientras tanto, el Ministerio fiscal ha de tener una norma ge- 
neral B que ajustar su  accicin, y deber mío es formularla en sus 
líneas capitales. 

La sumaria instrlrccidn suplementaria tiene en la Ley carhc- 
ter de diligencia extraordinaria de prueba, utilizable por las 
partes contendientes en el juicio, porque sólo k solicitud de su 
interCs es permitido 6, los Tribunales ordenarla, cuando revela- 
ciones G retractaciones inesperadas produzca11 alteraciones sus- 
tanciales en el juicio mismo. Pónese con ella al alcance de  
acusadores y acusados un medio de ocurrir, en su defensa, 4 



mento 
se  hiil: 
n n n  nii 

nposible prepar: 
los llamamientos de lo imprevisto y de aportar al juicio en qu 
esto se r e ~ e l e  jiistificaciones 2 1s de in 
ción anterior. 

blas no todo lo imprevisto y así re~elado exige el uso de ta 
excepcional procedimiento. Hal~rh de emplearse cuanclo la revc 
lacidn 6 la retractación, sobre ser inesperadas, afecten iL lo su: 
tancial del juicio, que es, fuera de lo extrrno, el carácter jurí- 
dico del Iieclio fundamental de la acusacian y la realidad de las 
responsabilidades con 61 ligadas por los acusadores; y de tal 
calidad ha  de aparecer el objeto de la  investigación, que, pc 
ser impropia de la acción privada y extraña h su esfera, rc 
quiera la intervfnción de la autoridad judicial. 

Lo que las partes puedan por sí mismas obtener, los el€ 
mentos de prueba que por las causas dichas necesiten proci 
rarse y-piiedan procurarse, no sera objeto propio de la instruc 
ción suplementaria. aunque haya de ocasionar la si 
del jiiicio. Materia de esta jristrucción serbn, no niás, 
gaciones correspondientes h la  funci6n normal de los Jueces 
que las practican en el orden penal. Instruccióii h r e ~ e  6 suma- 
ria. pero instrncci6n suinarial al callo, que sirva de comple- 

b la que precediú á los debates v las 
~ ie ra  extendido la p r i ~ n e ~  

,u, ,.movocan la seglinda. 
Los casos de so procedencia lian de recaer sobre la defin 

cibii legal de los heclios 6 sobre la responsabilidad de los aci 
sarlos. 

ealidarl jurídica de los hechos, ofi'ecidos B la coilsider: 
le las partes en un principio con determinada aliarienci: 

puede revelarse repentiiiainente en el juicio abierto, por el inS 
rito y desarrollo de las pruehas, con una distintea dependiente 6 
subordinada 6 en relaei6n íntima con otros ignorados, liasta el 
punto de hacer imposible. sin el esclarecimiento de bstos, c' 
jiiicio de 10s que dieron materia & la acusación. 

La responsabilidad de los acusados tarnbi6n puede presei 
tarse agravada y aun desvanecida por la existencia incompat 
ble de alguna principal 6 escluyente. hasta el momento no so: 
pechada, y requerir ii su vez su juicio una sumaria comprobz 
ci6n de la nuevamente re-relada. 

pruebas 
i las ind 

uspensi6 
las ind: 

- 
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K ~ 1 1 0 3  J UL~ZUD C ~ ~ O S ,  8. los que pueden dar principalmente 
materia los delitos complejos y los cometidos por medio de la 
prensa, sirve la instruccidn suplementaria, establecida por exi- 
gencia lógica de la posicidn de los Tribunales en el régimen 
acusatorio, y no menos por necesidad de que extremados for- 
rnalisinos no se conviertan en obsthculos que impidan reconocer 
y proclamar la índole verdadera de los lieclios y de las imputa- 

'" ieu. ciones que se j t t ~ , ~  

Entiendo, por tanto, que es materia propia y exclusiva de la 
instruccidn siiplementaria el esclareciuiiento judicial de algdn 
hecho revelado inesperadamente en el juicio, A conclici6n de ser 
juridicainente inherente al procesal y de hallarse con este en 
tan estrecha intimidad que deba influir en su calificaciCu legal 
6 de implicar alguna responsabilidad que, de igual iiiodo 6 con 
idéntica intimidad, se relacione con el hecho mismo y con la 
del aciisado, de suerte que, por ser l a  de este subsidiaria ó iii- 
compatible con la excluyente dltiinamente indicada, no con- 
sienta juicio separado sin riesgo de injusticia. 

En el primer caso, lo exige la acertada calificación cle los 
Iiechos co~~stitiitivos en su  parte del delito. En el segundo, es la  
instrucción supletoria necesidad procesal para poner 6 quien 
tenga responsabilidad en estado de recibir sentencia, y para 
ello de ser objeto de ncusaciún. Consiguiente & la natiirnleza de 
este niedio coiiiplemeiitai'io de inl-estigación es que el Tribunal 
que le decrete seiiale, en términos tan precisos como en cada 
caso sean posibles, su objeto concreto g su extensidn; porque, si 
bien el Juez al realixarle obrar& con la jurisdiccicin de su cargo, 
segilii lia declarado el Tribunal Suprerno en sentencia,de 26 de 
Abril cle 1890, ejerce en realidad fuiiciúu clelegada sobre piin- 
tos que será siempre prudente circiinscribir con oportunidad, & 
fin de prevenir dudas racionales de sus ati.ibiicioiies y asegu- 
rarle de si éstas alcanzan al procesaiiiieiito de todos ó de algu- 
nos de los que la instruccidii muestre presiintos responsables ¿le 
los lieclios que la determinen. 

Solninente por los graves iilotiros indicados debe acordarse, 
no por nieras sospeclins, ni a inipulso de naturales exculpacio- 
nes frecuentes. La necesidad de la  calificaciún y del juicio de la 
responsabilidad solamente la  autorizan. Lo que esto no sea, lo 
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que de otro modo pueda juzgarse con acierto, debe remitirse á 
distinto proceso. 

En el juicio suspendido ii causa de la iiistrucción srimaria 
surtira ésta. en general, los efectos correspondientes con que el 
Juez delegado envíe al Tribunal delegante las actuaciones que 
la coustituyan, rorque, al reanudarse, las partes deiucirán las 
consecuencias propias de su  intención respectiva y ejercitarán 
los derechos que la Ley les otorga. 

Esto será,. sin duda, lo ordinario, lo normal, criando la ins- 
trucción importe no más que 4 la calificación de los lieclios. 

Pero cuando afecte L una nueva responsabilidad contradicto- 
ria de la requerida hasta entonces y excli~yente de Bsta, cuando 
sea por ella preciso poner en estado de juicio h persona que 
antes no lo estiiviera, será indispensable, para lograrlo, la pre- 
via declaraci6n de procesamiento, acto srimarial que por serlo 
ha  de acordar el Juez, y lo que la responsabilidad nuera sea 
objeto tambien de nuevas conclusiones y de defensa y pruebas. 
Ninguna disposición legal lo prohibe, como tampoco es contra- 
rio á regla precepti~a de enjuiciamiento qiie el Juez, y en su 
día la Audiencia. declaren expresamente terminado el sumario 
complementario, ni que el Tribunal observe las ordinarias para 
llevar al juicio al culpable indiciado de tal en las diligencias 
practicadas S impulso de motiros relevados durante las priiehas 
del juicio principal. Antes al contrario, este in6tndo es resp 
tuoso de todos los derechos. 

Si otro procedimiento cousintiera la Ley, por razóu de ec 
nomia judicial, no debe impugnarse aquel por nuestro Mini 
terio. 

No se oponen total ni parcialmente al expresado las dispos,- 
ciones del título 5.' del libro cuarto de la ley de Enjuiciamiento 
criminal. aun ciiaudo en un momento de las causas á que se re- 
fieran existan dos procesados. porque sus preceptos se dirigen 
en snstancia á impedir que haga condenados de dos categorías 
por delitos cometidos por medio de la imprenta, y porque el 
sobreseimiento ordenado en su art. 821 no ha de dictarse sino 
cuando aparezca evidente la  inciilpabilidad legal del primer pro- 
cesado; cuestión que podrá ser necesario discutir en el Juicio, 
contrastando acaso pruebas contradictorias. 
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31 art. 582 del Cúdigo penal castiga como deliiicuentes á los 
que, por medio de la imprenta, el grabado, ú otro niedio iiiecb 
nico de publicaciún,  pro^-ocan directamente 4 la perpetraciún de 
algdn delito, y el ndm. 4." del 584, como autores de falta, h, 
quienes emplean iguales medios para liacer la apología de ac- 
ciones calificadas tambiAn de delito. 

Fanáticos secuaces de doctrinas servidas, en nuestra Kación 
y fuera de ella, por criminales empeiios colectivos de desarrai- 
gar  por el-fuego y por el terror condiciones perdurables de la 
sociedad, llevan su audacia hasta hacer gala en la prensa pe- 
ribdica de sus reprobables designios y de propúsitos extermina- 
dores de cuanto vive al amparo del dereclio positivo. Validos de 
escritos propios 6 de conferelicias á la imprenta destinadas, se 
atreven unas reces al piiblico elogio de crímenes perpetrados y 
al  ensalzamiento de sus autores, y Ilrgan otras á escitar sin re- 
hoz0 y & proyocar sin respeto de la uoral ni de la  Ler á la  eje- 
cuciún de esos gravísimos delitos que execra la conciencia hu- 
mana. Aumentan así, con doble quebranto del reposo social, la  
justa J- extensa alarma $ la  piadosa pesadumbre que produce la 
vista de la fria nialdad con que al azar se vierte sangre inocente 
y de la asombrosa indiferencia con que se reparten sin prorecho 
rlaños y iilales, lágrimas y lutos. 

Tales aplausos g tales provocaciones no son solamente des- 
varíos de espíritus ciegos. Con esa imprudencia iiianifiestos re- 
claman sanci0n penal. La Ley se la señala. 1' la Ley lia de ser 
severamente cumplida. Es defensa de la  sociedad y de los ciu- 
dadanos, y unos y otra tienen dereclio á que con se~er idad se 
ciirnpla. 

A1 Ministerio fiscal, ayudado, conio es de esperar que lo sea, 



por las Autoriclailes gtihernativa,, .u,a cuidar asiduamente de 
su observancia 1 precaver olvido y desatrnci6n. Confío en que 
sus funcionarios ser4n fieles sin vacilación y con energía, si es 
necesaria, B todos sus deberes. V. S. y sus inmediatos Auxilia- 
res al intervenir en los procesos por delito 6 promoviendolos: 
V. S. además, poniendo en ejercicio su autoridad, mediante ins- 
trucciones adecuadas que dicte, para la dirección que le com. 
pete de los Fiscales municipales en lo que pertenezca $ la esfera 
en que estos sus subordinados actúan, y todos procurando que, 
cuando se realicen las indicadas y cuantas acciones el C6digo 
penal declare punibles, la  de nuestro Rlinisterio se llaga sentir 
tan inmediata como inexorable. 

4 Y. S. muchos años. Madrid 17 de Noviembre 
rldnez dpl Ca~)jpo.==Sr. Fiscal de la -4udien- 
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Las disposiciones contenidas en l a  Ley de Enjuiciamiento 
civil sobre el procedimiento correspondiente al  nombramiento de 
curadores ejemplares, han sido modificadas en parte principal 
por las del C6digo civil referentes á la  tutela de los locos b de- 
mentes. 

Materia tan grave y de transcendencia tan considerable por 
lo que afecta al derecho natural del hombre de regirse 4 s i  pro- 
pio y gobernar lo suyo cuando alcanza la. mayoría de edad, debe 
de ser mirada por ni~estro Ministerio can vigilante y asidua pre- 
dilección. Importa B los fines de su Instituto que, al intervenir 
en tales asuntos, se niuestre escrupuloso y severo critico de las 
pruebas que se aduzcan, de modo que no quede paso irregular 
al  interes ni & los maliciosos atrevimientos de la  codicia, alen- 
tada con la esperanza de sorpresas 4 la  desatenci6n de quienes 
la  Ley constituye en obligados protectores de los desvalidos. 
Para serlo, en verdad, no ha de solicitar el Fiscal ni ayudar pre- 
tensidn que no acrisolen demostraciones evidentes fidedignas, 
iii consentir, mientras cuente con medios de impugnación, re- 
soluciones contrarias á los dictados de sil Iionracla conciencia, 
que rechazara requerimientos de ralor persiiasivo cuestionable b 
equívoco. Oponerse a la declaracibn de incapacidad de quien nB 
se acredite claramente qiie la padece, es obligación categdrit 
de nuestro oficio. 

La amplia libertad con que el dereclio por iiiiiclio tiempo T 

gente en España, confiado en la rectitod de los Jueces: les pe 
mitía obtener las pruebas de la incapacidad personal. la tienc 
los actuales para apreciarlas; pero nuevas garantías procesa11 
escudan peligros temibles y satisfacen sentimientos de respeto, 
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cada día in8s general, hacia la personalida~l ciril de los cinda- 
danos. 

Si una mera inforniación testifical 6 peritica, libremente es- 
cogida, bastó en lo antiguo k los Jueces para proveer de cura- 
dor ejemplar 8 los privados de razón suficiente para dirigir su 
persona y bienes, la Ley de Enjuiciamiento civil de 1855 requi- 
rió ya para esto mismo precedente justificación cumplida de la 
incapacidad, y fa de 1881 demostración sumaria de tal estado 
en un antejuicio, cuyo término afirmativo producía el nombra- 
miento, no mks que interino, de aquel tradicional guardador. 

La índole general del antejuicio parecía excluir la  contención 
y la audiencia de intereses opuestos, porque ni eran citados, ni 
siquiera requerida la  intervención fiscal hasta la proximidad del 
discernimiento. 

Al Código civil correspondía mayor avance eu el camino tra- 
zado: tc acrecentar las garantías de los derechos afecta- 
dos, y 1 En su art. 213 exige que á la  tutela de los locos, 
dementes y sordomudos mayores de edad, preceda expresa de- 
claración de la incapacidad, y en el 216 impone l a  audiencia 
del Consejo de familia y el examen por los propios Tribunales 
del denunciado como incapaz. En el 218 manda que 18 declara- 
ción se haga sztmavinmente, segiin dice tambibn la Ley de Enjui- 
ciamiento; pero coino omite liitblar del antejuicio que por Bsta 
se estableció, y ordena el nombramiento de defensor al presunto 
incapaz, cuando no la pide el Ministerio piiblico al que con- 
fieqe tan interesante encargo si otra persona distinta la deman- 
da3esul ta  de sus preceptos el caricter fovmnlntenle contraclic- 
torio de1 procedimiento judicial, por m8s que la declaración sea, 
cual por la Ley de Enjiiiciamiento. provisional y susceptible de 
derogacibn en juicio ordinario. El nombramiento de defensor lo 
revela. Se le designa para proteger el amenazado de privación 
de su libertad civil, y si lia de asistirle con medios eficaces, lia 
de oírsi I 4 parte principal, y han de ser recibidas en s u  
caso la, ,S pertinentes que oponga 4 las indispensables en  
que se apoye la incapacida&sta contención carecía de espacio 
determinado en los trhmites 'de la  antigua información y en los 
naturales del posterior autejuicio. 

El procedimiento necesita mhs amplitud por ser y para .ser 
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contratlictorio, cuando nierins en su forma. Y aunque no le mar- 
que el C6digo civil, no hay que inventarle. Le señala el ar- 
ticulo 1.873 de 18 Ley de Enjuiciamiento. ((Toda cuestión-dice- 
»que surja de las disposiciones contenidas en este titulo (el que 
,fsata del nornbramiento de tutores y curadores) y haya de re- 
»solverse en juicio contradictorio, segiín lo ordenado en el 
nmismo, se sustanciarh en la forma determinada para los inci- 
>)dentes. » 

1 .- 
Desde el momento en que una Ley posterior & Bsta, como lo 

1 es el Código civil, impone la contradicción procesal sobre decla- 
i ración de incapacidad y noinbramiento consiguiente de tutor cri 
1 
; caso en que antes procedía, segiln las ordenaciones rle la pri- 
: mera en tiempo, el de curador ejemplar; desde qiie la indole del 
: derecho sustantivo afectado exige su deñnici6n en un verdadero 
a juicio, que se establece por la presencia ante el Juez de partes 
I distintas con posición de actor y demandado, se llega á las pre- 

msiones del articulo copiado, y es inexcusable aplicar al proceso 
la tramitación contenciosa sumaria de los incidentes, si no h a  
de seguirse una arbitraria con menor fiindamento legal 6 sin 
ninguno. 

El Ministerio fiscal, cuya uilidad de accirin y de criterio es 
condición de la  defensa de los intereses que representa en la ad- 
ministracirin de la justicia, ha  de sostenerlo así, utilizando, en 
ventaja de su  funciún, los recursos que la prudencia g l a  Ley 
aconsejen de consuno, y Iia de tener presente, adembs de lo di- 
cho, que cuando la declaración que recaiga contradiga sus peti- 
ciones, para promover otra definiti~a en juicio ordinario, teilclr& 
que contar con el asentimiento del respectivo Consejo de fami- 
lia, & quien el art. 219 del Código civil reserva esa facultad. 

Sirvase V. S. dar á los delegados del Ministerio fiscal de 
ese territorio las instrucciones consiguientes, y velar con su 
acostumbrado celo por el ciimplimiento cle las que contiene esta 
circular, de que acusar& recibo. 

Dios guarde & V. S. muchos años. Madrid 25 <le Enero 
de 1894.=Marldnez del Campo. =Sr. Fiscal de la Audien- 
cia territorial de. . . . . 
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La ~nrisdicción de los 'rribuuales de lo criminal necesita ser 
requerida para el pronunciamiento de sentencias coudei:atorias. 
Sin acusaciún mantenida, hasta el último trance del juicio no 
les es permitido declarai responsabilidades. 

En este &gimen, la retirada 6 el desistimiento de la acusa- 
ción fiscal durante el juicio, a virtud de resultado de las prue- 
bas practicadas contrario S su fundamerito, influxe en la reso- 
lución judicial las más veces de modo decisivo por lo escaso de 
las en que la acompaña y srrbsiste despues de ella la  acciói~ par- 
ticular demandante. 

Esa transcendencia, que en la realidad hace Juez al Fiscal, y 
derecho tan considerable obliga á nuestro Ministerio á usar de 
Bste con segiira circunspección y con modesta prudencia, para 
no desatender con tiempo previsiones racionales, y a procurar 
re-c-estir su ejercicio, por los medios á su alcance, de la mayor 
posible autoridad, fin de no reducirle 5 la expresión, bien in- 
tencionada, pero más snsceptible de error, de la escl~isiva par- 
ticular responsabilidad de los Auxiliares titulados ó quizhs inte- 
rinos de cada Fiscal de Audiencia. 

La que la Ley pone 5 cargo de este Jefe no es declinable 
sino por excepci6n. Encargado de dirigir personalmente la ac- 
ción fiscal en su distrito y la de sus Auxiliares en los procesos, 
si el ndmero de éstos impide que, por si propio, examine todos, 
y, en general, ha de acordar, mediante informe verbal de he- 
chos que reciba de sus subordinados, las instrucciones apropia- 
das b cada causa, no debe consentir que, autorizados por dele- 
gación amplia y vaga, que no disminuiría su responsabilidad, 
formulen aquéllos' acusación sin previa consulta, ni articulen 
prueba que no estime adecuada y suficiente, n i  modifiquen con- 
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clusiones innecesarirtinente. Si esto no hiciera el .Jefe de cada 
distrito, acusaría de inútil su autoridad sobre funcionarios llama- 
dos á servir a SUS órdenes para cumplirlas, y su exclusiva per- 
sonalidad ante los Tribunales, con Iiondo quebranto del rhgimen 
del Instituto B que pertenece. 

Casos hay, sin duda, en que urgencias procesales confieren 
A los Auxiliares, con la fuerza de lo necesario 6 inaplazable, li- 
bertad de acción que de ordinario les falta. 

En circular de 31 de Enero del afio ~iltimo dije lo siguiente, 
que no lia de ser baldío repetir: 

((La libertad de acción que la naturaleza del juicio oral otorga 
A quien en 81 llera, por delegación, la palabra del Fiscal, es ab- 
soluta para lo imprevisto, para lo que en el acto urge, para lo 
que no permite consulta al delegante. Zn estos casos la respon- 
sabilidad de la actitud ó de la petición qiieda íntegra en quien 
la toma 6 la  formula. En los demás, en los ordinarios, en los de 
racional previsión, el Teniente 6 el Abogado fiscal, lo mismo 
que cuanclo desde su despacho escribo. es cumplidor, obligado 
á serio fiel, de las instrucciones rle su Jefe, en el cual, sometido 
coino se halla á las generales 6 especiales de esta Fiscalía, re- 
side l a  autoridad de dirigir, conforme á su propio criterio, la 
acción de sus Auxiliares. P 

Con este recuerdo, heclio tambikn en otros ducumentos de 
esta Fiscalía, aspiro á dejar establecido: que la autoridad y res- 
ponsabilidad de los Fiscales de las Audiencias llega á cuanto 
en sil nombre se haga 6 deba hacerse, sin más limitación que 
la de aquellos casos en que, por necesidad, un Auxiliar suyo haya 
tenido que tomar en el juicio actitud cuyas causas no pudieron 
preverse, y asimismo, que los Auxiliares guardan para sí ínte- 
gra la  responsabilidad de la  inexactitud con que puedan infor- 
mar á su Jefe, la  de separarse de sus instrucciones y la de aqiie- 
llas actitudes que en los casos indicados tomen. La delegación 
que hagan los Fiscales, si alguno la liiciere, para que sus Auxi- 
liares procedan como c,~rresponda en dereclio, les devuelve la 
responsabilidad de los desaciertcs en que los iiltimos incui.ran. 

Para asegurar la  observancia de los principies fundamenta- 
les y reglas de conducta que dejo apuntados, y de los cuales el 
celo 6 ilustración de los Sres. Fiscales derirark, en bieii del 
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La Sala de lo criminal de este Tribunal Supremo ha dado lu- 
gar,  en sentencia de 28 del actual mes, á recurso de casación 
que, por quebrantamiento de forma señalado en el niim. 3." del 
art. 912 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, tuve el lionor de 
sostener contra la  de una Audiencia que, ejercitando la facultad 
atribuída para caso distinto por el art. 133 de la misma Ley, se 
crey6 autorizada para condenar, como condenó, z5 un procesado 
cuya exención de responsabilidad pidió, 6 virtud de las pruebas 
practicadas, el Ministerio fiscal, iinico acusador, modificando las 
conclusiones provisiocales acusatorias. 

Como verá V. S. en los considerandos de la  sentencia, que por 
s u  importancia se insertan á continuación, el Tribunal Supremo 
consagra con su autoridad el principio cardinal del procedi- 
miento mgente, señalado en  mi circular de 9 de Febrero iiltimo 
g en otras anteriores; el de que, sin acusaci6n mantenida hasta 
el último trance del juicio, los Tribunales de lo criminal care- 
cen de jurisdicción para dictar sentencias condenatorias. 

Esta sentencia desvanece dudas en la prhctica reveladas; no 
contiene reserva ningnna, y reprueba la sentencia condenatoria 
cuando no haya persona acusada, es decir, contra la cual se so- 
licite concretamente castigo 6 represión en las conclusiones de- 
finitivas. La pena no recaer& con justicia sobre quien no se 
halle definitivamente acusado de delito. La facultad concedida 
it los Tribunales por el art. 733 de la ley de Enjuiciamiento cri- 
minal para ampliar el acta de acusación 6 investirse de atribu- 
ciones que Bsta circunscribe it delitos de igual 6 menor grave- 
dad que los que expone, supone siempre la existencia de impu- 
tación de delito y de responsabilidad exigible. Si esta base falta, 
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por cualquier nlotiro que sea, aquella facultad no tiene ocasión 
legítima cle ejercitarse. 

Tal es el sentido íntimo y la letra de la interesante resolu- 
ción que motiva esta circular. 

d ella ha de ajiistar nuestro Ministerio sus peticioiies y su  
proceder. 

No es ciertamente de temer que en lo sucesivo los Tribuna- 
les de lo crimii~al, ante quienes pretendan los acusadores en sus 
conclusiones definitivas la exención de responsabilidad, se crean 
autorizados para condenar con acudir, como en el caso resuel- 
to, al injiistificado y racional y jurídicamente inexplicable me- 
dio de someter en el juicio, á informe de las partes, la  misma 
tesis por una de ellas mantenida y probablemente aceptada por 
la  á quien más ha de interesar. No lo es tampoco que se perse- 
vere en el contrasentido d e  afirinar con liechos que la Autoridad 
judicial represiva alcanza, con recurso tan sencillo, á negar la  
exención de responsabilidad, que por existir es opuesta á la de- 
lincuencia, segiín el testo expreso del art. 8.' del Código penal, 
y de proclamar A la vez el insiiperable obstBculo que 4 su libre 
decisión opone á los Tribunales la actitud de los aciisadores, que 
entienden que el hecho jurídico sometido al  proceso no consti- 
tuye delito, 6 la culpa qiieda á su juicio sin demostrar. 

Mas si io contrario sucede, si desconocido el natural sentido 
de la Ley, fijado ya por el más alto Tribunal al ejercer su au- 
gusta misión cle explicarla, se llega 5 condenar en caso en que 
nadie mantenga peticicín de condena, V. S. habrá de defender la 
doctrina indicada é interponer, cuando no se acepte, recnrso de 
casación por quebrantamiento de forma. 

Para asegurar el éxito del principio, base de esa doctrina, y 
el fin ti que se eiicamina por todo medio legitimo, debe V. 8. 
cuidar de que las conclusiones definitivas, que el resultado de 
las pruebas obligue á fundar en exencicin de responsabilidad, iio 
expresen solicitiid rle esta especial declaración en la parte dis- 
positiva de las sentencias, sino la de absolución por inexistencia 
de delito 6 falta cle participacicin, ya que el delito se cofistituye, 
no por el hecho material que le manifiesta, sino por l a  relación 
de éste con un agente libre 15 imputable. 

No Iie de encarecer a V. S. otra vez la prudencia con que de- 



ben apreciarse las pruebas por el Ministerio fiscal en casos se- 
mejantes, porque V. S. tendrá presente sobre particular tan 
grave y responsabilidad tan considerable romo la que pone sobre 
los Fiscales el actual régimen procesal, cuanto he dicho con re- 
petición en otras instrucciones generales. 

Sírvase V. S. dar conocimiento B sus duxiliares cie esta cir-, 
cular, que registrara y depositarti en esa Fiscalía, vigilar por 
su observancia y acusarme su  recibo. 

Dios guarde B V. S. muchos años. Madrid 30 de Marzo 
de 1894.=i¡lavtdnez del Campo.=Sr. Fiscal de la Audien- 
ciade.  .... 

Sentencia dictada en 28 de Marzo de 1893 por la Sala 
de lo criminai del Tribunal Supremo 

Visto: Siendo Ponente el Magistrado D. Federico Yelchor y 
Lamanette. 

Considerando que basada como se halla en uno de sus pun- 
tos mas esenciales la Ley procesal vigente hoy en materia cri- 
minal sobre el principio acusatorio, con el que guardan perfecta 
armonía sus disposiciones, y muy principalmente la del nh- 
mero 3." del art. 912, que sirve de apoyo y fundamento á los re- 
cursos de que en el caso se trata, no cabe y a  en lo posible que 
Tribunal alguno condene ti persona contra la qiie no pese 6 se 
mantenga la acusaciún correspondiente formulada, bien sea por 
el Ministerio fiscal 6 por un particular cualquiera: 

Considerando que de otra suerte quedarfa ~ io lado  el princi- 
pio de que se deja liecha mención, principio ratificado y confir- 
mado del modo mas esplicito y terminante en el art. 69 de la 
Ley del Jurado, que dispone se dicte por los Jueces de derecho 
auto de sobreseimiento libre, por falta de acusación, siempre que 
las partes acusadoras soliciten la absoluci6n de los procesados y 
no se presente nadie B mantener aquélla: 

Considerando, en virtud de lo expuesto, que en el caso ac- 
tual la Sala sentenciadora ha quehrantado una de las formas 
mBs esenciales del procedimiento al condenar como autor del 
delito de lesiones graves al procesado A. R., cuya absolución 
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pidió el Ministerio fiscal estimando en sus conclusiones defini- 
tivas que concurría á su favor una circunstancia eximente de 
responsabilidad, por lo que es visto perdía el hecho por el mis- 
mo ejecutado el carhoter de delito: 

Considerando además que no amengua en nada el valor de 
esa apreciaciún el que la Sala hiciere uso de la  facultad otorgada 
en el art. 733 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, porque, 
aparte de que no se está en el caso de que un Tribunal haya pe- 
nado un delito m&s grave que el que fub objeto de la  acusación, 
sino en el de haberse penado á persona no acusada, no estuvo 
bien aplicado el citado articulo, limitativo hasta cierto punto del 
principio acusatorio por virtud de elevadas consideraciones, 
toda vez que s610 puede y debe ser observado, como excepción, 
cuando á los juzgadores asalten dudas acerca de puntos no 
planteados ni  discutidos por consiguiente por las partes, y de 
ningdn modo en los casos en que, como aconteció en el de que 
se trata, había sido ya  planteada y debatida la cuestión relativa 
& la  exención de responsabilidad, y solicitado el Fiscal y la de- 
fensa fuese absiielto el procesado, retirando, por tanto, el pri- 
mero su acusación: 

Considerando por todo cuanto se deja expuesto que la Sala 
sentenciadora ha incurrido en el quebrantamiento de forma ale- 
gado en los recursos interpuestos por el Ministerio fiscal y por 
el procesado A. R. D.; 

Fallamos, que debemos declarar y declaramos haber lugar B 
los recursos interpuestos por el Ministerio fiscal y por A. R. D. 
contra la sentencia pronunciada por la  Aiidiencia de X, la cual 
casamos y anulamos, declarando de oficio las costas de ambos 
recursos; lo que se comunique á dicha Audiencia, devolvibndola 
su  rollo, para que, reponiendo l a  causa al estado que tenía al co- 
meterse la  falta, la siistancie y termine con arreglo á de- 
recho. 

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Gnceta 
de Madrid 6 insertará en la Coleccidn legislativa, lo pronuncia- 
mos, mandamos y firinamos.=Juan Francisco Bustarnante.= 
Juan Ignacio de blorales.=Mateo de Alcocer.=Rafael Alvarez.= 
Federico Melchor y Lamanette.=Rafael de Solis Liébana.=Luis 
Lamas. 
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En contestación á las muchas consultas hechas por los Fis- 
cales de las Audiencias á esta Fiscalía pidiendo instrucciones . 
para resolver las dudas que les sugiere el cumplimiento del 
Real decreto de indulto de 16 de los corrientes, y al objeto de 
que las pretensiones 8 informes del Ministerio público respon- 
dan A un criterio iinico en la materia, creo de mi deber sefialar 
algunas reglas B fin de que acomoden 4 ellas sus dictAmenes 
los funcionarios fiscales. 

La Real gracia de que se trata no comprende las multas, ni 
las faltas, ni las penas impuestas por ellas, ni tampoco la res- 
ponsabilidad subsidiaria por miiltas ni  por indemnizaciones. 

El desistimiento 5i que se refiere el art. 6.' del Real decreto 
antes citado, es extensivo á todas las causas en que se trate de 
delitos á que la Ley impone la pena de arresto mayor, cual- 
quiera que sea el estado en que aqiikllas se encuentren, sin per- 
juicio de que se tengan en cuenta las restricciones del artículo 
en cuanto sean aplicables. 

Atendido el contexto del art. 1 .O, resulta excluído del indulto 
el delito de disparo de arma de fuego contra persona determi- 
nada, y así deberán sostenerlo los Fiscales en los casos de esta 
índole que 4 su informe se presenten. 

Cuando en una caiisa no haya procesados, es de necesidad 
esperar á que los haya para decidir si es 6 no aplicable la Real 
gracia. 

Debe considerarse comprendida en ella la imprudencia 
cuando así corresponda por razón del delito á que la misma se 
refiera, 6 por razón de la pena, es decir, segiin que aquel este 
comprendido en el art. l.", 6 esta en el 6." del repetido Real 
decreto. 
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El indulto no comprende la multa como antes se ha  indi- 
cado; pero si con ella hubiese otra pena conjunta, será indul- 
tada ésta si procede. 

Tampoco alcanza 6, los procesados por dos 6 más delitos, y ,  
por consiguiente, con respecto á los que se encuentren en esas 
circunstancias no deber& desistir el Ministerio fiscal. 

Cuando no sean apreciables la  pena 6 las restricciones que 
enumera el art. 7.', no se desistir& hasta que una y otras se 
puedan apreciar. 

El desistimiento tendrii lugar desde luego cuando la pena 
señalada al delito sea seguramente la de arresto mayor; si rio 
puede estimarse Bsta, bien por las circunstancias modificativas 
de la responsabilidad, rí bien porque ahn no conste si existe 
alguna de las restricciones del art. 7." en cuanto sean aplica- 
bles, se esperará ii que en cualquier estado del proceso y por 
los antecedentes que se traigan al mismo, tales circunstancias 
sean conocidas y pueda ser apreciada con seguridad la pena de 
arresto mayor. 

Cuando hay dos 6 más procesados, el desistimiento será 
s610 para el que se halle en las condiciones señaladas en el 
Real decreto, no para los otros. 

El desistimiento pone termino á la  causa por delito piiblico, 
aunque Iia-ya querellante particular, reservando & éste su dere- 
cho con respecto á las responsabilidades civiles. 

Recomiendo á los Sres. Fiscales que interpongan la accidn 
de su Ministerio para que se  proceda con la mayor actividad á 
fin de evitar los pe juicios que cualquiera dilación pudiera ori- 
ginar. 

Dios guarde á V. S. muclios años. Madrid 30 de Mayo 
de  1894.=El Fiscal interino, Jltnn de A¿dnaa.=Sr Fiscal de la  
Audiencia de.. . . . 
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ISTRIJGCIONES E S P e G l A l E S  DADAS A HISCAlES DE AUDIENCIA 



lNSTRUCCIONES ESPECIALES DADAS A FISCALES DE AODlENCIA 

AL EXCXO. SR. MINISTRO D E  GRACiA Y JUSTICIA 

Excmo. Sr.: 

Las disposiciones de la Ley provisional sobre organización 
del Poder judicial que atribuyeron al  Fiscal del Tribunal Supre- 
mo la concesión de licencias 4 los funcionarios de su  orden, 
modificadas en cuanto al  procedimiento por Real orden de 24 de 
Marzo de 1875, se estimaron derogadas por el art. 43 de la Ley 
de  Presupuestos de 21 de Julio de 1878. 

El art. 62 de la  adicional & la Orghuica otorga 4 los Fiscales 
del Tribunal Supremo y de las Audiencias la  facultad de conce- 
der licencia hasta de quince días A los Auxiliares de su Uiniste- 
rio. Entiéndese generalmente que este articulo no contradice 
el 921, en relaci6n con el 915 de la Ley de 1870, que autorizó 4 
los Fiscales de las Audiencias, como 4 sus Presidentes, y según 
Real orden de 28 de Majo de 1890 & los de las de lo criminal, 
para ausentarse de su residencia por quince días 6 menos. Pero 
como nada especial se haya resuelto acerca de los Fiscales de 
las Audiencias que no son territoriales, surgen dudas sobre igual 
derecho y el de esta Fiscalía para conceder las licencias ur- 
gentes. 

Es mi deber por esto someter respetuosamente 4 la superior 
consideraci6n de V. E. las siguientes: 
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l." Si el Fiscal del Tribunal Supremo está autorizado para 
conceder licencias á todos los funcionariris del Ministerio fiscal 
por tiempo que no exceda de quince días, 6 solamente á sus in- 
mediatos Auxiliares el Teniente y los Abogados fiscales del mis- 
mo Tribunal. 

2.' Si los Fiscales de las Audiencias territoriales deben con- 
tinuar en el derecho de ausentarse por el mismo tiempo de su  
residencia con s610 dar cuenta al  del Tribunal Supremo. 

3.' Si los Fiscales de las Audiencias provinciales tienen igual 
facultad que los de las territoriales; y 

4.' Si en el supuesto de que las licencias de que se trata 
pueden concederse por esta Fiscalía á todos los funcionarios que 
la estan subordinados, las de las Audiencias podían otorgarlas á 
prevención 6 definitivamente á los Tenientes y Bbogados fisca- 
les que sirvan en ellas. 

Acaso convenga al mejor servicio subordinar B la resoluci6n 
del Fiscal del Tribunal Supremo, en casos extraños á las nece- 
sidades oficiales, la ausencia del lugar de su destino de todos 
los funcionarios Fiscales, ya  que la comunicaci6n telegráfica 
puede proveer á las más urgentes personales; pero V. E. se dig- 
nar& apreciarlo, y acordar lo que ciertamente convenga á fin de 
que desaparezcan dudas y opuestos criterios con transcendencia 
perjudicial & intereses superiores. 

Dios guarde & V. E. muchos años. 
22 de Marzo de 1893. 

Excmo. Sr.: En virtud de lo consultado por V. E. con mo- 
tivo de las dudas y opuestos criterios que vienen manifestán- 
dose en la práctica respecto de la facultad de conceder licen- 
cias y de ausentarse por tiempo que no exceda de quince días, 
que las disposiciones legales atribuyen á determinados funcio- 
narios del Ministerio fiscal: 

Visto tambibn el art. 65 de la  Ley adicional á la  Orgánica 
del Poder judicial, que determina el alcance de la denomina- 
ción general d e  Tribunales, y teniendo presente lo dispuesto en 



el 62 de la misma Ley, y en el 921, en relación con el 9 1 O y 915 
de la provisional de 1870: 

S. M. la Reina (Q. D. G.), Regente del Reino, en nombre de 
su Augusto Rijo el Rey Don Alfonso XIII, ha tenido b bien de- 
clarar que estb V. E. autorizado, y lo están también los Fisca- 
les de las Audiencias, para conceder licencias 8 sus inmediatos 
Auxiliares por tiempo que 110 exceda de quince días, siem- 
pre que haya para ello justa causa, y que los Fiscales de las 
Audiencias, tanto territoriales como provinciales, pueden alisen- 
taisse de sil residencia por el referido término de quince días, 
poniendo10 en conocimiento de este Ministerio y de esa Fiscalía, 
cuando no perjudicando al servicio concurra una causa justifi- 
cada y urgente; pero debiendo esperar pwa  empezar á hacer 
uso de la  licencia b obtener el consentimiento de V. E. 

De Real orden lo digo b V. E. para su conocimiento y efec- 
tos consiguientes. Dios guarde A V. E. muchos años. Madrid 11 
de Abril de 1893.=José de Gn~fiica.=Sr. Fiscal del Tribunal 
Supremo. 

Consulta el Fiscal si era preciso, al retirar la  acusación en palma. - 
un juicio por jurados, hacerlo por escrito, 6 si al contrario, has- Arlfoulo es (te 

la Ley del Jurado. taba solamente se verificase de palabra. 

El art. 69 de la Ley que estableció el Jurado no dice efecti- 
vamente que cuando el Fiscal, por virtud del resultado de las 
pruebas, solicite la  absolución en el acto del juicio, haya de ha- 
cerlo por escrito; pero como en rigor constituye esto una modi- 
ficación de las conclusiones prorisionales, para la que le autoriza 
el 64, y éstas se formulan por escrito, es lógico que de la propia 
manera se desvirtúen y sustituyan. El art. 732 de la Ley de En- 
juiciamiento criminal lo previene expresamente para los juicios 
ante el Tribunal de derecho, cuyo precepto sirve de racional 
apoyo á tal interpretación. 

Debi6, pues, el Abogado fiscal que asistió al juicio de que 
V. S. me da conocimiento, expresar por escrito la  conclusión 
definitiva, aunque fuera absolutoria; y por m8s que de otro modo 
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pensara, prudente era diferir al requerimiento del Tribunal por 
respeto de que nuestro' Ministerio debe ser el primero en dar 
ejemplo, y porque & la Sala, y no al Fiscal, incumbe la direc- 
ción del procedimiento. Si no creía acertado el acuerdo. pudo ex- 
poner con todo acatamiento lo que se le ofreciera; pudo despues 
dar conocimiento á V. S. para lo que procediera, pero cibede- 
ciendo la resolución y cumpli8ndola. 

No entiendo que la Sala faltara ti consideración debida á 
V. S. por remitirle directamente notificación de lo ocurrido, por- 
que las Salas de justicia pueden entenderse y se entienden á 
diario con los Fiscales respectivos en los asuntos judiciales de 
ese modo y porque se negó que el Abogado fiscal Iiabía come- 
tido alguna falta; cumplió con lo dispuesto en el art. 448 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil, aplicable B los asuntos criminales. 

Lo que no hubiera podido hacer es llamar á V. S. personal- 
mente, porque para esto 8610 está autorizado el Presidente del 
Tribunal por el niim. 12 del art. 584 de la Ley provisional so- 
bre organización del Poder judicial; pero la comunicación es- 
crita es cosa bien distinta, que, acleni&s de ajustarse & la Ley 
por su índole, no Iiiere susceptibilirlad digna de respeto. 

Digo & V. S. lo expresado en respuesta 4 su  comunicaci6n 
de 16 del actual y confiado en que por su parte ha de procurar 
que no se susciten 6 mantengail entre el Tribunal y el Ministe- 
rio fiscal rozamientos que dañan al servicio en que es deber 
nuestro colaborar con todo celo g con cordial decisión. 

Dios guarde 4 V. S. muchos años. Madrid 24 de Octubre 
de 1893.=,Tfa~tinenez del Campo.=Sr. Fiscal de la  Audiencia de 
Palma. 

Vitoria. En causa en que aparecen motivos para exigir responsabili- - 
ariicnl,, h . o ~ c  dad criminal Diputados provinciales y Concejales de Ayun- 

l a  Ley adicional a 
orsanica dal tamiento de capital de provincia, por hechos verificados fuera 

Podarlud'cia'. del ejercicio de sus funciones, aunque prevaliéndose de dicha 
representación, ipueden dar lugar & la declinatoria de jurisdic- 
ción á que se refiere el art. 4.' de la Ley adicioilal & la Org&- 
nica del Poder judicial? 



Los hechos de que V. S. me da cuenta en su comiinicaci6n 
de 2 del actual, si se realizaron por Concejales g Diputailos de 
esa ciudad y provincia, no aparece que lo fueran a1 desempeñar 
funciones de sus respectivos cargos, y, por tanto, no considera 
procedente que, en caso de responsabilidad criminal, se les su- 
jete al fuero excepcional de la Audiencia de Burgos, ni aun 
cuando debiera entenderse que se prevalieron de su carácter 
oficial, porque esto sólo tendría valor circunstancial y no de 
esencia. 

5 de Diciembre de 1893. 

Consulta sobre si atendiendo al poco personal existente en la znrogoza. 

Audiencia se puede encargar á los Abogados Fiscales sustitutos 
el despacho de algunos asuntos. 

Mientras las disposiciones vigentes sobre la sustitución de 
los Abogados Fiscales no se modifique, deben ser  estrictamente 
observadas. No desconozco que las circunstancias imponen b 
los miembros del Ministerio fiscal, como B los Jueces y Magis- 
trados, esfuerzos considerables para llenar debidamente sus obli- 
gaciones; pero les espero de su celo y de su  amor á la justicia 
y al Instituto it que pertenecen. 

19 de Septiembre de 1893. 

Consulta el Fiscal sobre la prhctica que ha  de seguir en un Gerona. 

recurso de apelación. 

He recibido la comunicación de V. S., fecha 1.' del actual, 
en que me manifiesta que esa Audiencia, interrumpiendo la 
práctica que hasta aquí habfa seguido, acaba de dictar un auto, 
de que me remite copia, declarando que los de procesamiento no 
son apelables. 
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Contra esa resolución no cabe recurso eficaz; pero V. S. se  
halla eii el caso de continuar sostenienclo la  doctrina contraída 
en cuantos en lo sucesivo se presenten, porque así lo exige la 
recta y natural interpretación del art. 384 de la ley de Enjui . 
ciamiento criminal, y porque asi tambiCn se establece en las 
instrucciones que esta Fiscalía tiene comunicadas á sus subor- 
dinados, no sólo en la circular de l." de Marzo de 1881, inserta 
en  la Memoria de dicho año, sino en la del año último, pá- 
gina 46. 

7 de Marzo de 1894. 

r,ns palmas. Careciendo los Fiscales municipales de la  franquicia de 
correos, &de qu6 medio han cle valerse para la remisión de los 
clatos oficiales á esta Fiscalía? 

Hasta tanto que no se conceda la franquicia postal a los de- 
legados de nuestro Ministerio en los partidos, pueden Gstos soli- 
citar de los Jueces de primera instancia la  remisión por su con- 
ducto á V. S. de los datos oficiales que tengan que enviarle. 

Lo digo 6 V. S. en respuesta á su  comunicación de 8 del 
actual. 

15 de Febrero de 1894. 

Manila. Consulta sobre si puede nombrar Promotores fiscales inte- 
~ r l l c ~ o 4 2 3 d e  rinos 6 sustítutos para los Juzgados todos de primera instancia, 

la Com i l a c i o n  
ile iaa f~sposicio- por SU iniciativa directa y exclusiva, 6 si los ha  de decretar á 
nos organicas i lo  
I?bdrninistracion propuesta unipersonal 6 en terna formada por los Fiscales de las 
dc]ustiiia cn UI- 
traniar. Audiencias de lo criminal de Cebú y Vigán, cuando la vacante 

ocurra en Juzgado del territorio de aquellos Tribunales. 

El art. 423 de la Compilación de las disposiciones orghnicas 
que rige en ese Archipiblago, dispone la manera cómo debe 



procederse en el caso de no existir Promotor fiscal en algiin 
Juzgado, y siendo los nombramientos de Letrados representan- 
tes del bTii~isterio fiscal de libre eleccibn de V. S., puede hacerlos 
sin necesidad de reclamar ni esperar propiiesta ni formación de 
terna. 

19 de Junio de 1894. 

En casos verdaderamente graves, ipueden los Fiscales de las etnniin. 

Audiencias nombrar Promotores fiscales especiales? 

No existiendo disposicidn legal alguna que lo autorice, no 
cabe el nombramiento de Promotores fiscales especiales en nin- 
gún caso, debiendo ejercer la  acción fiscal los funcionarios á 
quienes por ministerio de la Ley corresponde, bajo la inspecci6u 
de sus superiores jerhquicos, que podrán comunicarles las ins- 
trucciones que estimen procedentes para el mejor desempeiío de 
su  cometido. 

19 de Juuio'de 1894. 
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PISCALIA DEL T R I B U N A L  S U P R E M O  
.. 
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. 
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Mnclrid .......................................... 
Albncete .......................................... 
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FISCALIA DEL T R I B U N A L  S U P R E M O  
JUICIOS ORALES ANTE EL TRIBUNAL DE DERECHO. CLASIFICADOS POR AUDIENCIAS 
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1 

3 

2 

6 

1 

1 

97 

288 

103 

240 

95 

97 

200 

112 

346 

37 

153 

117 

376 

73 

113 

124 

337 

291 

220 

4 7 

2S9 

7 

$ 9  

3. 

6 

7 

1 

2 

1 

1 

4 

4 

2 

. . . .  
. 
.t 

1 

47 

18 

88 

24 

26 

49 

42 

138 

15 

69 

4 8 

76 

28 

72 

23 

64 

61 

51 

7 

41 

28 

1.280 

563 

1.293 

348 

639 

1.070 

709 

1.979 

255 

839 

L9 1 

1.902 

398 

807 

552 

1.815 

1.654 

954 

200 

1.537 

2 

3 4 5  

13 .. 
8 

7 1 5 2 3  

.. 
1 

$9 

31 

.. 

8 1 ~  

13 

3 

2 3 6 1 6 1 2  

1 1 3  

11 

2 4 . 9 1  

17 

21 

3 1  

2 

2 

5 

7 

46% 

81 

IGL 

151 

1% 

102 

612 

388 

230 

547 

1.029 

284 

281 

297 

263 

974 

174 

735 

596 

187 

217 

511 

306 

315 

714 

4 8 ;  

175 1 
278 

38L \ 125 

*t 

1 

5 

6 

9 

125 

18  

61 

29 

72 

26 

68 

118 

2.992 

507 

1.011 

759 

661 

656 

2.626 

1.769 

2 

2 

7 

3 

. . . .  
1 

$9 

.I 

2 

1 2  

9. 

$, 

328 

338 

702 

429 

427 

354 

1.495 

498 

158 

198 

' 30i 

222 

358 

360 

76 

201 

210 

81 9 

14k 

91 

1% 

20% 

133 

104 

436 

138 

201 , 

e9 

84 

111 

78 

126 

58 

10 

28 

43 

77 

92 

36 

71 

79 

57 

1 I 

121 

29 

39 

928 

1.138 

1.557 

S45 

1.456 

1.330 

355 

920 

792 

1.808 

1 . 005 
360 

773 

1.639 

616 

449 

2.042 

590 

720 



FISCALIA DEL T R I B U N A L  S U P R E M O  



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de todos los asi~ntos. sin distinción de procedimientos. clespachados por las Fiscalías de Audiencias de la Península C Islas adyacentes desde 1 . " d c  J~ilio de 1893 

á 30 de Junio de 189  4 .  con expresión de los que quedan pendientes de despacho . 

1 7  

adricl ............. 
nlbncete ............ 
Barcelona ........... 
Biirgos .............. 
CRceres .............. 
Coruña .............. 
Granada ............. 
Las Palmas .......... 
Ovieclo .............. 
Palma ............... 
Pamplonn ........... 
Sevilla .............. 
Valencia ............ 
Valladolid ........... 
Zaragoza ............ 
Alicante ............. 
Almeria ............. 
Avila ............... 
R, dajoz ............. 

lbao ............... 
ida ............... 

Castell6n ............ 
Ciudad Red ......... 
C6rdoba ............. 
Cuenca .............. 
Gerona .............. 
Guadalajara ......... 
Huelva .............. 
Huesca ............. 
Jaén ................ 
Le6n ............... 
L6rída ............... 
Logro60 ............ 
L U ~ O  ............... 
M&laga ............. 
Murcia ............. 
Orense .............. 
Palencia ............. 
Pontevedra .......... 
salamanca .......... 
San Sebasti&n ....... 
Santander ........... 
Segovia ............. 
Soria ................ 
Tarragona ........... 
Terne1 ............... 
Toledo .............. 
Vitoria ............. 
Lkmow ............. 

TOT~LES ........ 

DE 

TOTAL 

4.506 

598 

$.o04 

1.228 

1 . 628 

1.227 

2.110 

503 

1.537 

440 

1.261 

2.271 

3.504 

988 

1.873 

1 356 

921 

91 3 

1.780 

1 . 463 

2.452 

813 

538 

2.962 

1 . 093 

746 

773 

1 . 447 

51 7 

1.842 

1.155 

TOTAL 

10.331 

1.177 

8.501 

2.694 

3.588 

2.7i8 

5.228 

1.002 

2.781 

1.217 

2.932 

6.029 

5.667 

2.798 

5.318 

2.163 

1.267 

2.469 

4.537 

2.090 

5.654 

2.045 

1.266 

6.323 

1.879 

1.542 

2.005 

2.456 

742 

5.1 

1 . F 

VISTAS 

El Fiscal . 

9 

19 

1 

473 

7 

72 

104 

19 

4 

~3 

256 

59 

97 

70 

49 

376 

160 

446 

312 

581 

137 

146 

176 

279 

92 

184 

351 

321 

295 

43 

L28 

Por 
1 ~ ~ ~ ~ ~ l ,  

429 

66 

21 4 

916 

109 

1.278 

51 3 

107 

26 

271 

476 

143 

116 

272 

276 

417 

227 

627 

386 

Y38 

759 

560 

363 

515 

251 

428 

1.071 

448 

281 

659 

81 6 

EFECTUADAS 

hliognilos 
flscnlos . 

3.625 

270 

2.P25 

:liE 

913 

596 

969 

331 

885 

166 

280 

1.590 

2.493 

430 

1.073 

507 

348 

335 

11 I r C 

$ 9  

1.321 

P > 

9, 

1.576 

62 8 

9 

9 

720 

, 

1.115 

, 

DICTAMENES EMITIDOS 

Aliogndoq 
nscnlcs 

6.245 

518 

4.443 

902 

. 1 6117 

731 

2.941 

422 

938 

543 

651 

3.440 

3 . 553 

1.021 

2.181 

901 

407 

1.156 

1.822 

I 

3.172 

w 

$9 

2.690 

934 

99 

9 

1.143 

, 

2.393 

,, 

PREVIAS 

Teiiionlo 
fiscn] . 

75 

293 

507 

116 

71 5 

404 

301 

3, 

51 6 

228 

700 

395 

746 

324 

640 

428 

41 3 

132 

355 

758 

636 

254 

356 

707 

373 

529 

422 

597 

139 

819 

478 

Trnirnlr 
fiscnl, ________ 

226 

523 

757 

262 

. 1 552 

439 

814 

, 
913 

328 

940 

1.369 

1.61 1 

774 

2.183 

790 

582 

593 

1.228 

732 

1.499 

1.164 

865 

3.116 

51 5 

987 

906 

796 

392 

1.773 

76% 

JUICIOS 

El PlsCal . 

5 

1 

2 

38 

8 

12 

8 

G'L 

2 

25 

8 

1 

3 

13 

46 

4 5 

38 

28 

32 

4 4 

25 

7 1 

44 

55 

>, 

42 

101 

9 

37 

23 

71 

~ s i i i i l o s  
pendi~nies  

on 
Fiscnlin 

on 
30de  junio . 

11 

7 

33 

16 

33 

33 

881 

9 

19 

7 

12 

428 

43 

6 

90 

32 

18 

6 

76 

303 

10 

2 

619 

16 

37 

12 

13 

10 

10 

95 

9 

766 

818 

788 

1.976 

2.U23 

941 

624 

875 

1.554 

295 

747 

534 

560 

1.OG4 

681 

1.355 

328 

3.229 

. 200 

CON ASISTENCIA 

S u s l i l ~ l o s  . 

806 

35 

1.671 

267 

9 

155 

736 

153 

132 

46 

8 

227 

168 

166 

111 

45 

3, 

19 

396 

124; 

358 

113 

6 

9s 

9s 

33 

I 

9 

83 

165 

249 

CUYAS 

A l i ~ ~ a d o s  
fiscales . 

833 

1 O0 

378 

146 

177 

197 

365 

39 

199 

49 

110 

363 

444 

116 

230 

136 

180 

166 

261 

v >  

373 

9- 

*Y  

1 r)7 

174 

19 

145 

19 

333 

9,  

Snstilulos . 

3.431 

72 

3.090 

614 

250 

300 

960 

473 

904 

72 

865 

. 1 077 

387 

731 

678 

55 

51 

93 

1.101 

420 

221 

321 

38 

2 

179 

127 

28 

69 

69 

334 

389 

PÚBLICOS A 

Tcnionlc 
(iscal . 

79 

104 

40 

5 i 

95 

117 

140 

, 
73 

7 ii 

137 

137 

51 

98 

176 

134 

209 

110 

159 

74 

147 

141 

79 

125 

273 

96 

131 

87 

38 

215 

190 

146 

67 

55 

41 

37 

5 

105 

98 

106 

37 

35 

68 

46 

22 

109 

18 

15  

48 

1.959 

15 

m 

9 

91 

19 

9 

3 

(, 

46 

2 

15 

1, 

9 

51 

152 

13 

3, 

I 

3.540 

19 

91 

l >  

390 

338 

111 

9 

39 

181 

S, 

112 

19 

7 

87 

Y 

397 

91 

$ 9  

7.387 

. 

TOTAL 

253 

319 

710 

308 

828 

270 

519 

125 

140 

193 

3 37 

391 

623 

381 

Ii 57 

41 

98 

161 

299 

5'r 

116 

44 

96 

22 

35 

46 

89 

119 

17 

18  

100 

95 

108 

114 

161 

107 

57 

66 

72 

188 

44 

81 

112 

81 

68 

78 

6 1 

53 

156 

-------------------- 

5.306 

9 ,  

173 

9, 

1.2V2 

1.407 

432 

9 ,  

231 

484 

, 

263 

, 

I 

393 

79  

710 

9,  

I 

29.430 

SESIONES HAN 
.. 

Sustilulo8 . 

477 

44 

164 

26 

44 

70 

324 

41 

123 

13 

28 

70 

16 

77 

48 

23 

17  

22 

137 

t 

70 

51 

19 

$9 

I 

19 

10  

17 

78 

26 

72 

1 O 

213 

33 

88 

92 

86 

90 

117 

256 

6 

23 

49 

3 

85 

89 

115 

2.3 

178 

8.323 

POR 

S ~ 9 L l l i i t 0 ~ ~  

., 

5:; 

9, 

38 

I 

9 

30 

1 

11 

> t 

>I 

r > 

92 

, 
9, 

>t 

23 

4 

3 Y 

6 

1 

99 

19 

., 
99 

o 

9 

. 9 

El Fiscal . 

250 

147 

380 

203 

222 

235 

375 

95 

119 

87 

98 

368 

423 

321 

366 

40 

82 

161 

93 

15 

107 

24 

85 

19 

34 

42 

63 

100 

14 

14 

55 

9 

7 

39 

125 

176 

99 

PI 

, 

(, 

115 

5 

I 

71 

V I  

40 

. t 
59 

6 

ASISTIDO 

TOTAL 

-- 

1.394 

249 

584 

264 

324 

356 

837 

t i 4  

397 

162 

303 

571 

514 

304 

500 

338 

I 4 i  

326 

569 

11 8 

615 

263 

142 

367 

447 

157 

242 

258 

153 

597 

333 

22 

1 

3 

25 

26 

54 

2 

19 

8 1 

36 

7 

<, 

50 

29 

11 7 

193 

2.772 

124 

836 

1.263 

466 

9kI 

648 

577 

343 

964 

908 

359 

593 

637 

2 10 

454 

1 . k16 

259 

1.206 

- 
25.673 

1 

9, 

9 

I 

I 

>, 

I 

. 
>, 

, y 

(t 

3 . 
9 

.y 

( ,  

+, 

v 9 

92 

271 

5 

187 

24 

37 

92 

66 

89 

79 

201 

5 

20 

33 

I 

82 

89 

101 

12 

29 

5.771 

263 

267 

172 

617 

508 

227 

173 

209 

556 

81 

266 

187 

127 

227 

21 6 

593 

68 

397 

17.424 

99 

345 

$9 

2.825 

2.375 

493 

433 

1.179 

, 

619 

, 
, y  

1.103 

, 

1.413 

, 

> 

55.li81 

396 

229 

396 

520 

293 

313 

271 

478 

540 

171 

20L 

175 

302 

428 

249 

90 

236 

44 6 

798 

1.155 

470 

844 

1.164 

1.387 

316 

486 

771 

1 . 076 

339 

606 

273 

1 011 . 
969 

251 

338 

506 

1 . 037 

12 422 

OTROS BSUNTGS 

Tonienlp 
fiscal . 

3 

172 

156 

65 

343 

35 

164 

. > 

8 

66 

33 

23 

91 

31 

111 

1 

1 á 

O 

74 

35 

8 

14 

11 

3 

1 

4 

26 

10 

3 

4 

45 

1.3 170 

1 . f  L16 

50 

6 

113 

298 

355 

14  

9, 

., 

429 

5 

186 

1 

, 9 

216 

,> 

159 

19 

188 

10.424 

DESPACEADOS 

hbogndos 
fiscaleq, 

.S 

.t 

119 

40 

225 

w 

12 

. 9 

9 

1 > 

v t  

7 

9, 

2 

109 

I 

1 

9 

I 

7 . 
9 

>, 

, > 

9 

, , 
9 

7 )  

5 

24 

9 

36 

t 

12 

1 

22 

32 

1 

9 

16 

3 

3 

, 

10 

10 

57 

1.690 

2.2'LU 

4.753 

5.058 

1.471 

1.063 

1.517 

3.648 

552 

1.970 

867 

1.678 

2.198 

705 

3.326 

765 

2.431 

113.100 

m 

2 

$9 

15 

rp 

8 

S 

16 

23 

>, 

3 

, 

9 

, 
$, 

t, 

7 )  

O 

591 

353 

79 

115 

196 

350 

166 

530 

124 

165 

354 

268 

172 

432 l 

515 

92 

724 

ll!i 

- 
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